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Ibagué, septiembre 23 de 2024 
 
 
 
 

Señores 
Cámara de Comercio de Ibagué 
Email: ccibague@ccibague.org  
Ibague �± Tolima. 

 
 
 

Ref. RECURSO DE REPOSICION en subsidio de APELACION CONTRA EL REGISTRO QUE POR 
ACTA NÚMERO 88 DEL 15 DE MARZO DE 2024 DE ASAMBLEA ORDINARIA DE ASOCIADOS, 
REGISTRADO EN LA CÁMARA DE COMERCIO DE IBAGUE BAJO EL NÚMERO 32957 d e 
septiembre 10 de 2024 de NOMBRAMIENTO CONSEJO DE ADMINISTRACION y BAJO EL 
NÚMERO 32966 de septiembre 13 de 2024 NOMBRAMIENTO DEL REVISOR FISCAL DEL 
LIBRO I DEL REGISTRO DE ENTIDADES SIN ÁNIMO DE LUCRO. SUBSIDIARIAMENTE DEBE 
CANCELARSE LOS REGISTROS POSTERIORES AL ACTA 78 de asamblea ordinaria celebrada en 
marzo 3 de 2016 y registros posteriores al ACTA 81 de asamblea extraordinaria celebrada el 21 de 
noviembre del AÑO 2017, que fueron acogidas en la RESOLUCION 309 de enero 23 del AÑO 2024 de la 
Supertransporte. 

 
Edgar Cardona Corrales identificado civilmente con la cedula número 19.470.710, respectivamente, de 
conformidad con el artículo 70 de la Ley 269 de 20201 en mi  condición de asociado de la cooperativa de 
transportes Velotax Limitada (DE AHORA EN ADELANTE VELOTAX) como consta en el certificado 
histórico de representación legal expedido por la cámara de comercio de Ibagué (DE AHORA  EN 
ADELANTE LA CAMARA) ( SE ANEXA), me permito interponer RECURSO DE REPOSICION y en 
subsidio de APELACION de conformidad con el artículo 74 del CPACA12 en contra del registro que por 
ACTA  número 88 de asamblea ordinaria celebrada el 15 de marzo  del año 2024 de asamblea de asociados  
registrado en la cámara bajo el número 32957 de septiembre 10 de 2024 de NOMBRAMIENTO 
CONSEJO DE ADMINISTRACION y bajo el número 32966 de septiembre 13 de 2024 
NOMBRAMIENTO DEL REVISOR FISCAL DEL LIBRO I DEL REGISTRO DE ENTIDADES SIN 
ÁNIMO DE LUCRO conforme certificado ordinario de Velotax y SUBSIDIARIAMENTE DEBE 
CANCELARSE LOS REGISTROS POSTERIORES AL ACTA 78 de asamblea ordinaria celebrada en 
marzo 3 de 2016 confirmada por el H. Tribunal del Tolima en julio 26 del AÑO 2021 y las asambleas 
posteriores conforme la sentencia de ineficacia proferidas por el H. Tribunal del Tolima en agosto 24 de 
2023 que confirmo la SENTENCIA DE INEFICACIA del juzgado cuarto civil del circuito de Ibagué de la 
asamblea extraordinaria celebrada en noviembre 21 de 2017 condensada en el ACTA 81 y  que fueron 
acogidas por la Supertransporte mediante la RESOLUCION 309 de enero 23 del  AÑO 2024. 

 Conforme los siguientes, 

HECHOS: 

1) La Cámara de Comercio para resolver el presente recurso debe tener en cuenta el control de 
legalidad que ellas ejercen, porque a través del Decreto 2150 de 1995 se les asigno a las Cámaras 
de Comercio la función de llevar el registro de las entidades sin ánimo de lucro, en los términos, 
condiciones y tarifas previstos para el registro las entidades comerciales. 

  La mencionada facultad tiene límites. En ese sentido las cámaras de comercio están en la 
obligación legal de inscribir los actos y documentos sometidos a registro con excepción de aquellos 
casos en que están facultados legalmente para abstenerse. Así las cosas, la función pública delegada 
por el Estado a las cámaras de comercio es de carácter reglado y no discrecional. 

En el entendido del carácter reglado de las funciones públicas atribuidas a las cámaras de comercio, 
se tiene que el ejercicio del control de legalidad, en el caso de las entidades sin ánimo de lucro, 
obliga necesariamente a tomar como referente normativos el Estatuto de la persona jurídica, así 
como las leyes que regulan el funcionamiento de la persona jurídica de que se trata, en este caso la 
Ley 79 de 1988 en materia de Cooperativas, lo mismo que la normatividad expedida por la 
Superintendencia de Industria y Comercio para el funcionamiento de las Cámaras de Comercio y 

 
1 Ley 2069 de 2020�U���^Artículo 70. Con el fin de generar sinergias, facilidades y alivios a los emprendedores, a partir del 1 de enero de 
2022, la Superintendencia de Sociedades ejercerá las competencias asignadas por la Ley a la Superintendencia de Industria y Comercio 
para la inspección, vigilancia y control de las cámaras de comercio, así como las previstas en los artículos 27, 37 y 94 del Código de 
Comercio respecto del registro mercantil, el ejercicio profesional del comercio y la apelación de los actos de registro. �~�Y�•�_�X   
2Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo - Artículo 74. Recursos contra los actos 
administrativos - Por     regla general, contra los actos definitivos procederán los siguientes recursos: 
1. El de reposición, ante quien expidió la decisión para que la aclare, modifique, adicione o revoque. 
2. El de apelación, para ante el inmediato superior administrativo o funcional con el mismo propósito. �~�Y�•�� 
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que ahora, la Superintendencia de Sociedades asumió competencias. 
 

Para el efecto, el artículo 897 del Código de Comercio establece:  
 

�³Artículo 897. Cuando en este Código se exprese que un acto no produce efectos, se entenderá que es 
ineficaz de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial�´���� 

 

A su vez, el artículo 898 del referido Código prescribe:  
 

�³Artículo 898. (...) Será inexistente el negocio jurídico cuando se haya celebrado sin las solemnidades 
sustanciales que la ley exija para su formación, en razón del acto o contrato y cuando falte alguno de sus 
elementos esenciales�´���� 

 

En consecuencia, se entiende que es ineficaz, el acto que no produce efectos por expresa disposición 
legal es inexistente, el acto que no reúne los requisitos de ley para su formación.  

 

Por otro lado, los Decretos 2150 de 1995 y 1074 de 2015, regulan el registro de los actos y 
documentos de las entidades sin ánimo de lucro, así:  

El artículo 42 del Decreto 2150 de 1995, prevé: 
 

�³Artículo 42. Los estatutos y sus reformas, los nombramientos de administradores, los libros, la disolución 
y la liquidación de las personas jurídicas formadas según lo previsto en este capítulo, se inscribirán en la 
cámara de comercio con jurisdicción en el domicilio principal de la persona jurídica en los mismos términos, 
�W�D�U�L�I�D�V���\���F�R�Q�G�L�F�L�R�Q�H�V���S�U�H�Y�L�V�W�R�V���S�D�U�D���H�O���U�H�J�L�V�W�U�R���G�H���D�F�W�R�V���G�H���O�D�V���V�R�F�L�H�G�D�G�H�V���F�R�P�H�U�F�L�D�O�H�V�´.  

 

Por su parte, el artículo 2.2.2.40.1.10 del Decreto 1074 de 2015, señala:  
 

�³Artículo 2.2.2.40.1.10. Para la inscripción del documento de constitución de las entidades de que trata este 
capítulo las Cámaras de Comercio verificarán el cumplimiento formal de los requisitos previstos en el 
artículo 2.2.2.40.1.1 del presente decreto. (SUBRAYADO ES MIO). 

 

Para efecto de la inscripción de los demás actos y documentos de las entidades sin ánimo de lucro, las 
Cámaras de Comercio deberán constatar el cumplimiento de los requisitos formales para su procedencia, 
en la misma forma establecida en el Código de Comercio para las sociedades comerciales. (SUBRAYADO 
ES MIO). 

 

Las entidades de naturaleza cooperativa, los fondos de empleados y las asociaciones mutuales, inscribirán 
en las Cámaras de Comercio sus demás actos de acuerdo con las normas especiales que las regulan�´����
(Subrayado fuera de texto).  

Puede concluirse entonces que el legislador ha investido a las cámaras de comercio de un 
control de legalidad, totalmente taxativo, restringido, reglado y subordinado a lo prescrito en 
la ley, pudiendo solamente verificar un acto sujeto a registro o abstenerse de efectuar una 
inscripción, por vía de excepción, únicamente cuando la ley las faculte para ello, cuando dichos 
actos adolecen de ineficacia o inexistencia. 

2) DE LA CONTRAVENCIÓN O INOBSERVANCIA DE LAS 
DISPOSICIONES LEGALES, ESTATUTARIAS O 
REGLAMENTARIAS REFERIDAS A LA CONVOCATORIA.  

Según lo dispuesto en los artículos 28, 29 y 30 de la LEY 79 DE 1988 las reuniones del órgano 
máximo de administración pueden ser ordinarias o extraordinarias, de asociados o de delegados y 
su convocatoria �³�S�R�U�� �U�H�J�O�D�� �J�H�Q�H�U�D�O�´ se realiza por el Consejo de Administración. De manera 
expresa, el inciso final del último de los artículos citados señala: �³Los estatutos de las cooperativas 
determinarán los procedimientos y la competencia para efectuar la convocatoria a asamblea 
general ordinaria, cuando el consejo de administración no lo realice dentro del plazo establecido 
en la presente Ley o desatienda la petición de convocar la asamblea extraordinaria se convocará 
conforme el Estatuto. La convocatoria se hará conocer a los asociados hábiles o delegados 
elegidos, en la forma y términos previstos en los estatutos. La junta de vigilancia verificará la 
lista de asociados hábiles e inhábiles y la relación de estos últimos será publicada para 
conocimiento de los afectados��� ́(Resaltos a propósito) 

 
EN EL ARTÍCULO 38 3 DEL ESTATUTO DE VELOTAX  se reguló el procedimiento que debe 

 
3 ESTAUTO DE VELOTAX �t ARTICULO 38: Las reuniones de la Asamblea General tendrán lugar en el domicilio de la Cooperativa. 
La convocatoria para la Asamblea General Ordinana o Extraordinaria se hará por el Consejo de Administración o de acuerdo a 
lo dispuesto en, el artículo anterior, con una anticipación no interior a diez días hábiles indicando fecha, hora, lugar. El Contador 
elaborará previamente una lista de asociados hábiles e inhábiles, esta última deberá ser fijada en sitio visible para los asociados, 
en las oficinas de la Cooperativa y será verificada por la Junta de Vigilancia. En la citación para la Asamblea Extraordinaria se 
fijará el objeto determinado para tal efecto. (SUBRAYADO ES MIO). 

 
Serán asociados hábiles los regularmente ingresos e inscritos en el registro social de la Cooperativa que no tengan suspendidos 
sus derechos y se encuentren al día en el cumplimiento de sus obligaciones por todo concepto al momento de la convocatoria de 
la Asamblea. 

 

El orden del día de cada sesión será fijado por la Mesa Directiva y sometido a aprobación de la Asamblea. 
 

PARÁGRAFO. La convocatoria se hará conocer de los asociados hábiles o delegados convocados mediante avisos publicados en 
las oficinas de la Cooperativa con una anticipación mínima de 10 días calendarios a la �����o�����Œ�����]�•�v���������o�������•���u���o�����[.  

 

De las deliberaciones y acuerdos se dejará constancia en un libro de actas cuyas copias se enviarán al ORGANISMO 
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observarse para la convocatoria a reunión del máximo órgano de administración de la Cooperativa 
VELOTAX y prevé que el Contador elaborará previamente una lista de asociados hábiles e inhábiles, 
que deberá ser fijada en sitio visible para los asociados, en las oficinas de la Cooperativa y será 
verificada por la Junta de Vigilancia. 

 

De la norma anterior �± ARTICULO 38 - se deducen con claridad las siguientes reglas que deben 
observarse para la eficacia de las decisiones adoptadas por la asamblea, así:  

 

i) La reunión debe hacerse en el lugar de domicilio de la Cooperativa, es decir, Ibagué, tal y como 
se corrobora con el certificado de existencia y representación legal. 

ii)  La Convocatoria debe hacerla en el presente caso el CONCEJO DE ADMNISTRACION . 
iii)  La convocatoria debe hacerse con una anticipación no inferior a 10 días hábiles, indicando 

fecha, hora y lugar. 
iv) Previo a la convocatoria debe elaborarse la lista de asociados hábiles e inhábiles por el 

Contador. 
v) La lista de asociados hábiles e inhábiles debe ser fijada en un sitio visible para los asociados en 

las oficinas de la Cooperativa y será verificada por la Junta de Vigilancia.  
 

Lo anterior, atendiendo el �³�&�2�1�&�(�3�7�2���8�1�,�)�,�&�$�'�2���,�1�(�)�,�&�$�&�,�$���'�(���3�/�(�1�2���'�(�5�(�&�+�2���'�(���/�$�6��
�5�(�8�1�,�2�1�(�6���'�(�/���Ï�5�*�$�1�2���0�È�;�,�0�2���'�(���$�'�0�,�1�,�6�7�5�$�&�,�Ï�1���'�(���/�$�6���(�1�7�,�'�$�'�(�6���9�,�*�,�/�$�'�$�6�´ 
en las PAGINAS, 11, 12, 13, 14 y 15 el cual puede consultarse en el siguiente vínculo:  

 

http://www.supersolidaria.gov.co/sites/default/files/public/conceptos_juridicos_y_contables
/ineficacia_de_pleno_derecho_de_las_reuniones_del_organo_maximo_de_administracion
_de_las_entidades_vigiladas.pdf. (EN CASO QUE EL LINK NO ABRA, COPIARLO EN EL 
BUSCADOR GOOGLE Y SE POODRA CONSULTAR). 
 

Del CONCEPTO UNIFICADO INEFICACIA DE PLENO DERECHO reseñado en antecedencia, se 
destaca que en la convocatoria a los asociados hábiles o a los delegados elegidos por éstos, debe 
agotarse �³�F�R�P�R���P�t�Q�L�P�R�´, los siguientes requisitos: 
  
i) Que se apruebe la convocatoria por parte del órgano permanente de administración o el que 
establezca el Estatuto o la Ley, según el caso, reunión que debe hacerse conforme al régimen interno 
que establezca el estatuto de la organización, y su fecha de celebración deberá ser anterior a la mínima 
requerida para convocar a la asamblea general.  

 

ii) Debe publicarse el listado de asociados hábiles e inhábiles. Según el concepto unificado reciente 
de la Supersolidaria �³�3�U�H�Y�L�R���D���O�D���F�H�O�H�E�U�D�F�L�y�Q���G�H���O�D���U�H�X�Q�L�y�Q���G�H�O���y�U�J�D�Q�R���P�i�[�L�P�R���G�H���D�G�P�L�Q�Lstración, y 
con la antelación que establece el estatuto y los reglamentos, las organizaciones deberán expedir y 
publicar el listado de asociados hábiles e inhábiles, con el fin de que los asociados declarados 
�L�Q�K�i�E�L�O�H�V���H�M�H�U�]�D�Q���V�X���G�H�U�H�F�K�R���G�H���G�H�I�H�Q�V�D���\���F�R�Q�W�U�D�G�L�F�F�L�y�Q���D�Q�W�H�V���G�H���O�D���D�V�D�P�E�O�H�D���´�� 

 

iii) Revisar y verificar la información que establece el listado. Este requisito indica que el listado 
debe ser sometido a revisión y verificación por parte la junta de vigilancia, quienes deben dejar 
expresa constancia de tal revisión y verificación. (SUBRAYADO A PROPÓSITO). 

 

Puede constatarse con el documento original del concepto citado, que los listados deben ser 
verificados por la junta de vigilancia y que deben dejar expresa constancia de la revisión, en el 
caso concreto, dígase desde ya, según el artículo 38 del estatuto expresa que �µ�(�O���&�R�Q�W�D�G�R�U���H�O�D�E�R�U�Drá 
previamente una lista de asociados hábiles e inhábiles, esta última deberá ser fijada en sitio visible 
para los asociados, en las oficinas de la Cooperativa y será verificada por la Junta de Vigilanci�D�¶. 

 

iv) Resolver las reclamaciones que presenten los asociados que sean afectados con la inhabilidad. 
Dentro del término de la publicación del listado de asociados hábiles e inhábiles y la celebración de la 
reunión del órgano máximo de administración, que, en este caso, está previsto en 10 días hábiles, la 
Cooperativa demandada debía resolver las reclamaciones presentadas por los asociados declarados 
inhábiles, antes de la celebración de la asamblea.  

 

v) Difusión de la convocatoria. Aprobada la convocatoria por el órgano permanente de 
administración debe darla a conocer a los asociados hábiles o a los delegados, empleando los medios 
de comunicación que establecen las prescripciones estatutarias o reglamentarias.  

 

La contravención o inobservancia de las disposiciones legales, estatutarias o reglamentarias referidas 
a la convocatoria dan lugar a la ineficacia de las decisiones adoptadas por la asamblea general; postura 
que no solo ha sido unificada y reiterada por la Supersolidaria en el concepto citado, sino por la Corte 
Suprema de Justicia4; el Tribunal Superior de Bogotá, Sala Civil, con ponencia del Magistrado Marco 
Antonio Álvarez5; el Tribunal Superior de Ibagué- Sala Civil- Familia con ponencia de la magistrada 
sustanciadora acompañada por la Dra. Astrid Valencia Muñoz6, el Tribunal Superior de Ibagué, Sala 

 
LEGAL COMPETENTE DE CONTROL Y VIGILANCIA A LAS COOPERATIVAS, dentro de los 15 días siguientes a la clausura de las 
respectivas sesiones, y debi�����u���v�š�����(�]�Œ�u�������•�[. 
 
4 C.S.J. Sentencia 2000-04366 de septiembre 8 de 2011, M. P. William Namén Vargas. 
5 Sentencia de 3 de diciembre de 2018. Proceso verbal de Germán Alirio Peña Campos contra Transportes Lolaya Ltda. 
6 Sentencia de 14 de marzo de 2016. Rad. 73-268-31-03-001-2009-00034-02. Dte. Germán Antonio Forero Villarreal contra Wiston 

http://www.supersolidaria.gov.co/sites/default/files/public/conceptos_juridicos_y_contables/ineficacia_de_pleno_derecho_de_las_reuniones_del_organo_maximo_de_administracion_de_las_entidades_vigiladas.pdf
http://www.supersolidaria.gov.co/sites/default/files/public/conceptos_juridicos_y_contables/ineficacia_de_pleno_derecho_de_las_reuniones_del_organo_maximo_de_administracion_de_las_entidades_vigiladas.pdf
http://www.supersolidaria.gov.co/sites/default/files/public/conceptos_juridicos_y_contables/ineficacia_de_pleno_derecho_de_las_reuniones_del_organo_maximo_de_administracion_de_las_entidades_vigiladas.pdf
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Civil, con ponencia de la Magistrada Mabel Montealegre Varón �± radicado 7300131030012016-00-
293-00 de ANA DORIS GIL GALDO7; el Tribunal Superior de Ibagué- Sala Civil- Familia con 
ponencia de la magistrada sustanciadora Mabel Montealegre Varón radicado 73001-310-300-4-2018-
00012-00 y que son aplicables al presente caso concreto.  

 

Para corroborar lo señalado, me permito incorporar al presente, lo expresado por la Supersolidaria en 
el concepto tantas veces mencionado, como sigue, en las páginas 11,12, 13, 14 y 15 del documento en 
mención, Veamos: 
 
 

 
    

 
Mauricio Forero Olaya y otros. Acta de sala 015 de 10 de marzo de 2016 
7 Sentencia de 3 de diciembre de 2018. Proceso verbal de Germán Alirio Peña Campos contra Transportes Lolaya Ltda. 



5 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 



6 
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Con total claridad se desprende del citado concepto y de las normas jurídicas allí indicadas, que �³�(�Q��
todo caso, no existe lugar a equívocos que el efecto legal que produce la contravención o 
inobservancia de las disposiciones legales, estatutarias o reglamentarias referidas a convocatoria y 
quorum genera ineficacia de pleno derecho de la reunión o las decisiones del órgano máximo de 
administración. Y aunado a lo anterior, el mandato consagrado en el artículo 897 del Código de 
Comercio también es aplicable a nuestras vigiladas, lo cual significa que la ineficacia de la reunión 
del órgano máximo de administración, no produzcan ningún efecto legal.�´ 

 
De este modo, como se verá más adelante, al inobservarse por Velotax de las disposiciones estatutarias 
que rigen todo el procedimiento de convocatoria para la asamblea general ordinaria no. 88 de MARZO 
15 de 2024 y que se dejara reseñado, las decisiones allí adoptadas son ineficaces de pleno derecho, 
razón por la cual, no surten efectos jurídicos.  

 
En la sentencia del 26 de julio del año 2021 proferida por la Sala Civil �± Familia del Tribunal Superior 
de Ibagué en el proceso radicado bajo el número 73-001-310-300-1-2016-00-293-00, siendo 
demandante ANA DORIS GIL GALINDO contra la Cooperativa de Transportes Velotax Ltda., en 
segunda instancia adicionó al fallo de primer grado y declaro de manera oficiosa probados los 
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presupuestos de la sanción de ineficacia de la asamblea condensada en el ACTA 78 de marzo 3 del 
año 2016 que deviene del artículo 190 del código del comercio y a propósito señalo:  
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IGUALMENTE, en la sentencia de 14 de marzo de 2016 proferida por la Sala Civil �± Familia del 
Tribunal Superior de Ibagué, en el proceso radicado bajo el número 73-268-31-03-001-2009-00034-02, 
siendo demandante Germán Antonio Forero Villarreal contra Wiston Mauricio Forero Olaya y otros, 
aprobada mediante acta de sala 015 de 10 de marzo de 2016, la citada Corporación en segunda instancia 
adicionó el fallo de primer grado y declaró de manera oficiosa probados los presupuestos de la sanción 
por ineficacia que deviene del artículo 190 del Código de Comercio y a propósito señaló:  
 

�³En suma, si la junta extraordinaria de socios se llevó acabo sin convocatoria previa y 
sin estar representados todos los socios, es claro que la reunión no se sujetó a las 
previsiones legales en cuanto a su convocación y por ello las decisiones allí adoptadas 
son ineficaces a la luz de lo contemplado en el artículo 190 ejusdem, lo que se traduce 
en una �³�V�D�Q�F�L�y�Q�� �L�Q�� �O�L�P�L�Q�H�� �F�R�Q�� �T�X�H�� �H�O�� �R�U�G�H�Q�D�P�L�H�Q�W�R�� �F�D�V�W�L�J�D�� �D�� �O�D�V�� �F�O�i�X�V�X�O�D�V�� �R��
pactos que violan sus normas imperativas y que consiste en que en los expresos 
casos señalados en la ley, el específico acto trasgresor y únicamente este, se 
borra de pleno derecho de la realidad jurídica y se tiene como si no se hubiera 
realizado �  ́8. 

 

�<���Q�R���R�E�V�W�D�Q�W�H���T�X�H���R�S�H�U�H���G�H���S�O�H�Q�R���G�H���G�H�U�H�F�K�R�����H�O�O�R���³�Q�R���L�P�S�L�G�H���T�X�H���S�X�H�G�D���V�H�U���D�W�H�V�W�D�G�D��
o constatada de oficio o a petición del interesado, por el juez, o por el funcionario de la 
�D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�F�L�y�Q���I�D�F�X�O�W�D�G�R���S�D�U�D���H�O�O�R�������«�����G�H���R�I�L�F�L�R���S�X�H�G�H���\���G�H�E�H���K�D�F�H�U�O�R���H�O���M�X�H�]�� �S�R�U�T�X�H��
con su decisión se estará reconociendo una situación jurídica que ha sido el resultado 
�G�H���O�D���S�U�R�W�H�F�F�L�y�Q���G�H�O���L�Q�W�H�U�p�V���S�~�E�O�L�F�R���´9 

 
Siguiendo el mismo orden, la Corte Suprema de Justicia ha señalado:  

 

�³�/�D���³�L�Q�H�I�L�F�D�F�L�D���G�H���S�O�H�Q�R���G�H�U�H�F�K�R�´�����&�����&�R�������D�U�W�����������������H�Q���W�D�Q�W�R���X�Q���D�F�W�R���³�Q�R���S�U�R�G�X�F�H���H�I�H�F�W�R��
�D�O�J�X�Q�R�´�����&�����&�R�������D�U�W�V���� ���������� ���������������������� ������������ �����������\�����������������³�V�H�U�i�� �L�Q�H�I�L�F�D�]�´�����&�����&�R�������D�U�W�V����
110-4, 122, 190�������������������������\���������������/���������������������������D�U�W�V�������������������\�������������³�V�R���S�H�Q�D���G�H���L�Q�H�I�L�F�D�F�L�D�´��
���&�����&�R�������D�U�W�V�����������������������\�����������������F�D�U�H�F�H�U�i���³�G�H���W�R�G�D���H�I�L�F�D�F�L�D�´�����&�����&�R�������D�U�W�����������������³�Q�R���S�U�R�G�X�F�L�U�i��
�H�I�H�F�W�R�V�´�����&�����&�R�������D�U�W�V���������������������������������������������\�����������������V�H���W�H�Q�G�U�i���Q�R���H�V�F�U�L�W�R��(C. Co., arts. 141, 

 
8 Alarcón Rojas, Fernando, La ineficacia de pleno derecho en los negocios jurídicos, primera edición 2011, publicaciones universidad 
Externado de Colombia, pág. 161.   
9 Ibídem, pág. 162. 
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150, 198, 200, 294, 318, 362, 407, 501, 655, 678, 962, 1328 y 1617; L. 1328/2009, art. 
�����������R���Q�R���S�X�H�V�W�R�����&�����&�R�������D�U�W�V�������������\���������������U�H�F�R�J�H���³�P�X�O�W�L�W�X�G���G�H���V�X�S�X�H�V�W�R�V���G�H���K�H�F�K�R���T�X�H����
en estricto sentido, deberían generar nulidad u otro tipo de vicio, dado que no en todas 
�O�D�V�� �H�Y�H�Q�W�X�D�O�L�G�D�G�H�V�� �G�R�Q�G�H�� �H�Q�� �H�V�H�� �H�V�W�D�W�X�W�R�� �O�H�J�D�O�� �µ�V�H�� �H�[�S�U�H�V�H�� �T�X�H�� �X�Q�� �D�F�W�R�� �Q�R�� �S�U�R�G�X�F�H��
�H�I�H�F�W�R�V�¶�����V�H���H�V�W�i�����Q�H�F�H�V�D�U�L�D�P�H�Q�W�H�����D�Q�W�H���O�D���I�D�O�W�D���G�H���D�O�J�~�Q���H�O�H�P�H�Q�W�R���H�V�W�U�X�F�W�X�U�D�O���G�H�O���D�F�W�R���R��
contrato, como sucede, verbi gratia, en las hipótesis contempladas en los artículos 110, 
numeral 4º, 122, numeral 2º, 190, 297, según los cuales, serán ineficaces o no producirán 
�H�I�H�F�W�R���D�O�J�X�Q�R���µ�O�D���H�V�W�L�S�X�O�D�F�L�y�Q���H�Q���Y�L�U�W�X�G���G�H���O�D���F�X�D�O���H�O���R�E�M�H�W�R���V�R�F�L�D�O���V�H���H�[�W�L�H�Q�G�D���D���D�F�W�L�Y�L�G�D�G�H�V��
enunciadas en forma indeterminada o qu�H���Q�R���W�H�Q�J�D�Q���X�Q�D���U�H�O�D�F�L�y�Q���G�L�U�H�F�W�D���F�R�Q���D�T�X�H�O�¶�����µ�W�R�G�R��
�D�X�P�H�Q�W�R�� �G�H�� �F�D�S�L�W�D�O�� �T�X�H�� �V�H�� �K�D�J�D�� �F�R�Q�� �U�H�D�Y�D�O�~�R�� �G�H�� �D�F�W�L�Y�R�V�¶���� �µ�O�D�V�� �G�H�F�L�V�L�R�Q�H�V���W�R�P�D�G�D�V�� �H�Q��
una reunión celebrada en contravención a lo prescrito en el artículo 186 �¶�����µ�O�R�V���D�F�W�R�V���T�X�H��
infrinjan los dos primeros ord�L�Q�D�O�H�V�� �G�H�O�� �D�U�W�t�F�X�O�R�¶�� �������� �µ�U�H�V�S�H�F�W�R�� �G�H�� �O�D�� �V�R�F�L�H�G�D�G�� �Q�L�� �G�H�� �O�R�V��
�G�H�P�i�V���V�R�F�L�R�V�¶�����S�D�U�D���F�L�W�D�U���D�S�H�Q�D�V���D�O�J�X�Q�R�V�����T�X�H���H�O���O�H�J�L�V�O�D�G�R�U�����H�Q���H�M�H�U�F�L�F�L�R���G�H���V�X���S�R�W�H�V�W�D�G����
�T�X�L�V�R�� �X�E�L�F�D�U�� �G�H�Q�W�U�R�� �G�H�� �O�D�� �P�H�Q�F�L�R�Q�D�G�D�� �L�Q�H�I�L�F�D�F�L�D�´�� ���&�D�V���� �&�L�Y������ �V�H�Q�W������ �D�J�R���� �����������������(�[�S����
05001-3103-017-2002-00189-01), es decir, comprende disímiles situaciones que, en su 
ausencia, en la disciplina normativa del negocio jurídico tendrían tratamiento específico 
(inexistencia, nulidad, anulabilidad e inoponibilidad del negocio jurídico), en particular por 
quebranto del ius cogens, normas imperativas protectoras de determinados intereses. 
���«�� 

En ese orden de ideas, el escenario puesto de presente obliga a esta aut oridad 
judicial a reconocer que respecto de la decisión adoptada el 20 de mayo de 2005 p or 
la Junta de Socios de la sociedad Forero & Olaya Ltda. según acta 003, se han 
configurado los presupuestos de la ineficacia de pleno derecho al contrariar una 
norma imperativa, que es sancionada de manera expresa en el artículo 190 del código 
de comercio bajo esa modalidad; de tal modo que lo deliberado y acordado por los socios 
que representaron el 90% del capital social de la sociedad Forero & Olaya Ltda., no produjo 
los efectos negociables pretendidos, pues al transgredir este negocio el ordenamiento 
�M�X�U�t�G�L�F�R���V�H���³�G�H�V�W�U�X�\�H���D�X�W�R�P�i�W�L�F�D�P�H�Q�W�H�����F�R�P�R���P�D�Q�H�U�D���G�H���D�X�W�R�F�R�P�S�R�V�L�F�L�y�Q�����S�R�U���H�O���S�R�G�H�U���G�H��
la misma �Q�R�U�P�D�´10, con la cual se protege el orden público o las buenas costumbres, de ahí 
que opere de pleno derecho y que dé lugar a restituciones mutuas como lo ha reconocido 
la doctrina, sin que admita saneamiento por ratificación o prescripción y que su atestación 
pueda solicitarse en cualquier tiempo e incluso declararse de manera oficiosa. 

 

Así las cosas, al no producir efectos la reforma social adoptada en la junta de socios 
aludida, es claro que la distribución del capital social de la sociedad Forero & Olaya Ltda. 
se mantiene en la forma como se encontraba antes de la pretendida modificación ineficaz, 
esto es, el 50% en cabeza de María Damaris Olaya Hernández, y el 10% para cada uno de 
los cinco socios restantes, entre los que se incluye el causante Antonio María Forero 
Bonilla, por lo que además de tomarse nota de esta decisión en el registro público mercantil 
sobre la ineficacia de la decisión social aludida, impone a los socios Winston Mauricio, 
Ivonne Zulimar, Tonny Giovanny y Yamid Margarita Forero Olaya, restituir a favor de la 
sociedad conyugal conformada por María Damaris Olaya Hernández y Antonio María 
Forero Bonilla, el valor correspondiente a las utilidades que por su participación social en 
1250 cuotas, a cada uno le fueron reconocidas y pagadas con posterioridad al 29 de julio 
de 2005, cuando se produjo la disolución de la sociedad conyugal como consecuencia de 
la muerte de Antonio María Forero Bonilla, o dicho en otras palabras, a la sociedad conyugal 
los demandados Forero Olaya han de restituir el valor de la utilidades percibidas después 
de la citada fecha y que tuvieron hontanar en el acto ineficaz por autoridad de la ley. 

 

Colofón obligado es, la adición de la sentencia apelada para reconocer que la cesión de 
cuotas como acto sustancial realizada entre María  Damaris Olaya Hernández y Winston 
Mauricio, Ivonne Zulimar, Tonny Giovanny y Yamid Margarita Forero Olaya es inoponible a 
la sociedad  y demás terceros, así como la estructuración de uno de los presupuestos en 
los que se origina la sanción de ineficacia, respecto de la decisión adoptada por la junta de 
socios de la sociedad Forero & Olaya Ltda. el 20 de mayo de 2005, contenida en el acta 
003 y solemnizada en la escritura pública 661 de 20 de junio de 2005, decisión de la cual 
habrá de tomarse nota en el registro mercantil, con la consecuente restitución de las 
utilidades, en la forma señalada en acápite precedente, no sin antes indicar que las 
�H�[�F�H�S�F�L�R�Q�H�V�� �G�H�� �P�p�U�L�W�R�� �G�H�� �³�S�U�H�V�F�U�L�S�F�L�y�Q�´�� �\�� �³�F�D�G�X�F�L�G�D�G�´�� �S�U�R�S�X�H�V�W�D�V�� �Q�R�� �H�Q�F�X�H�Q�W�U�D�Q��
prosperidad, por cuanto el término prescriptivo en ellas aludido se refiere a acciones 
distintas de las aquí analizadas.�  ́

 

Adicionalmente, debe anotarse, que siguiendo no solo las normas generales previstas para las 
sociedades en el artículo 186 y 190 del Código de Comercio, sino en virtud de las fuentes normativas 
de las sociedades de responsabilidad limitada a las cuales se alude con claridad en la sentencia de la 
Sala Civil del Tribunal Superior de Bogotá - rad 2017-000-350-02 que se anexa el aparte y, que son 
aplicables al caso sub examine por virtud de la remisión efectuada en el artículo 158 de la ley 79 de 
1988, en concordancia con el 74 del decreto 1480 de 1989, 38 del decreto 1481 de 1989 y los artículos 
186, 190, 372 y 897 del Código de Comercio, la contravención o inobservancia de las disposiciones 
legales, estatutarias o reglamentarias referidas a convocatoria y quorum en las Cooperativas, 
como Velotax da lugar a la ineficacia de pleno derecho de la reunión o las decisiones del órgano 
máximo de administración.  

 
10 Alarcón Rojas, Fernando, La ineficacia de pleno derecho en los negocios jurídicos, primera edición 2011, publicaciones universidad 
Externado de Colombia, pág. 244.   
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En cuanto a las fuentes normativas el Tribunal Superior de Bogotá D.C. Sala Civil, expresó:  

 
 
Traídas en su conjunto estas consideraciones jurídicas al caso concreto, se puede asegurar lo siguiente 
con fundamento en las pruebas acopiadas durante el trasegar procesal:  

 
 

La CONVOCATORIA de la asamblea 88 de asamblea general 
ordinaria celebrada el 15 de marzo de 2024 NO se realizó 
cumpliendo con la totalidad de los requisitos exigidos en la ley y 
los estatutos de la Cooperativa.  

 
 

Estudiando cada uno de los requisitos que se exigen para la 
convocatoria, se observa: 
 

 

i) Que se apruebe la convocatoria por parte del órgano permanente de administración o el que 
establezca el Estatuto o la Ley, según el caso.  

 

a) En el caso concreto NO se cumplió, porque debiéndose efectuar la convocatoria por el concejo 
de administración, una vez quedo en firme la RESOLUCION 309 de la 
SUPERTRANSPORTE no se cumplió.  

b) Igualmente, la junta de vigilancia elegida ANTES de ejecutoria de la RESOLUCION 309 
de la Supertransporte, es la elegida con el ACTA 75 de 2014 que debió revisar y aprobar los 
listados de asociados hábiles e inhábiles que elaboró el contador de la cooperativa y que NO 
ACTUO, porque la junta de vigilancia que actuó fue la elegida con el acta posterior a la 
ejecutoria de la RESOLUCION 309 de la Supertransporte.  

 

ii) Debe publicarse el listado de asociados hábiles e inhábiles.  
 

Este requisito NO se cumplió (como se dijo en antecedencia) por las razones que siguen:  
 

- La RESOLUCION 309 ordena convocar a los 173 asociados hábiles convocados para la 
ASAMBLEA 78 de 2016 y los129 asociados hábiles convocados para la asamblea 81 de 
2017 y según reza la misma ACTA 88, solo se CONVOCO a setenta y tres (73) 
asociados, que NO corresponden a los ordenado por la Supertransporte con la resolución 
309, en comento. 

-          De conformidad con el concepto citado de la Supersolidaria y el inciso primero del 
artículo 38 de los estatutos de la demandada, el listado de asociados hábiles e inhábiles 
no solo debe expedirse sino publicarse antes de la asamblea general y con la antelación 
prevista en el estatuto o reglamento, que, en el caso concreto, corresponde a 10 días 
hábiles y su publicidad según los mismos estatutos debía ser �³�I�L�M�D�G�D���H�Q���V�L�W�L�R���Y�L�V�L�E�O�H���S�D�U�D��
los asociados, en las oficinas de la Cooperativa, SINO QUE DEBEN SER 
REVIZADAS Y APROBADOS POR LA JUNTA DE VIGILANCIA para su posterior 
�S�X�E�O�L�F�D�F�L�y�Q�«�´ 

 
De lo anterior, se deduce que la cooperativa demandada expresa en el ACTA 88 que la 
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JUNTA DE VIGILANCIA REVISO Y APROBO LOS LISTADOS DE ASOCIADOS 
HABILES PARA LA CONVOCATORIA y publicarlos en las oficinas en todo el país, 
pero dicha afirmación decae como ilegal porque NO ES CIERTO, ya que la junta de vigilancia 
elegida con el ACTA 75 está conformada por principales: NIDIA BARRIOS GUZMAN, 
PEDRO ORLANDO ACOSTA CONTRERAS y JOSE ELVER ZAPATA y los suplentes: 
WILLIAN PARDO ZAMBRANO y JOSE DORLEY LOZANO FALLA - y la junta de 
vigilancia que actuó en el acta 88 del AÑO  2024 fue la integrada por otros que NO 
CORRESPONDE a los elegidos en el AÑO 2014 e igualmente, NO se incluyó a los 173 
hábiles dl ACTAA 78  y  los  129 hábiles del ACTA 81.  

 
Se insiste, es claro y contundente que NO se dio cumplimiento al artículo 38 del Estatuto, 
pues, simplemente era imposible dar cumplimiento al artículo 38, pues la JUNTA DE 
VIGILANCIA que revisó y aprobó los listados de asociados hábiles e inhábiles para asistir a 
la asamblea #88 NO SON LOS COMPETENTES, porque NO pertenecen a la junta de 
vigilancia elegidos en el ACTA 75 y solo se convocó a 73, que no corresponden al ACTA 78 
y ACTA 81. 

 
iii) Revisar y verificar la información que establece el listado. Este requisito indica que el listado 
debe ser sometido a revisión y verificación por parte la junta de vigilancia, quienes deben dejar 
expresa constancia de tal revisión y verificación. (SUBARYADO A PROPÓSITO). 

 

Puede constatarse con el documento original del concepto citado, que los listados deben ser 
verificados por la junta de vigilancia y que deben dejar expresa constancia de la revisión, 
en el caso concreto, dígase desde ya, según el artículo 38 del estatuto expresa que �µ�(�O���&�R�Q�W�D�G�R�U��
elaborará previamente una lista de asociados hábiles e inhábiles, esta última deberá ser 
fijada en sitio visible para los asociados, en las oficinas de la Cooperativa y será verificada 
por la Junta de Vigilanci�D�¶ y en ninguna parte del ACTA 88 se deja constancia de la 
revisión por parte de la junta de vigilancia.  

 

iv) Resolver las reclamaciones que presenten los asociados que sean afectados con la inhabilidad, 
al NO haberse convocado a 1os 173 hábiles del acta 78 y los 129 hábiles del acta 81, estos no pudieron 
ejercer sus derechos.  

 

v) Difusión de la convocatoria. Aprobada la convocatoria por el órgano permanente de 
administración debe darla a conocer a los asociados hábiles o a los delegados, empleando los medios 
de comunicación que establecen las prescripciones estatutarias o reglamentarias. Igualmente, al NO 
haberse convocado a 1os 173 hábiles del acta 78 y los 129 hábiles del acta 81, estos no pudieron 
ejercer sus derechos.  
 

3) EL CASO CONCRETO: (para mayor ilustración se ilustra, nuevamente, en caso  que haya alguna 
duda en lo planteado en antecedencia). 
 

a) La Superintendencia de Transporte expidió la RESOLUCION no.309 en enero 23 del año 
�����������³Por la cual se imparten órdenes para superar la situación crítica de orden jurídico, 
contable y administrativo, derivada de la ineficacia de las decisiones contenidas en las actas 
78 y 81 de la Asamblea General de Asociados de la Cooperativa VELOTAX LTDA, 
identificada con NIT 890700189-6.�´�����O�D���T�X�H���I�X�H���Q�R�W�L�I�L�F�D�G�D���H�Q���I�H�E�U�H�U�R�������G�H�O���$�f�2��������������VER 
PRUEBA 1).  

 
La mentada resolución 309 en su RESUELVE manifestó en su artículo 4 que ORDENA  a 
VELOTAX para que inicie el procedimiento de convocatoria a una asamblea general 
extraordinaria encaminada a superar la situación crítica encarnada por la ineficacia de las 
decisiones plasmadas en las actas 78 y 81 de la Asamblea General de Asociados, dicha 
convocatoria se debe realizar conforme a los estatutos y convocando a las personas que 
debieron ser convocadas para la fecha de la celebración de las asambleas general de asociados 
contenidas en las actas 78 del 3 de marzo de 2016 y 81 del 21 de noviembre de 2017, 
incluyendo todos aquellos que para dicha fecha consideraban, les asistía el derecho de ser 
convocados y que les fue negado dicho derecho y dicha asamblea extraordinaria deberá 
celebrarse dentro de los 2 meses calendario posteriores a la notificación de la resolución 
309 y en todo caso debe realizarse antes de la asamblea general ordinaria del año 2024. 

b) Debe advertirse que VELOTAX celebró la ASAMBLEA ORDINARIA en MARZO 15 del 
año 2024, la que fue convocada en FEBRERO 16 del AÑO 2024 (visto ACTA 88-pág 1) y 
que convoco a SETENTA Y TRES (73) asociados como consta en el ACTA 88 �± (visto 
página tres (3), párrafo dos (2)). 

c) VELOTAX celebró la asamblea ordinaria en MARZO 15 y celebró la asamblea extraordinaria 
en ABRIL 5 de 2024, es decir, que NO se dio cumplimiento a la orden de la Supertransporte 
proferida en la resolución 309, ya que la orden fue que se realizara la asamblea extraordinaria 
ANTES DE REALIZARSE LA ASAMBLEA ORDINARIA y fue lo que se incumplió.  

d) Debe advertirse que Velotax se encuentra SOMETIDA A CONTROL desde el año 2014 hasta 
el presente AÑO 2024 en los términos del ARTICULO 85-numeral 4 de la LEY 222 de 1995 



15 
 

y que en el AÑO 2022 fue sancionada por la Supertransporte mediante resolución 1962 del 
22 de junio (VER PRUEBA 2) por NO CUMPLIR el sometimiento a control. 

e) Se informa a la cámara de comercio que la asamblea ordinaria del año 2023 se celebró en 
JULIO 28 del AÑO 2023 la que se condenso en el ACTA 87 en la que se deja constancia de 
su convocatoria y celebración, es decir, que para el AÑO 2024 era posible en cumplimiento 
de la resolución 309 realizar la asamblea ordinaria después de haberse celebrado la asamblea 
extraordinaria porque al haberse notificado la resolución 309 en febrero 9 de 2024 los dos (2) 
meses calendario de plazo para realizar la asamblea extraordinaria se cumplían en ABRIL 9 
de 2024 y seguidamente realizar la asamblea ordinaria sin que se causara ningún perjuicio, 
pues, en el AÑO 2023 la asamblea ordinaria se celebró en julio 28 del año 2023 y NO como 
erradamente ha venido expresando la demandada al manifestar que era forzoso realizar la 
asamblea ordinaria en marzo 15 de 2024, para tratar de justificar lo injustificable y que 
por el contrario se incurrió en indebida convocatoria, porque de una parte se incumplió 
la orden de la Supertransporte y por otra parte, NO se cumplió el Estatuto de 
VELOTAX �± artículo 38, 40 y 48. 

f) Como se dijo, con lo actuado por VELOTAX, además, de incumplirse la orden de la 
resolución 309 de la Supertransporte se generó y se incurrió en indebida convocatoria que es 
causal de ineficacia de la ASAMBLEA AORDINARIA celebrada en MARZO 15 de 2024 al 
igual que en la ineficacia de la ASAMBLEA EXTRAORDINARIA celebrada en ABRIL 05 
de 2024 por dos (2) causas, a saber: 

 

1) Al haberse notificado la resolución 309 en febrero 9 de 2024, quiere decir, que a partir de 
dicha fecha entro en vigencia la asamblea celebrada antes de la asamblea celebrada en marzo 
3 del AÑO 2016 condesada en el ACTA 78 porque ésta, la asamblea del ACTA 78 fue 
declarada ineficaz por sentencia judicial del H. Tribunal del Tolima (VER PRUEBA 3) que 
confirmo la sentencia proferida por el juzgado primero civil del circuito de Ibagué, por tanto, 
el concejo y junta de vigilancia que debió actuar en la realización de la asamblea ordinaria, o 
sea el ACTA 75 del AÑO 2014, es el concejo de administración y la junta de vigilancia 
elegidos en la asamblea del año 2014 condensada en el ACTA 75 celebrada en marzo 29 del 
año 2014. 
 
2) Al entrar en vigencia la asamblea anterior a la sentencia de ineficacia del ACTA 78, quiere 
decir que la JUNTA DE VIGILANCIA y el CONCEJO DE ADMINISTRACION que 
convocaron tanto la asamblea ORDINARIA celebrada en marzo 15 del año 2024 y la asamblea 
EXTRAORDINARIA celebrada en ABRIL 5 del año 2024 NO son los legales, 
incumpliéndose la LEY 79 DE 1988 �± ARTICULO 40 y el ESTATUTO DE VELOTAX �± 
ARTICULO 38, 40 y 48, porque la junta de vigilancia y el concejo de administración que 
convoco las dos (2) asambleas - la ORDINARIA y la EXTRAORDINARIA �± son ilegítimos, 
porque la junta de vigilancia y el concejo de administración que debió actuar es el elegido en 
la asamblea anterior a la asamblea celebrada en marzo 3 del AÑO 2016 condensada en el 
ACTA 78, lo que es causal de ineficacia. 

g) La junta de vigilancia de VELOTAX conforme a su Estatuto �± ARTICULO 38, 40 y 48 y la 
LEY 79 de 1988 �± ARTICULO 40 �± ésta, es elegida por periodo de DOS (2) años y ordena 
que la junta de vigilancia que efectúe la revisión de los listados de asociados convocados que 
elabora el contador tal como lo ordena el ARTICULO 38 y 40 del Estatuto de Velotax y pese 
a que en los listados de asociados convocados a la asamblea ordinaria celebrada en marzo 15 
de 2024, NO se registra la REVISION que efectuó la junta de vigilancia, pues, NO se sabe 
¿cuál? junta de vigilancia actuó.  

h) A continuación, se relacionan los integrantes de la junta de vigilancia elegidos en la asamblea 
condensada en el ACTA 78 de 2016 y las posteriores, al igual que la junta de vigilancia elegida 
en la asamblea ANTERIOR a la asamblea del ACTA 78 declarada ineficaz y que es la que 
recobro su vigencia ante la ineficacia del ACTA 78 del año 2016, es decir, la junta de 
vigilancia elegida en el AÑO 2014 por periodo de DOS (2) AÑOS �± año 2014 a 2016 �± y que 
es la legitimada para haber revisado los listados de asociados hábiles convocados a la 
asamblea ordinaria celebrada en MARZO 15 del año 2024. En los archivos de la Cámara de 
Comercio de Ibagué reposan las ACTAS 75, 78, 82, 84 y 86 y se relaciona en el cuadro que 
sigue, los integrantes de la junta de vigilancia elegidos desde el AÑO 2014 al AÑO 2024:    

 
2014 A 2016 
ACTA 75 

2016 A 2018 
ACTA 78 

2018 A 2020 
ACTA 82 

2020 A 2022 
ACTA 84 

2022 A 2024 
ACTA 86 

principales principales Principales principales principales 
Nidia Barrios Guzman Luis Eduardo Rodríguez Luis Eduardo Rodríguez Luis Eduardo Rodríguez Nicolás Cortes 
Pedro Orlando Acosta José Elver Zapata José Elver Zapata José Elver Zapata Hernando Cedano 
Jose Elver Zapata Leonardo Rodríguez Leonardo Rodríguez Leonardo Rodríguez Lorgio Gaona 
SUPLENTES SUPLENTES SUPLENTES SUPLENTES SUPLENTES 
William Pardo Z. Arcesio Quiñonez Lorgio Gaona Luis H. Castellanos Justo García 
Jose Dorley Lozano Graciliano Sabogal Pardo Blanca Unigarro Lorgio Gaona Jhon C. Prieto 

 
i) Al NO haberse dado cumplimiento a la RESOLUCION 309 de la Supertransporte en el sentido 

ya expresado, o sea, al NO haber realizado previo a la celebración de la asamblea 
ordinaria de MARZO 15 del AÑO 2024, la asamblea extraordinaria celebrada en 
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ABRIL 5 de 2024, implica que los asociados convocados para dichas asambleas quedo mal, 
pues, NO se convocó a los asociados hábiles convocados a la asamblea 78 y a la asamblea 81 
como lo ordeno la Supertransporte en la resolución 309 tal como se puede apreciar en los 
listados que se publicaron con la convocatoria, por tanto, los asociados hábiles convocados a 
las asambleas 78 y 81 - NO pudieron asistir a la asamblea ORDINARIA celebrada en MARZO 
15 de 2024 y la asamblea EXTRAORDINRIA celebrada en ABRIL 05 de 2024 quedando 
falsamente conformado el quorum de ambas asambleas, la celebra en marzo 15 del AÑO 2024 
ASAMBLEA ORDINARIA y la celebrada en ABRIL 5 de 2024 �± ASAMBLEA 
EXTRAORDINARIA. y peor, aún, porque la mayoría de asociados convocados para las 
asambleas 78 del año 2016 y la asamblea 81 del año 2017 (VER PRUEBA 3) NO pudieron 
INGRESAR a la asamblea extraordinaria celebrada el 05 de abril del año 2024 porque los 
administradores de Velotax NO LO PERMITIERON y de la cual se dejó constancia escrita 
en el ACTA suscrita por la VEEDURIA DEL TRANSPORTE (VER PRUEBA 4). 

 

j) La demandada ha venido manifestando de manera tozuda y mendaz que la sentencia de 
ineficacia de la asamblea condensada en el ACTA 78 celebrada en marzo 3 del AÑO 2016 y 
la sentencia de ineficacia de la asamblea condensada en el ACTA 81celebrada en noviembre 
21 del AÑO 2017 NO TIENE y NO AFECTA EN NADA, QUE NO HAY NINGUN 
EFECTO LEGAL y JURIDICO ya que la asamblea extraordinaria celebrada en abril 20 de 
2017 condensada en el ACTA 80 saneo la ineficacia del ACTA 78 y 81, lo que NO ES 
CIERTO y que para fortuna de la legalidad, por un lado la asamblea extraordinaria condensada 
en el ACTA 80 quedo en SANDWICH de la ineficacia del ACTA 78 y el ACTA 81, es decir, 
la rodeo, la bloqueo, la contamino con la ILEGALIDAD (LA INEFICACIA) como lo expreso 
el H. Tribunal del Tolima en sus sentencias que expresan que afecta a todas las asambleas 
posteriores a la sentencia de ineficacia del ACTA 78 y ACTA 81 conforme la teoría del fruto 
del árbol envenenado11 y/o el efecto domino que expresa la Supertransporte en la resolución 
309 y aun así, la demandada insiste en manifestar que dicha ASAMBLEA DEL ACTA 80 
SANEO LA INEFICACIA del acta 78 y 81, lo que no es cierto. 

 

En el ACTA 80 de asamblea extraordinaria celebrada en abril 20 del AÑO 2017 �± QUE 
REPOSA EN LOS ARCHIVOS DE LA CAMARA DE COMERCIO DE IBAGUE -   se 
puede leer que se convocó de conformidad con el ARTICULO 37 del Estatuto de Velotax en 
febrero 28 del AÑO 2017 y para esa misma fecha se había proferido MEDIDA CAUTELAR 
DE SUSPENSION DEL CONCEJO DE ADMINISTRACION elegido con el ACTA 78 
mediante oficio 476, pero, dicho concejo se mantuvo en funciones NO CUMPLIO LA 
ORDEN JUDICAL y es por eso que la Supertransporte se pronunció mediante radicado 
no.2017-3000- 732671 de julio 13 del año 2017 (VER PRUEBA 5) y el radicado no.2017-
3000-907741 de agosto 16 del año 2017 (VER PRUEBA 6), lo que genera la indebida 
convocatoria que es causal de ineficacia del ACTA 80, que de hecho está contaminada de la 
ineficacia del ACTA 78 y de la ineficacia del ACTA 81. 

 

Para esa misma fecha en que se profirió la orden judicial que suspendió los efectos jurídicos 
del ACTA 78, la demandada ante su tozudez y la negación del efecto jurídico de la orden 
judicial de suspensión del concejo de administración elegido con el ACTA 78 efectuó 
solicitud mediante escrito dirigió al juez primero civil del circuito de Ibagué - visto a folio 
592 del expediente de impugnación del ACTA 78 (VER PRUEBA 7) formulándole la 
pregunta al juzgado primero civil del circuito de Ibagué para que se informará a partir ¿de 
cuál o de que fecha? se suspendía el efecto jurídico del concejo de administración elegido 
con el ACTA 78  y se respondió mediante AUTO visto a folio 593 del expediente de 
impugnación del ACTA 78 (VER PRUEBA 8) manifestando que el concejo de 
administración se suspendía sus efectos jurídicos desde la fecha de su elección (O SEA, 
DESDE LA REALIZACION DE LA ASAMBLEA 78), es decir, desde marzo 3 del año 
2016, lo que ratica que el ACTA 80 está contaminada e infestada de la ineficacia del ACTA 
78 y del ACTA 81 que tantas veces la demandada, aun hoy en el año 2024 sigue negando su 
ineficacia y pretende sanear la ineficacia generada por la sentencia de ineficacia del ACTA 
78, pese a que el concejo de administración se mantuvo en funciones incumpliendo la orden 
judicial que lo suspendió y que se confirmó por la cámara de comercio de Ibagué mediante 
OFICIO 9939 de mayo de 2017 (VER PRUEBA 9) confirmado con RESOLUCION 598 de 
julio de 2017 (VER PRUEBA 10) y la ineficacia del ACTA 81, QUERIENDO TAPAR EL 
SOL CON UN DEDO.  

 
CONCLUSION: 
La asamblea celebrada en MARZO 15 del AÑO 2024 �± ACTA 88 �± NO se sujetó a los requisitos legales y 
estatutarios para que la misma pueda ser eficaz, así pues, tras remisión   del artículo 158 de la Ley 79 de 1988 
y los artículos 186 y 190 del código del comercio se infiere que la reunión NO cumplió con el requisito 
Estatutario �± ARTICULO 38 y 48 �± que fija la obligación de la junta de vigilancia de revisar los listados de 

 
11TEORIA DEL FRUTO DEL ARBOL ENVENENADO: http://noticias.juridicas.com/articulos/65-Derecho-Procesal-Penal/780-la-doctrina-
del-fruto-del-arbol-envenenado.html 
 
 

http://noticias.juridicas.com/articulos/65-Derecho-Procesal-Penal/780-la-doctrina-del-fruto-del-arbol-envenenado.html
http://noticias.juridicas.com/articulos/65-Derecho-Procesal-Penal/780-la-doctrina-del-fruto-del-arbol-envenenado.html
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asociados convocados y NO  SE CONVOCO en aplicación de la RESOLUCION 309 de la Supertransporte a 
los CIENTO SETENTA y TRES (173) asociados hábiles convocados a la asamblea 78 del AÑO 2016, al igual, 
que TAMPOCO se convocó a los CIENTO VEINTINUEVE (129)  asociados hábiles, pues solo se convocó a 
SETENTA Y TRES (73) asociados �± COMO LO EXPRESA EL ACTA 88 -  y como dichos trámites hacen 
parte de la convocatoria la que la hace ilegal (la convocatoria) del ACTA 88, pues NO se cumplió, ya que de 
una parte en el acta 88 NO quedo constancia del cumplimiento del artículo 38 y 48  del Estatuto, además, que 
los asociados que creyeron integrar la junta de vigilancia son solo asociados que ante la ineficacia del ACTA 
78 que los eligió, pues, los afecto de ineficaz en su elección como integrantes de la junta de vigilancia e infecto 
e impregno de ineficaz las asambleas posteriores. 
 
AHORA bien, se insiste que ante la sentencia de INEFICACIA de la asamblea de marzo 3 de 2016 condensada 
en el ACTA 78 se ratifica que la JUNTA DE VIGILANCIA que ha venido convocando las asambleas 78, 82, 
84, 86 y 87 se ven afectadas por la teoría del fruto del árbol envenenado y que en armonía con el principio 
nemo plus iuris ad alium transferre potest, quam ipse haberet �± NADIE PUEDE TRANSFERIR 
DERECHOS QUE NO POSEE12, pues la junta de vigilancia elegida en el AÑO 2016 NO CUMPLIO su 
mandato y esta contaminó de ineficaz las convocatoria posteriores, es decir, la del ACTA 83, ACTA 83, ACTA 
84, ACTA 85, ACTA 86, ACTA 87 y ACTA 88. 

 
PETICION: 

 
Por lo anterior y en aplicación de la RESOLUCION 309 de la Supertransporte de enero 23 del AÑO   
2024 cuya ejecutoriada es desde el NUEVE (9) de febrero del año 2024 que acogió la sentencia de 
ineficacia del ACTA 78 y la sentencia de ineficacia del ACTA 81 en armonía con el principio nemo plus 
iuris ad alium transferre potest, quam ipse haberet, respetuosamente, me permito solicitar: 
 

1. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 81. 
2. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 82. 
3. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 83. 
4. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 84. 
5. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 85. 
6. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 86. 
7. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 87. 
8. Que se cancele el registro cameral que inscribió el ACTA 88. 
9. En caso que se niegue la revocatoria del registro del ACTA 88, que se conceda la alzada de APELACION 

ante la Supersociedades, conforme a las normas legales.   
 

PRUEBAS: 

Conforme la Ley 1437 de 2021, los documentos que reposen en poder de la entidad NO se requiere aportar, 
por lo que se solicita que se acojan las actuaciones en los archivos de la cámara. 

Se aportan: 
 
PRUEBAS: 
 
ANEXO: Certificado cameral de VELOTAX. 

 

Prueba 1:  RESOLUCION 309 de la Supertransporte. 
 
Prueba 2:  Resolución 1962 de JUNIO de 2022. 
 
Prueba 3:  Sentencia ineficacia ACTA 78. 
 
Prueba 3: Sentencia ineficacia ACTA 81. 
 
Prueba 4: ACTA DE VEEDURIA DEL TRANSPORTE. 
 
Prueba 5: OFICIO RADICADO 2671 de la Supertransporte. 
 
Prueba 6: OFICIO RADICADO 7741 de la Supertransporte. 
 

 
12 https://dpej.rae.es/lema/nemo-plus-iuris-ad-alium-transferre-potest-quam-ipse-haberet - principio Nemo plus iuris ad 
alium transferre potest, quam ipse haberet. (EN CASO QUE NO SE ACTIVE EL LINK COPIARLO EN EL NAVEGADOR GOOGLE 
Y CONSULTARLO). 

 

https://dpej.rae.es/lema/nemo-plus-iuris-ad-alium-transferre-potest-quam-ipse-haberet
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MINISTERIO DE TRANSPORTE  
SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTE  

RESOLUCIÓN NÚMERO__________DE________ 

�³Por la cual se imparten órdenes para superar la situación crítica de orden jurídico, 
contable y administrativo, derivada de la ineficacia de las decisiones contenidas en las 
actas 78 y 81 de la Asamblea General de Asociados de la Cooperativa VELOTAX LTDA, 

identificada con NIT 890700189- 6. �  ́

LA SUPERINTENDENTE DE TRANSPORTE 

En ejercicio de sus facultades legales, en especial, las previstas en la Ley 79 de 1988 , Ley 
105 de 1993, Ley 336 de 1996, Ley 222 de 1995, Ley 1437 de 2011 , el Decreto 410 de 

1971, el Decreto 2409 de 2018 y demás normas concordantes, y 

I. CONSIDERANDO

Respecto de la competencia de la Superintendencia de Transporte 

1.1. Que en el artículo 365 de la Constitución Nacional se dispone que los servici os públicos 
son inherentes a la finalidad social del Estado, y es deber del Estado asegurar su prestación 
eficiente a todos los habitantes del territorio nacional. Para el efecto, estarán sometidos al 
régimen jurídico que fije la ley, podrán ser prestados por el Estado, directa o  
indirectamente, por comunidades organizadas, o por particulares, y el Estado mantendrá 
la regulación, el control y la vigilancia de dichos servicios.  

1.2. Que el numeral 2º del artículo 3º de la Ley 105 de 1993 prev é que la operación del 
transporte público en Colombia es un servicio público bajo la regulación del Estado, quien 
ejercerá el control y la vigilancia necesarios para su adecuada prestación en condiciones 
de calidad, oportunidad y seguridad. 

1.3. Que la  Ley 336 de 1996, en el artículo 5 prevé que el carácter de servicio público  
esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de l as empresas 
de transporte público, implica la prelación del interés general sobre el particu lar, 
especialmente, en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y a la p rotección de 
los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que señale el reglamento para cada 
modo. 

1.4. Que el artículo 4° del Decreto 2409 de 2018 asigna a la Superintend encia de 
Transporte las funciones de vigilancia, inspección, y control que le corresponden al 
Presidente de la República como suprema autoridad administrativa en materia de tránsi to, 
transporte y su infraestructura de conformidad con la ley y la delegación establecida  en 
dicho decreto. 

1.5. Que de otro lado, en  el numeral 4º del artículo 5º del Decreto 2409 de 2018 se delega 
a la Superintendencia de Transporte la función de Vigilar, inspeccionar y controlar l as 
condiciones subjetivas de las empresas de servicio público de transporte, puertos, 
concesiones e infraestructura y servicios conexos. 

������������������������������������������������������������
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1.6. Que en concordancia con lo anterior, en los numeral es 12  y 13 del artículo 7º del 
Decreto 2409 de 2018 , se establece que es función del Despacho del Superintendente de 
transporte decretar medidas especiales, provisionales y demás contenidas en la normativa 
vigente, en busca de garantizar la debida prestación del servicio público de tr ansporte; así 
como, impartir la decisión frente a la vigilancia subjetiva en cuanto al estado jurídico, 
contable, económico y/o administrativo interno de los prestadores del servicio público  de 
transporte, los puertos, las concesiones o infraestructura, servicios conexos y los demás 
sujetos previstos en la ley. 

1.7. Que de acuerdo con el numeral 14 del artículo 7 del Decreto 2409 de 20 18 se establece 
que es función del Despacho del Superintendente de Transporte ordenar como 
consecuencia de la evaluación de las condiciones subjetivas, mediante acto administrativo 
de carácter particular y cuando así proceda, los correctivos necesarios para subsanar una  
situación crítica de todos aquellos quienes presten el servicio de transporte, los puertos, 
las concesiones o infraestructura, servicios conexos, y los demás sujetos previstos en la 
ley. 

1.8. Que de conformidad con el artículo 42 del Decreto 101 de 2000 , estarán sometidas a 
inspección, vigilancia y control de la Superintendencia de Transporte, en adelante  la 
SUPERTRANSPORTE (i) las sociedades con o sin ánimo de lucro, las empresas 
unipersonales y las personas naturales que presten el servicio público de transporte ; (ii) 
las entidades del Sistema Nacional de Transporte, establecidas en la Ley 105 de 19 93 
excepto el Ministerio de Transporte, en lo relativo al ejercicio de las funciones que en 
materia de transporte que legalmente les corresponden; y (iii) las demás que determinen 
las normas legales .  

1.9. Que la supervisión subjetiva asignada a la SUPERTRANSPORTE, ha sido reconocid a en 
los diferentes pronunciamientos realizados por el Consejo de Estado, así, la Sala Plena de 
dicho tribunal, en sentencia C-746 del 25 de septiembre de 2001, manifestó que 
SUPERTRANSPORTE tiene facultades de inspección, vigilancia y control de manera i ntegral 
sobre las sociedades, empresas unipersonales y personas naturales cuya actividad 
principal es la prestación del servicio público de transporte. A su vez, la Sala de Consulta 
y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto del 11 de julio de 2017, Número Único: 
1100103060002017004100. Consejero Ponente: Dr. Édgar González López, seña ló que 
�³���«�����O�D���Y�R�O�X�Q�W�D�G���G�H�O���O�H�J�L�V�O�D�G�R�U���H�V���H�Y�L�W�D�U���I�U�D�F�F�L�R�Q�D�P�L�H�Q�W�R�V���R���G�X�S�O�L�F�L�G�D�G���H�Q���H�O���H�M�H�U�F�L�F�L�R���G�H���O�D�V��
atribuciones otorgadas a la Superintendencia de Sociedades en otras Superintendencias, 
así como también impedir que entre estas sucedan casos de vigilancia concurrente sobre 
determinadas situaciones fácticas o jurídicas que presenten las sociedades sometidas a los 
�F�R�Q�W�U�R�O�H�V���H�V�W�D�W�D�O�H�V�´.  

1.10. Que respecto de las cooperativas de transporte, el Consejo de Estado en Sentencia 
001- 03 -15 -000- 2001 -02 -13 -01 del 5 de marzo de 2002, Consejero Ponente: Augusto
Hernández Becerra, mediante la cual decidió conflicto negativo de competencia suscitado
entre la Superintendencia de Puertos y Transportes y la Superintendencia de la Economía
Solidaria, determinó que �³�O�D�� �F�R�P�S�H�W�H�Q�F�L�D�� �U�H�F�D�t�D�� �H�Q�� �O�D�� �6�X�S�H�U�L�Q�W�H�Q�G�H�Q�F�L�D�� �G�H�� �3�X�H�U�W�R�V�� �\
Transporte debido al carácter especializado de la inspección, vigilancia y control que ejerce
sobre las empresas de transporte, independientemente de que estas formen parte del
�V�H�F�W�R�U���V�R�O�L�G�D�U�L�R�´.
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1.11. Que por las anteriores consideraciones, la SUPERTRANSPORTE realizó una 
supervisión integral, tanto en el ámbito objetivo, que corresponde a la verificación d el 
cumplimiento de la normatividad vigente y la debida prestación del servicio , como en el 
ámbito subjetivo, según el cual se examina la formación, existencia, organización y 
administración de las empresas que prestan el servicio público de transporte en cualquiera 
de sus modalidades. 

Respecto de la Inspección, Vigilancia y Control  

1.12. Que la supervisión que ejerce la SUPERTRANSPORTE , la desarrolla a través de tres 
grados de fiscalización gubernamental que son la inspección, la vigilancia y el cont rol: 
 

�x La inspección , es el grado más leve de fiscalización en el cual la SUPERTRANSPORTE 
puede solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y 
periodicidad que se determine, la información sobre la situación jurídica, contable, 
económica, administrativa u operacional de cualquier sociedad o cooperativa cuya 
actividad principal es la prestación del servicio público de transporte o sus 
actividades conexas.  

 
�x La vigilancia , consiste en la atribución de la Superintendencia para velar, en forma 

permanente, porque las sociedades o cooperativas sometidas a su vigilancia se 
ajusten en su formación y funcionamiento y, en general, en el desarrollo de su 
objeto social, a la ley y a los estatutos.  

 
�x El control ,  es una atribución establecida en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, 

bajo el cual la SUPERTRANSPORTE puede someter a un vigilado y ordenar las 
medidas necesarias en pro de la recuperación de una compañía que afronta 
situaciones críticas de orden jurídico, contable, económico y/o administrativo que 
afectan la debida prestación del servicio público de transporte, las cuales son de 
diferente índole, pues van desde órdenes, autorizaciones, requerimientos, 
designaciones, conminaciones y hasta la remoción de directivos y la imposición de 
sanciones. 

 
1.13. Que frente al ejercicio de fiscalización gubernamental , la Corte Constitucional en 
sentencia C-233 de 1997, M.P. Dr. Fabio Morón Diaz, �V�H�x�D�O�y���T�X�H���³entre mayor sea el nivel 
�G�H�� �J�U�D�Y�H�G�D�G�� �T�X�H�� �O�D�� �6�X�S�H�U�L�Q�W�H�Q�G�H�Q�F�L�D�� �>�«�@���� �H�Q�� �X�V�R�� �G�H�� �V�X�V�� �D�W�U�L�E�X�F�L�R�Q�H�V���� �S�X�H�G�D�� �G�H�W�H�F�W�D�U����
más contundentes resultan los mecanismos de acción con que la entidad cuenta para tratar 
de superar la situación que, cuando es crítica autoriza la asunción de las atribuciones 
propias del estadio de control, siendo todavía viable, dentro del esquema de gradualidad 
comentado, la implementación de medidas de diverso signo, dependiendo de las 
�S�R�V�L�E�L�O�L�G�D�G�H�V���G�H���U�H�F�X�S�H�U�D�F�L�y�Q���T�X�H���H�O���D�Q�i�O�L�V�L�V���F�R�Q�F�U�H�W�R���G�H���O�D���V�R�F�L�H�G�D�G���P�X�H�V�W�U�H�´��  

 
1.14. Que tratándose de entidades sometidas a control, el artículo 85 de la Ley 222 de 
1995 establece una serie de medidas tendientes a la superación de la situación crítica  de 
la entidad sometida a control y si esto no es posible, la disposición para que sea av ocada 
a un proceso de disolución y liquidación, cuyo texto reza: 
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1.  Promover la presentación de planes y programas encaminados a mejorar la 
situación que hubiere originado el control y vigilar la cumplida ejecución de los 
mismos. 

2.  Autorizar la solemnización de toda reforma estatutaria. 
3.  Autorizar la colocación de acciones y verificar que la misma se efectúe conforme a 

la ley y al reglamento correspondiente. 
4.  Ordenar la remoción de administradores, revisor fiscal y empleados, cuando se 

presenten irregularidades que así lo ameriten. 
5.  Conminar bajo apremio de multas a los administradores para que se abstengan de 

realizar actos contrarios a la ley, los estatutos, las decisiones del máximo órgano 
social o junta directiva, o que deterioren la prenda común de los acreedores u 
ordenar la suspensión de los mismos. 

6.  Efectuar visitas especiales e impartir las instrucciones que resulten necesarias de 
acuerdo con los hechos que se observen en ellas. 

7.  Convocar a la sociedad al trámite de un proceso concursal. 
8.  Aprobar el avalúo de los aportes en especie. 

Respecto del sujeto de la medida  
 
1.15. Que la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada (en adelante VELOTAX LTDA), 
con NIT: 890700189-6, fue inscrita en la Cámara de Comercio de Ibagué- Tolim a, el 14 de 
enero de 1997 bajo el número: 00000416 del libro I de las personas jurídicas sin ánimo de 
lucro.  
 
1.16. Que VELOTAX LTDA se encuentra habilitada para prestar el servicio públi co de 
transporte terrestre automotor de pasajeros por carretera mediante Resolución 402 del 19 
de noviembre de 2001 y el servicio Público de Transporte Terrestre Automotor de Carg a 
mediante Resolución 405 del 21 de noviembre de 2001, ambas expedidas por el Ministerio 
de Transporte.  

II . �$�1�7�(�&�(�'�(�1�7�(�6  
 

2.1. El 17 de mayo de 2012, mediante Resolución 3192, a consecuencia, entre otras, de 
situaciones críticas de orden económico y administrativo , la SUPERTRANSPORTE sometió a 
control a VELOTAX LTDA; medida que culminó mediante Resolución 9710 del 29 de may o 
de 2014 .  

2.2. El 3 de marzo de 2016, la Asamblea General de Asociados realizó reunión ord inaria , 
que consta en el acta 78, en la cual se presentó para aprobación los estados financieros 
correspondientes a la vigencia 2015, se reformaron los estatutos, se eligieron los miem bros 
del Consejo de Administración y Junta de Vigilancia de la cooperativa, así como el revisor 
fiscal, entre otras .  

 

2.3. El 17 de marzo de 2016, mediante Resolución 8374, la SUPERTRANSPORTE ord enó de 
nuevo el sometimiento a control de VELOTAX LTDA por el término de seis (6) meses, dad o 
que en la visita de inspección realizada el 23 de septiembre de 2015, se recop iló información 
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que permitió identificar que la Cooperativa podría estar incursa en situaciones críticas.  En 
particular, se identificó lo siguiente:  

i.  Analizado el reglamento del fondo de reposición, se evidenció que el consolidado 
y los extractos bancarios tenían diferencia por valor de $1.082 entre el valor 
registrado en el consolidado del fondo de reposición y la sumatoria de dinero en 
entidades financieras por dicho concepto a 31 de diciembre de 2014. 
Adicionalmente, se tenían 652 vehículos con aportes en el fondo de reposición que 
ya no estaban vinculados a la empresa en la modalidad de pasajeros por carretera. 
Esto conllevaba el riesgo que la empresa no estuviera cumpliendo lo establecido 
en la Ley 105 de 1993 y en la Resolución 709 de 1994 expedida por el Mini sterio 
de Transporte, reglamentación vigente para la época.  
 

ii.  Se evidenció  el incumplimiento a lo dispuesto en los artículos: 13, 15 y 17 de la 
ley 100 de 1993, modificados respectivamente por los artículos 2°, 3°, 4° de la ley 
797 de 2003, frente a la obligación de afiliar al personal al sistem a general de 
seguridad social y hacer los correspondientes aportes. Lo anterior representaba un 
riesgo inminente y una situación crítica, no solo de orden financiero por las multas 
que le podía acarrear por parte de las autoridades respectivas, sino también, que 
ante la posible ocurrencia de un accidente laboral y/o una incapacidad médica 
temporal o permanente, había una desprotección de dichas contingencias. 
  

iii.  La Cooperativa tenía 26 vehículos sin pólizas de Responsabilidad Civil Contractual  
y 73 vehículos sin pólizas de Responsabilidad Civil Extracontractual, incumpli endo 
con la normatividad de transporte.  
 

iv.  En la SUPERTRANSPORTE se encontraban radicadas, entre el año 2014 a la fecha  
de expedición de la referida resolución 8374, 15 quejas contra VELOTAX LTDA 
relacionadas con la indebida prestación del servicio público de transporte de 
pasajeros y de carga, las cuales pueden agruparse de la siguiente forma:    

 
a.  Quejas por usuarios del servicio público de transporte de carga: las quejas se 

fundamentaban, principalmente, en (i) el deterioro de la mercancía, (ii) l a 
destrucción de la mercancía, (iii) la retención de la mercancía por parte de la 
empresa, sin autorización alguna, con lo cual se presumía la intención de 
cobro de doble flete, (iv) incumplimientos en lo acordado con la empresa 
(recoger - entregar mercancía) con lo cual se generó pérdidas económicas al 
usuario del servicio, (v) entrega de mercancía incompleta, y (vi) cobro de 
doble flete.  
 

b.  Quejas por usuarios del servicio de transporte de pasajeros:  las quejas se 
encontraban relacionadas con irregularidades en la prestación del servicio de 
transporte, en las mismas se dejaba de presente el incumplimiento de los 
principios de calidad, oportunidad y seguridad.  

 
2. 4. Mediante la Resolución 17333 del 27 mayo del 2016 de la SUPERTRANSPORT E, se 
aprobó el Plan de Mejoramiento presentado por VELOTAX LTDA. 

 
2. 5 Posteriormente, mediante Resolución 58725 del 27 de octubre de 2016, la 
SUPERTRANSPORTE prorrogó por término indefinido la medida de sometimiento a control  
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establecida a través de Resolución 8374 de 2016. Dicha resolución fue notificada por aviso 
el 16 de noviembre de 2016 y quedó ejecutoriada el 17 de noviembre de 2016.  
  
2. 6. Mediante Resolución 6353 del 17 de marzo de 2017, se ampliaron la s causales que 
dieron origen a la medida de sometimiento a control, por cuanto del análisis de la 
información recaudada en la visita de inspección realizada el 4 de diciembre d e 2016, se 
evidenciaron las siguientes inconsistencias:  

i. La Cooperativa realizó negocios jurídicos que implicaron transferencia de dominio sin 
realizar la respectiva solicitud de autorización ante SUPERTRANSPORTE, de 
conformidad con lo establecido en el numeral 4 del artículo 85 de la ley 22 2 de 1995.  
 

ii. La Cooperativa presentaba inconsistencias en nómina y pagos a seguridad social.  
 

iii. Se presentaban constantes impugnaciones contra las decisiones de la Asamblea 
General de Asociados, por lo cual, se requería una revisión sobre las razones de fondo 
de dichas impugnaciones, a fin de evitar a futuro inconformidades por parte de los 
asociados.  
 

iv.El programa de capacitación se había ejecutado en un porcentaje muy bajo.    
 

v. El programa de mantenimiento preventivo no cumplía con los requisitos señalados en 
la Resolución 315 de 2013, aclarada por el artículo 1 de la Resolución 378 de 201 3.  
 

vi.La Cooperativa no realizaba el mantenimiento correctivo de los vehículos, de acuerdo  
con lo previsto en la Resolución 315 de 2013, aclarada por el artículo 1 de la Resolución 
378 de 2013.  
 

vii.La Cooperativa suscribió contratos o convenios de cooperación para el transporte de 
carga a un plazo de 10 años, lo cual afectaba el balance financiero en gastos opera tivos 
e ingresos recibidos por terceros.  
 

viii.Se evidenciaron cuentas por pagar con vencimiento mayor a 90 días por un va lor de 
$2.825.901.172.    
 

ix.La Cooperativa presentaba un alto nivel de endeudamiento.  
 

x. Se presentaron quejas en contra de la Cooperativa por la prestación del servicio de 
transporte de carga.  
 

2. 7. El 21 de noviembre de 2017, se realizó reunión extraordinaria de Asamblea General de 
Asociados, contenida en el Acta 81, en la cual se eligió un consejo de administración 
provisional y se aprobó el plan de recuperación y mejoramiento a presentarse ante la 
SUPERTRANSPORTE en virtud de la medida de sometimiento a control.  
 
2. 8. Por medio de la Resolución 4859 de 2018, se aprobó el nuevo plan de mejoram iento 
presentado por la Cooperativa VELOTAX LTDA y se entendieron integrados todos los planes 
de mejoramiento y recuperación presentados ante la SUPERTRANSPORTE junto con sus 
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oficios de alcance, y los informes de avances deberían contener cada uno de los aspectos 
allí contenidos. 

 
2. 9. En atención a las reiteradas quejas y solicitudes 1 encaminadas a reconocer los 
presupuestos que dan lugar a la ineficacia de las decisiones adoptas por la Asamblea 
General de Asociados de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, contenidas en 
actas 69 de 2011 y siguientes, así como de las decisiones adoptadas por el Consejo 
Administración de dicha organización, la SUPERTRANSPORTE expidió la  Resolución 1011 7 
de 10 de noviembre de 2020, mediante la cual resolvió las solicitudes de reconocimiento de 
los presupuestos de ineficacia, de la siguiente forma:   

- Declarar que operó la cosa juzgada sobre la controversia de la existencia de los 
supuestos de ineficacia de las actas N° 69, 70,71,72,73, 74 y 75 de Asambl ea General 
de Asociados de  la Cooperativa de Transportadores VELOTAX LTDA. 

- Declarar que operó el fenómeno de la prescripción respecto de las actas 
69,70,71,72,73 ,74 ,75,76,77 de 2014, de la Asamblea General de Asociados de la 
Cooperativa de Transportadores VELOTAX LTDA. Por cuanto han transcurrido 5 años 
desde la celebración de la reunión.   

- Abstenerse de pronunciarse sobre el reconocimiento de los presupuestos de 
ineficacia de las decisiones contenidas en las actas 78 de 2016, 8 1 de 2017 
y 82 de 2018 toda vez que frente a las mismas se adelantan procesos a nte 
la jurisdicción ordinaria.  

2. 10 . La Resolución 10117 de 10 de noviembre de 2020, quedó en firme c onforme las 
siguientes actuaciones:  
 

- El 23 de noviembre de 2020, se interpuso recurso de reposición y en subsidio 
apelación.  
 

- La Delegatura de Tránsito y Transporte Terrestre, profirió la Resolución 13000 d el 11 
de diciembre de 2020, a través del cual se admitió el recurso de reposición y en  
subsidio de apelación.  
 

- VELOTAX LTDA se pronunció respecto del recurso interpuesto con radicado 
20215340170442 del 30 de enero de 2021.  

 
- La Delegatura de Tránsito y Transporte Terrestre mediante Resolución 1020 del 2 2 

de febrero de 2021, resolvió el recurso de reposición interpuesto, confirmando la 
Resolución 10117 de 2020 y concedió el recurso de apelación ante el Superintendente 
de Transporte.  

 
- A través de oficio con radicado 20218600013713 del 1 de marzo de 2021 , la 

Delegatura de Tránsito y Transporte Terrestre, corrió traslado del recurso de 
apelación interpuesto en contra de la Resolución 10117 de 2020; el Superintendente 

 
1 2018560432402 del 27  de noviembre de 2018; 20195605381242 del 6 de mayo de 2019; 20205320598242 del 3 de 
agosto de 2020; 20205320723272 del 4 de septiembre de 2020; 20205320734902 del 8 de septiembre de 2020; 
20205320784722 del 16  de septiembre de 2020. 
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de Transporte a través de la Resolución 7585 del 12 de julio de 2021 resol vió el 
recurso de apelación interpuesto, confirmando la Resolución 10117 íntegramente. 

 
2.11. El Tribunal Superior de Distrito Judicial Ibagué Sala Civil- Familia,  mediante Sentencia 
del 26 de Julio del 2021 2, resolvió reconocer los supuestos de ineficacia de las decisiones 
adoptadas en reunión ordinaria de Asamblea General de Asociados de VELOTAX LTDA 
celebrada el 3 de marzo de 2016 y que consta en acta 78, así:   

�³�$�Q�R�P�D�O�t�D�V���H�Q���O�D���F�R�Q�Y�R�F�D�W�R�U�L�D���D�T�X�t���H�Y�L�G�H�Q�F�L�D�G�D�V���T�X�H���Y�L�F�L�D�Q���H�Q���I�R�U�P�D���W�U�D�Q�V�Y�H�U�V�D�O���O�R�V��
actos que le sucedieron e impiden tener por ajustados a la ley y a los estatutos las 
decisiones que pudieron adoptarse en la asamblea general de socios llevada a cabo 
el 3 de marzo de 2016 

RESUELVE:  

���«���� 

�³�5�H�F�R�Q�R�F�H�U���T�X�H���V�R�Q���L�Q�H�I�L�F�D�F�H�V���G�H���S�O�H�Q�R���G�H�U�H�F�K�R���W�R�G�D�V���O�D�V���G�H�F�L�V�L�R�Q�H�V���D�G�R�S�W�D�G�D�V���H�Q���O�D��
asamblea ordinaria de asociados de la Cooperativa de Transporte Velotax Ltda. 
Celebrada el día 3 de marzo de 2016, que consta en el acta N° 078 de la misma 
fecha, inscrita ante la Cámara de Comercio de Ibagué el 12 de julio de 2016, por las 
�U�D�]�R�Q�H�V���D�Q�W�H�V���H�[�S�X�H�V�W�D�V�´��   

2. 12. El 6 de octubre de 2021, mediante el radicado 2021860075414 1, la 
SUPERTRANSPORTE en cumplimiento de su función administrativa de inspección, vigila ncia 
y control, requirió al representante legal de VELOTAX LTDA para que, entre otros aspectos, 
�³�L�Q�I�R�U�P�H�� �O�D�V�� �D�F�F�L�R�Q�H�V�� �D�G�H�O�D�Q�W�D�G�D�V�� �\�� �S�H�Q�G�L�H�Q�W�H�V�� �S�R�U�� �H�M�H�F�X�W�D�U�� �S�R�U�� �S�D�U�W�H�� �G�H�� �O�D�� �F�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D��
para normalizar la situación jurídica de la misma, en relación con la declaración de ineficacia  
del [decisiones] acta 78 de 2016 de reunión de Asamblea General de Asoci �D�G�R�V���´  

 
2.13. El 14 de octubre de 2021, VELOTAX LTDA dio respuesta al requerimiento d e 
información precitado mediante los radicados 20215341724432, 202153417 24472, 
20215341724532 y 20215341724562, informando:   

 
�³���«���� �5�H�V�S�H�F�W�R�� �G�H�� �O�D�V�� �D�F�F�L�R�Q�H�V�� �D�G�H�O�D�Q�W�D�G�D�V�� �\�� �S�H�Q�G�L�H�Q�W�H�V�� �G�H�� �H�M�H�F�X�W�D�U�� �S�R�U�� �O�D��
cooperativa para normalizar la situación jurídica de la misma, en relación con la 
declaración de ineficacia del acta 78 de 2016 de reunión de Asamblea General de 
Asociados, respetuosamente informo:    
 
Mediante oficio 449 del 30 de septiembre de 2021 el Secretario del Juzgado Primero 
Civil del Circuito de Ibagué, comunica al "gerente y/o representante legal de la 
cámara de comercio de esta ciudad, que el Tribunal Superior de Ibagué, Sal Civil - 
Familia reconoció que son ineficaces de pleno derecho todas las decisiones adoptadas 
en la asamblea ordinaria de asociados de Velotax celebrada el tres (3) de marzo de 
2016 que consta en el acta 078 de la misma fecha, inscrita en la cámara de com ercio 
de Ibagué el 12 de junio de 2016.  
 

 
2 MS. Mabel Montealegre Varón. Rad. 73001- 31 -001-2016-00293- 03  
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Motu proprio, el secretario enlista las decisiones adoptadas en la reunión de 
asamblea, las cuales, por efectos de la decisión del Tribunal, dice él, quedan 
"anuladas". Su escrito finaliza con una frase que genera profunda confusión:   

"Se reitera que el acta # 78 es ineficaz de pleno derecho, por tanto, todas las 
decisiones adoptadas en ella surten efectos desde el 3 de marzo de 2016 hasta la 
fecha, inclusive.   

�6�t�U�Y�D�V�H�� �S�U�R�F�H�G�H�U�� �G�H�� �F�R�Q�I�R�U�P�L�G�D�G���� ���«���� ������ �)�U�H�Q�W�H�� �D�O�� �H�Q�F�R�U�Y�D�G�R�� �J�D�O�L�P�D�W�t�D�V�� �M�X�U�t�G�L�F�R��
formado por el Secretario, Velotax Ltda., solicitó al señor Juez Primero Civil del 
Circuito de Ibagué, rectificar o ratificar la decisión del Secretario, pues éste hizo lo 
que el código general del proceso prohíbe a aquel, revocar y reformar la sentencia 
que pronunció.   

De acuerdo con el Consejo de Estado, consideramos que los fallos judiciales se 
explican por sí mismos, y en este caso no hay duda que la declaratoria de ineficacia 
recayó únicamente sobre las decisiones tomadas en la asamblea ordinaria de Velotax 
Ltda., del año 2016. No obstante, dado que el oficio emanado de la Secretaria del 
Juzgado con destino a la cámara de comercio, tiene que ver con los efectos e 
incidencias de la sentencia en decisiones de asamblea posteriores a la del año 2016 
esperamos la respuesta del señor Juez Primero Civil del Circuito a nuestra consulta, 
para la determinación del camino jurídico que debemos tomar.   

En principio decimos que la antedicha declaratoria judicial de ineficacia no tiene la 
virtud de afectar decisiones autónomas e independientes tomadas en los años 2017, 
�����������������������������������������������S�R�U���O�R�V���D�V�R�F�L�D�G�R�V���K�i�E�L�O�H�V���U�H�X�Q�L�G�R�V���H�Q���D�V�D�P�E�O�H�D�������«���´�� 

2.14. El 4 de octubre de 2021, VELOTAX informó a la SUPERTRANSPORTE que solici tó al 
Juzgado, que dentro del proceso 2016 - 293 -03, se determine o corrija el alcance del oficio 
449 del 30 de septiembre de 2021, toda vez que, en su sentir genera confusión; afir mación 
que no fue posible corroborar por cuanto no adjuntó la copia de dicho oficio. 
 
2.15. El 13 de diciembre de 2021 a través del oficio radicado 2021 1000930391, la 
SUPERTRANSPORTE requirió a VELOTAX LTDA ���� �F�R�Q�� �H�O�� �D�V�X�Q�W�R�� �³Continuación del 
procedimiento administrativo dentro del sometimiento a control � ,́ a efectos de que se 
pronunciara sobre los siguientes hechos y aspectos jurídicos:    

�³�������(�Q���O�R�V���~�O�W�L�P�R�V���D�x�R�V���V�H���K�D�Q���S�U�H�V�H�Q�W�D�G�R���X�Q���Q�~�P�H�U�R���H�O�H�Y�D�G�R���G�H���T�X�H�M�D�V���S�R�U��
hechos relacionados con el manejo organizacional de la cooperativa e 
impugnaciones de actas, lo que evidenciaría que los administradores,  
presuntamente, no han adoptado estrategias de buen gobierno 
�F�R�U�S�R�U�D�W�L�Y�R���´�������6�X�E�U�D�\�D�G�R���I�X�H�U�D���G�H���W�H�[�W�R�� 

Análisis de la información recaudada    

i. Frente a las funciones desarrolladas por los órganos de administración: un presunto 
incumplimiento de obligaciones societarias y cooperativas, toda vez que:    
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a) En el acta 79 del 10 de marzo de 2017 de Asamblea General Ordinaria de 
Asociados se indicó que se encontraban habilitados 135 asociados para participar. 
Sin embargo, de acuerdo con la certificación aportada por el Representante Legal 
y Revisor Fiscal de la Cooperativa respecto de los asociados hábiles, para dicha 
reunión los asociados hábiles correspondían a 138 asociados, presentándose una 
diferencia de 3 asociados. Adicionalmente, del listado de asociados hábiles que se 
presentó en la reunión no se encontraban incluidos los señores Lina María Aguilera 
Suarez, Arley Alvarado Rodríguez, Jaime Alvarado Torres, Ana Doris Gil Galindo, 
Julio Andelfo Rozo y Oscar Mauricio Vidal Aramburo, pese a que en la certificación 
se estableció que sí se encontraban habilitados.   

�« 

e) Se presentan impugnaciones de forma constante en contra de las decisiones 
adoptadas por la Asamblea General de Asociados de tal forma que, recientemente, 
se declaró la ineficacia de las decisiones contenidas en acta 78 de 2016 que genera 
incertidumbre f �U�H�Q�W�H���D���O�D���V�L�W�X�D�F�L�y�Q���M�X�U�t�G�L�F�D���\���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D���G�H���O�D���&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D���´�� 

Lo anterior, como indicó la orden, constituye un insumo necesario para determinar la 
existencia, o no, de l incumplimiento de la normatividad, con ocasión del sometimiento a 
control .  

2.16. El 9 de marzo de 2022 mediante radicado 20223000142941,  la SUPERTRANSPORTE 
dio alcance a la respuesta dada a una petición, informando que el:   

�³�7�U�L�E�X�Q�D�O���6�X�S�H�U�L�R�U���G�H�O���'�L�V�W�U�L�W�R���-�X�G�L�F�L�D�O���,�E�D�J�X�p���6�D�O�D���&�L�Y�L�O���± Familia a través de fallo de 
fecha 26 de julio de 2021, se pronuncia sobre los presupuestos de ineficacia de las 
decisiones adoptadas por la asamblea general ordinaria de asociados de la 
Cooperativa en reunión del 3 de marzo de 2016, contenida en el acta No. 78 y 
reconoce que son ineficaces de pleno derecho, no obstante, no emite orden alguna 
dirigida a SUPERTRANSPORTE , aún más, cuando es un asunto que le compete 
cumplir exclusivamente a la cooperativa en aras de normalizar su proceso de gestión 
jurídica interno, atendiendo a las irregularidades detectadas por el Tribunal Superior 
�G�H���,�E�D�J�X�p�´�� 

2. 17. El Tribunal Superior de Distrito Judicial de Ibagué, Sala Civil- Familia  adoptó decisión 
a través de la Sentencia del 24 de agosto de 2023, Magistrada Sustanciadora M abel 
Montealegre Varón con radicado 73001- 31 -03 -004-2018-00012-02, reconociendo los 
supuestos de ineficacia del acta 81 de la Asamblea General de Asociados de la Cooperativa 
VELOTAX LTDA celebrada el 20 de abril de 2017, así:   

�³�H�O���-�X�]�J�D�G�R���&�X�D�U�W�R���&�L�Y�L�O���G�H�O���&�L�U�F�X�L�W�R���G�H���,�E�D�J�X�p���G�L�F�W�D���6�H�Q�W�H�Q�F�L�D���H�O�������G�H���P�D�U�]�R���G�H������������
reconociendo que se han configurado los presupuestos de la ineficacia de pleno 
derecho de las decisiones adoptadas en la asamblea extraordinaria de asociados de 
la Cooperativa de Transportes de Velotax Limitada celebrada el 21 de noviembre de 
2017, ordenando a la Cámara de Comercio de Ibagué registrar la mentada 
providencia y condenó en costas a la accionada �������«�� 
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Se sigue de ello que la convocatoria directa que realizó el revisor fiscal a la asamblea 
extraordinaria se (sic)  asociados celebrada el 21 de noviembre de 2017 no se ajustó 
a los lineamientos del articulo 37 estatutario, toda vez que previamente no dirigió la 
solicitud del caso al consejo de administración vigente que lo fue el plasmado en el 
acta 080 de 20 de abril �G�H�������������H�V�W�D�Q�G�R���I�X�Q�G�D�G�D���O�D���L�Q�H�I�L�F�D�F�L�D���G�H���S�O�H�Q�R���G�H�U�H�F�K�R�����«�� 

RESUELVE: ���«�� 

1. Confirmar en su integridad la sentencia proferida el 2 de marzo de 2023 por el 
�-�X�]�J�D�G�R���&�X�D�U�W�R���&�L�Y�L�O���G�H�O���&�L�U�F�X�L�W�R���G�H���,�E�D�J�X�p�´ 

III . �)�8�1�'�$�0�(�1�7�2�6���'�(���/�$���0�(�'�,�'�$  
 
3.1 De la g ra dualidad de las medidas que pueden ser adoptadas por la 
SUPERTRANSPORTE en ejercicio de sus funciones  

 
Al respecto es importante recordar que la Corte Constitucional en Sentencia C-233 de 1997 , 
advirtió que las funciones desarrolladas por la superintendencia son paulatinas, g raduales 
y obedecen a un intento p or  superar las situaciones críticas que afrontan las entidades 
vigiladas, en ese sentido el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, estab leció una serie de 
medidas que puede aplicar la administración tendientes a que el sujeto vigila do pueda 
superar su situación crítica. En efecto, al no superarse las causas que originaron la medida 
de sometimiento a control, la SUPERTRANSPORTE podrá adoptar una medida más r igurosa 
dentro del sometimiento a control.  
 
Lo anterior, se puede observar en el siguiente gráfico sobre gradualidad de las med idas 
para superar situaciones críticas:  

 

 
Fuente: elaboración SUPERTRANSPORTE 
 

3.2 De la ineficacia de actos o negocios jurídicos.  
 
El artículo 897 del Código de Comercio, establece: 
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ARTÍCULO 897. <INEFICACIA DE PLENO DERECHO>. Cuando en este Código se 
exprese que un acto no produce efectos, se entenderá que es ineficaz de pleno 
derecho, sin necesidad de declaración judicial. 
 

La ineficacia es la más drástica de las sanciones del acto jurídico mercantil por cua nto opera 
sin necesidad de declaración judicial. Además, en principio la ineficacia no es �³�V�D�Q�H�D�E�O�H���Q�L��
�S�R�U���F�R�Q�Y�D�O�L�G�D�F�L�y�Q���Q�L���S�R�U���U�D�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q�´3 por cuanto la disposición normativa del legislador es 
que los actos ineficaces no producen efectos. Así lo reconoce la doctrina mercantil:  
 

�³�(�Q�� �U�H�D�O�L�G�D�G�� �O�D�� �L�Q�H�I�L�F�D�F�L�D���� �F�R�P�R�� �V�D�Q�F�L�y�Q�� �M�X�U�t�G�L�F�D�� �V�X�L�J�H�Q�H�U�L�V que opera de pleno 
derecho y por el simple ministerio de la ley, NO ES SUBSANABLE NI RATIFICABLE, 
�7�$�0�3�2�&�2���6�(���6�$�1�(�$���3�2�5���3�5�(�6�&�5�,�3�&�,�Ï�1���<�����2���&�$�'�8�&�,�'�$�'�³4.  

  
Específicamente el artículo 190 del Código de Comercio establece que las decisiones de l a 
asamblea tomadas en contravención a lo establecido en el artículo 186 del Código de 
Comercio son ineficaces de pleno derecho 5.  
 
El parágrafo 1 del artículo 87 de la Ley 222 de 1995, modifica do por el artículo 152 del 
Decreto-Ley 19 de 2012, otorga facultades para el reconocimiento de los supuestos d e 
ineficacia de oficio por parte de las Superintendencias, así: 
 

PARÁGRAFO 1. El reconocimiento de los presupuestos de ineficacia en los casos 
señalados en el Libro Segundo del Código de Comercio, será de competencia de la 
Superintendencia de Sociedades de oficio en ejercicio de funciones administrativas, 
en sociedades no sometidas a la vigilancia o control de otra Superintendencia. A 
solicitud de parte sólo procederá en los términos del artículo 133 de la Ley 446 de 
1998. 

 
Respecto de los actos consecuenciales, es necesario señalar a VELOTAX Ltda., que la 
doctrina ha señalado: 

 
�³�(�Q��materia societaria no es extraño que la sentencia judicial mediante la cual se 
reconfirma que efectivamente se dieron los presupuestos de la ineficacia, en relación 
con una decisión social, produzca efectos retroactivos y futuros, como consecuencia 
de que LA INEFICACIA AFECTARÁ, NECESARIAMENTE, OTRAS DECISIONES 
APROBADAS CON POSTERIORIDAD A LA DECISIÓN TILDADA DE INEFICAZ, pero las 
cuales fueron tomadas antes de la sentencia. Esto es lo que se conoce como el efecto 
"Dominó" o "cascada de ineficacias; pues ocurre como en el juego en que se colocan 
en fila todas las fichas y al empujar la primera (la ineficacia), ésta tumba la segunda , 
la segunda a la tercera y así sucesivamente; para que finalmente caigan al piso todas 
�O�D�V���I�L�F�K�D�V���´6 
 

 
3 Gil Echeverry, Jorge Hernán., Teoría General de la Ineficacia , Cámara de Comercio de Bogotá- Uniempresarial, Bogotá DC, 
2007, ´pág. 63 
4 Gil Echeverry, Jorge Hernán, Teoría General de la Ineficacia , Cámara de Comercio de Bogotá- Uniempresarial, Bogotá DC, 
2007, ´pág. 149.  
5 Reyes Villamizar, Derecho Societario, Tomo I, Temis, 2016, pág . 654. 
6 Gil Echeverry, Jorge Hernán, Teoría General de la Ineficacia,  Cámara de Comercio de Bogotá- Uniempresarial, Bogotá DC, 
2007, pág. 121. 
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Respecto de la aplicación de la prescripción y/o caducidad en actos donde opera la  ineficacia 
de pleno derecho, no  obstante que hay un acto administrativo Resolución 10117 de 10 de 
noviembre de 2020, anterior, de la SUPERTRANSPORTE que reconoció la presc ripción de la s 
actuaciones respecto de las actas 69,70,71,72,73 ,74 ,75,76,77 de 2014 , de la Asamblea 
General de Asociados de VELOTAX LTDA , es de anotar que dicha resolución no ha sido 
objeto de debate ante lo contencioso, y que en el marco del análisis que VELOTAX LTDA. 
debe realizar respecto del efecto que produce el reconocimiento de los supuestos de 
ineficacia respecto de las actas No. 78 y 81, es importante que tengan en cu enta que ha 
habido pronunciamientos en la doctrina que señalan que no se puede alegar la prescrip ción 
o caducidad de las acciones judiciales o actuaciones administrativas. Por cuanto la 
consecuencia de la ineficacia establecido en el Código de Comercio es que los actos 
ineficaces no producen efecto. Por ello, la única forma de alegar a favor el paso del tiempo  
aunado a la inactividad de cara a una caducidad o prescripción, es lograr una providencia 
judicial que declare la prescripción adquisitiva del derecho poseído, así lo ex plica la doctrina:  
 

�³�3�R�U���O�R���W�D�Q�W�R�����/�$���Ò�1�,�&�$���)�2�5�0�$���'�(�����6�$�1�(�$�5�����/�$���,�1�(�)�,�&�$�&�,�$���(�6���$���7�5�$�9�e�6���'�(���8�1�$��
SENTENCIA QUE DECLARE LA PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA DEL DERECHO POSEÍDO 
�&�2�0�2���&�2�1�6�(�&�8�(�1�&�,�$���'�(���8�1�$���5�(�/�$�&�,�Ï�1���-�8�5�Ë�'�,�&�$���,�1�(�)�,�&�$�=���´7  
 

La SUPERTRANSPORTE, en ejercicio de sus facultades, expidió la Resolución 10117 de 10 
de noviembre de 2020, absteniéndose de pronunciarse respecto de las actas 78 y 81, por 
cuanto existía un pleito pendiente, en desarrollo del principio de colaboración armónic a y, 
quedando a la espera de la decisión autónoma del Juez. Decisión que además se encaminó  
a no invadir las funciones jurisdiccionales de los Magistrados .  
 
Ahora bien, si tenemos presente que la SUPERTRANSPORTE no tiene dentro de sus 
funciones resolver conflictos entre particulares ni hacer reconocimientos específicos de 
derechos subjetivos, o resolver pretensiones concretas, las partes aquí interesadas deben 
acudir a la instancia judicial si pretenden un resarcimiento concreto por un posible daño  
causado.  
 
En este sentido, el Juez competente evidenció actuaciones irregulares por parte de los 
órganos de administración de VELOTAX LTDA tales como las convocatorias de la Asamblea 
General de asociados sin observar el procedimiento estatutario y legal, lo cual supo ne la 
ineficacia de las decisiones adoptadas y contenidas en estas actas de asamblea, decisiones 
tales como la aprobación de estados financieros y de planes de mejoramiento. En efecto, 
por todas estas circunstancias, la SUPERTRANSPORTE debe evaluar la actual situación, en 
el marco del sometimiento a control en el que se encuentra la cooperativa y extender l as 
ordenes pertinentes con el propósito de que VELOTAX LTDA supere la crisis que los actos 
reconocidos como ineficaces han genera do. 
 
En el presente caso, a pesar de existir un sometimiento a control se observa que la situaci ón 
crítica de orden jurídico, relacionada con la ineficacia de las decisiones contenidas en l as 
actas 78 y 81 de la Asamblea General de Asociados de VELOTAX LTDA se mantiene. Má s 
aún, se han destacado en los respectivos considerandos, que la situación se ha agravado,  
por cuanto existen sendas sentencias del Tribunal Superior de Distrito Judicial Ibagué Sala 
Civil- Familia que han reconocido los supuestos de ineficacia de las referidas actas, y se  

 
7 Gil Echeverry, Jorge Hernán, Teoría General de la Ineficacia , Cámara de Comercio de Bogotá- Uniempresarial, Bogotá DC, 
2007, pág. 150. 
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observa con preocupación que los órganos de administración no han tomado medidas para 
resolver esta situación.  
 
Ahora bien, VELOTAX LTDA tiene el deber de adoptar las medidas encaminadas a superar 
la situación crítica de orden jurídico, atendiendo todos los efectos que la ineficacia genera 
y en caso de persistir la situación crítica, la SUPERTRANSPORTE procederá a adopta r las 
medidas, que de conformidad con su competencia le asisten, tales como la remoción del 
Representante legal y órganos de administración, y en defecto de estas o su fracaso, podrá 
finalmente convocar a la disolución y liquidación de dicha empresa, conforme lo establece 
el artículo 85 numeral 4° y 7° y numeral 5° del artículo 84 de la Ley 222 de 1995, este 
último, que prevé convocar al supervisado a la disolución y liquidación cuando se cumplan 
las causales previstas en la ley y en los estatutos. 
 
Como quiera que el Tribunal Judicial de Ibagué Sala Civil Familia, en sendas sentencia s, tal 
como ya se ha expresado, ha reconocido el acaecimiento de los supuestos de ineficacia de 
las decisiones adoptadas por la asamblea general de asociados y contenidas en las actas 78  
y 81 de VELOTAX LTDA por irregularidades en la convocatoria y ello implica que es 
obligación para VELOTAX LTDA evaluar el impacto jurídico y administrativo de los fallos 
judiciales respecto de las actuaciones de la Cooperativa; la SUPERTRANSPORTE considera 
necesario impartir las ordenes contenidas en el presente acto para que se adopten en forma 
inmediata.  
 
3. 3 Respecto de las ordenes administrativas   
 
La adopción de las medidas administrativas se sustentan en el artículo 209 de la 
Constitución Política, norma que a su vez se desarrolla en el artículo 3 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo al establecer el princi pio 
�G�H�� �H�I�L�F�D�F�L�D���� �V�H�J�~�Q�� �H�O�� �F�X�D�O�� �³las autoridades buscarán que los procedimientos logren su 
finalidad y, para el efecto, removerán de oficio los obstáculos puramente formales, evitar án 
decisiones inhibitorias, dilaciones o retardos y sanearán, de acuerdo con este Código las 
irregularidades procedimentales que se presenten, en procura de la efectividad del derecho 
material objeto de la actuación administrativa �´�� 
 
En este sentido, la SUPERTRANSPORTE en línea con lo decidido por el alto Tribunal,  y 
teniendo en cuenta que a la fecha VELOTAX LTDA no ha logrado superar la situación crítica 
de orden jurídico, contable y administrativo, derivada de la ineficacia de l as decisiones 
contenidas en las referidas actas, se hace necesario extender órdenes a dicha Cooperativa,  
para que adopte medidas encaminadas a la superación de las situaciones críticas generad as  
por el reconocimiento de los supuestos de ineficacia de las decisiones contenidas en las 
actas 78 y 81 de la Asamblea General de Asociados; de no lograrse, será necesario  
aumentar la rigurosidad de las medidas dentro del marco de las previstas en el artículo 85 
de la Ley 222 de 1995.  
 
En consecuencia,  

IV . RESUELVE 
 
Artículo 1.  ORDENAR  al Representante Legal de VELOTAX LTDA, señor RODRIGO AGUILAR 
VALLE identificado con C.C. 19 .145 .178 , quien ejercía tal condición antes del 12 de junio de 
2016 o a quien haga  sus veces , que de manera inmediata adopte las medidas encaminadas 
a superar la situación crítica de orden jurídico, contable y administrativo suscitad a por el 
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reconocimiento de los supuestos de ineficacia de las decisiones contenidas en las actas 78 
y 81 de la Asamblea General de Asociados de VELOTAX LTDA.  
 
Artículo 2. ORDENAR  al Representante Legal de VELOTAX LTDA o a quien haga  sus veces 
antes descrito, para que en el término de 15  días calendario, contados a partir de la 
notificación de la presente orden, realice un inventario contenido en una matriz, de las 
decisiones y actuaciones adoptadas en las actas 78 del 3 de marzo de 2016 y 81 del 21 de 
noviembre de 2017 de la Asamblea General de Asociados , en el que relacione además las 
situaciones de hecho y derecho afectadas por estas ineficacias , incluyendo las actuaciones, 
acciones y cronograma que prevean para atender dichas situaciones. Dicho inventario 
deberá ser publicado en las mismas condiciones dispuestas en el Artículo 3 del presente 
acto administrativo.  
 
Este inventario debe contener mínimo la siguiente información: 
 

(i)  Todas las decisiones y actuaciones afectadas por el reconocimiento de la ineficacia , 
indicando el órgano social que tomó la decisión o realizó la actuación. Inclusive l a 
designación de los órganos de administración y revisor fiscal .  
 

(ii)  Los efectos jurídicos de cada una de las decisiones y actuaciones relacionadas. 
 

(iii)  Las acciones a implementar respecto de cada una de las decisiones y actuaciones 
relacionadas, incluyendo aquellas en protección de terceros de buena fe. 
 

(iv)  El cronograma para implementación de cada una de dichas acciones a implem entar. 
 
Artículo 3. ORDENAR  al Representante Legal de VELOTAX LTDA o a quien haga  sus veces 
ya  mencionado, que COMUNIQUE el presente acto administrativo de la siguiente forma:   
 
3.1 Comunicar a  los asociados hábiles para la fecha de la celebración de las asambleas 
general de asociados contenidas en las actas 78 del 3 de marzo de 2016 y 8 1 del 21 de 
noviembre de 2017 y a todos aquellos que para dicha fecha considera ban, les asistía el 
derecho de ser convocados y que les fue negado dicho derecho.  
 
3.2 Comunicar a  quienes ostentaban la calidad de administradores antes de las decisiones 
adoptadas mediante las actas de Asamblea General de Asociados 78 del 3 de marzo de 
2016 y 81  del 21 de noviembre de 2017.    
 
3.3  Las anteriores comunicaciones se deben realizar dentro de los tres (3) días hábiles 
siguientes a la notificación del presente acto , por los mecanismos establecidos en los 
estatutos y en un diario de difusión nacional. 
 
3. 4  La comunicación deberá estar precedida del siguiente anuncio: « Por orden de la 
SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTE, se informa: ».  

 
3. 5  La comunicación, además deberá indicar los canales, números telefónicos de atención, 
correos electrónicos, página web, dirección física, y horarios de los que dispondrá  VELOTAX 
LTDA para atender a los interesados. 
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3. 6  La comunicación deberá publicarse en la página principal o de inicio del sitio web de 
VELOTAX LTDA, de forma que el público en general pueda tener noticia de aquel, desde q ue 
ingresen al sitio web y deberá mantenerse publicado hasta que se superen los hechos que 
dieron lugar a esta orden. 
 
Artículo 4. ORDENAR  al Representante Legal de VELOTAX LTDA o a quien haga  sus veces 
precitado , para que inicie el procedimiento de convocatoria a una asamblea general 
extraordinaria encaminada a superar la presente situación crítica encarnada por la  ineficacia 
de las decisiones plasmadas en las actas 78 y 81 de la Asamblea General de Asociados.   
 
Esta convocatoria se debe realizar conforme a los estatutos y convocando a las personas 
que debieron ser convocadas para la fecha de la celebración de las asambleas general de 
asociados contenidas en las actas 78 del 3 de marzo de 2016 y 81 del 21 de noviembre de 
2017, incluyendo todos aquellos que para dicha fecha consideraban, les asistía el der echo 
de ser convocados y que les fue negado dicho derecho . Esta Asamblea extraordinaria deberá 
celebrarse dentro de los 2 meses calendario posteriores a la notificación de l as presentes 
órdenes y en todo caso debe realizarse antes de la asamblea general ordinaria del año 2024. 
 
Artículo 5. ORDENAR al representante legal de VELOTAX LDTA o a quien haga sus veces 
antes referido, para que  ALLEGUE al día hábil siguiente al  vencimiento del término 
dispuesto para el cumplimiento de cada una de las ordenes, los respectivos soportes, al 
correo vur@supertransporte.gov.co  indicando en el asunto de cada comunicación, el 
número de la presente resolución. 
 
Artículo 6. ADVERTIR al Representante Legal de VELOTAX LTDA o a quien haga  sus veces 
ya  mencionado, que se debe garantizar la continuidad de la prestación del servicio público 
de Transporte, dado que es un servicio calificado por la Ley como esencial.  
   
Artículo 7. ADVERTIR  al Representante Legal de VELOTAX LTDA o a quien haga sus veces, 
que  el incumplimiento a la presente orden administrativa dará  lugar a la imposición de 
sanciones conforme lo establecido en el numeral 3 del artículo 86  de la Ley 222 de 1995.    
 
Artículo 8. NOTIFICAR  al Representante Legal de VELOTAX LTDA o a quien haga  sus 
veces, el contenido de la presente Resolución a través de la Secretaría General de la 
SUPERTRANSPORTE, de conformidad con lo establecido en el artículo 66  y siguientes del 
Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, advirtiéndole 
que  contra la misma no  procede recurso alguno.  
 
Dada en Bogotá, D.C., a los 
 

NOTIFIQUESE Y CÚMPLASE 
La Superintendente de Transporte, 

 
 
 

AYDA LUCY OSPINA ARIAS 
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Notificar 
  
�1�R�P�E�U�H�����&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D���G�H���7�U�D�Q�V�S�R�U�W�D�G�R�U�H�V���9�H�O�R�W�D�[���/�L�P�L�W�D�G�D 
�,�G�H�Q�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q�����1�,�7������������������������  
Representante Legal: Rodrigo Aguilar Valle 
Identificación: C.C. No.19.145.178  
Dirección: �&�D�U�U�H�U�D�������1�R������������������ ���%�D�U�U�L�R���(�O���&�D�U�P�H�Q 
�&�L�X�G�D�G�����,�E�D�J�X�p�����7�R�O�L�P�D 
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�5�H�Y�L�V�y�����/�X�L�V���*�D�E�U�L�H�O���6�H�U�Q�D���*�i�P�H�]���±���-�H�I�H���2�I�L�F�L�Q�D���$�V�H�V�R�U�D���-�X�U�t�G�L�F�D 
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�6�H�G�H���S�U�L�Q�F�L�S�D�O�����'�L�D�J�R�Q�D�O�������*���1�R���������$�����������%�R�J�R�W�i�����'���&�� 
�3�%�;������������������������������  
�&�R�U�U�H�R���L�Q�V�W�L�W�X�F�L�R�Q�D�O���� 
�Y�H�Q�W�D�Q�L�O�O�D�X�Q�L�F�D�G�H�U�D�G�L�F�D�F�L�R�Q�#�V�X�S�H�U�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���J�R�Y���F�R 
�D�W�H�Q�F�L�R�Q�F�L�X�G�D�G�D�Q�R�#�V�X�S�H�U�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���J�R�Y���F�R 
�/�t�Q�H�D���$�W�H�Q�F�L�y�Q���D�O���&�L�X�G�D�G�D�Q�R��������������������������������  

 

�3�i�J�L�Q�D���_������ 
 

 

�*�' ���)�5��������  
�9�����±������ ���0�D�\����������  

�%�R�J�R�W�i�������� ������ ����������  

Al contestar citar en el asunto 

20245330032631 
Radicado No.: 20245330032631  
�)�H�F�K�D�������� ������ ����������  

�6�H�x�R�U�����D�������H�V�� 
�&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D���G�H���7�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�V���9�H�O�R�W�D�[���/�W�G�D�� 
�&�D�U�U�H�U�D�������1�R���������������������%�D�U�U�L�R���(�O���&�D�U�P�H�Q�� 
�,�E�D�J�X�H�����7�R�O�L�P�D�� 
 
 
�$�V�X�Q�W�R���������������&�,�7�$�&�,�Ï�1���'�(���1�2�7�,�)�,�&�$�&�,�Ï�1 

 
�5�H�V�S�H�W�D�G�R���6�H�x�R�U���D�����R���'�R�F�W�R�U���D������ 
 
�/�D���6�X�S�H�U�L�Q�W�H�Q�G�H�Q�F�L�D���G�H���7�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���V�H���S�H�U�P�L�W�H���F�L�W�D�U�O�R���D���Q�R�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q���S�H�U�V�R�Q�D�O���G�H��
�O�D���5�H�V�R�O�X�F�L�y�Q���1�R�� �����������G�H���I�H�F�K�D�������������������������D���H�V�D���H�P�S�U�H�V�D���� 
 

�(�Q���Y�L�U�W�X�G���G�H���O�R�V���D�U�W�t�F�X�O�R�V���������\���������G�H�O���&�y�G�L�J�R���3�U�R�F�H�G�L�P�L�H�Q�W�R���$�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R���\���G�H��
�O�R���&�R�Q�W�H�Q�F�L�R�V�R���$�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R���� �/�H�\�� ���������� �G�H�������������� �U�H�V�S�H�W�X�R�V�D�P�H�Q�W�H���V�H���V�R�O�L�F�L�W�D��
�L�Q�I�R�U�P�D�U�� �X�Q�D�� �G�L�U�H�F�F�L�y�Q�� �H�O�H�F�W�U�y�Q�L�F�D�� �D�� �O�D�� �F�X�D�O�� �V�H�� �S�X�H�G�D�� �U�H�D�O�L�]�D�U�� �O�D�� �Q�R�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q��
�S�H�U�V�R�Q�D�O���S�R�U���P�H�G�L�R���H�O�H�F�W�U�y�Q�L�F�R���G�H���G�L�F�K�D���U�H�V�R�O�X�F�L�y�Q�����S�R�U���I�D�Y�R�U���U�H�P�L�W�L�U�O�R���D���W�U�D�Y�p�V��
�G�H�O�� �F�R�U�U�H�R�� �H�O�H�F�W�U�y�Q�L�F�R�� �Y�H�Q�W�D�Q�L�O�O�D�X�Q�L�F�D�G�H�U�D�G�L�F�D�F�L�R�Q�#�V�X�S�H�U�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���J�R�Y���F�R����
�G�D�G�R���T�X�H���Q�R���V�H���W�L�H�Q�H���U�H�J�L�V�W�U�R���G�H���X�Q���F�R�U�U�H�R���H�O�H�F�W�U�y�Q�L�F�R���S�R�U���S�D�U�W�H���G�H���X�V�W�H�G�H�V�� 

�'�H�� �Q�R�� �V�H�U�� �S�R�V�L�E�O�H���� �G�H�E�H�� �D�F�H�U�F�D�U�V�H�� �D�� �O�D�� �6�H�F�U�H�W�D�U�L�D�� �*�H�Q�H�U�D�O�� �G�H�� �H�V�W�D�� �(�Q�W�L�G�D�G����
�X�E�L�F�D�G�D���H�Q���O�D���'�L�D�J�R�Q�D�O�������J���1�R���������D���±���������(�G�L�I�L�F�L�R���%�X�U�y���������G�H���O�D���F�L�X�G�D�G���G�H���%�R�J�R�W�i����
�F�R�Q���H�O���R�E�M�H�W�R���G�H���T�X�H���V�H���V�X�U�W�D���O�D���F�R�U�U�H�V�S�R�Q�G�L�H�Q�W�H���Q�R�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q���S�H�U�V�R�Q�D�O�����G�H���Q�R���V�H�U��
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

M I N I S T E R I O    D E   T R A N S P O R T E 

SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTE 

RESOLUCIÓN No.    DE 

�³Por la cual se decide una investigación administrativa� ́

EL SUPERINTENDENTE DE TRANSPORTE 

En ejercicio de sus facultades legales, en especial, las previstas en la Ley 79 de 1988, Ley 105 de 
1993, Ley 336 de 1996, Ley 222 de 1995, Ley 1437 de 2011, el Decreto 410 de 1971, el Decreto 2409 

de 2018 y demás normas concordantes, y 

CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que mediante Resolución No. 1408 del 5 de mayo de 2022 se abrió investigación y se 
formuló pliego de cargos en contra de las personas naturales que se señalan a continuación, en su 
calidad de Gerente, Revisor Fiscal y miembros del Consejo de Administración de la COOPERATIVA DE 
TRANSPORTES VELOTAX LIMITADA con NIT. 890700189-6 (en adelante, los Investigados), con el fin 
de determinar si incurrieron en las siguientes conductas: 

- Por incurrir, presuntamente, en conductas contrarias a los artículos 5 de la Ley 336 de 1996,
149 de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del
artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al celebrar contratos para la prestación del servicio público de
transporte con empresas que no se encontraban debidamente habilitadas:

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 
Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237Miembro Principal del Consejo de Administración 
Juan Javier Amaya Grimaldo C.C. 14.711.208Miembro Principal del Consejo de Administración 
Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914Miembro Principal del Consejo de Administración 

- Por incurrir, presuntamente, en conductas contrarias a los artículos 149 de la Ley 79 de 1988,
23 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de
1995, al no solicitar autorización previa ante la Superintendencia de Transporte para enajenar
inmuebles por fuera del giro ordinario de los negocios, encontrándose la Cooperativa Velotax bajo la
figura de sometimiento a control:

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178 Representante Legal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237Miembro Principal del Consejo de Administración 
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Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208Miembro Principal del Consejo de Administración 
Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914Miembro Principal del Consejo de Administración 
Julio Cesar Beltrán C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo de Administración 

Rafael Aguilera C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo de Administración 

- Por incurrir, presuntamente, en conductas contrarias a los artículos 149 de la Ley 79 de 1988,
23 y numeral 2 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del
artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al no solicitar autorización previa de la Superintendencia de Transporte
para solemnizar la reforma estatutaria encontrándose la Cooperativa Velotax bajo la figura de
sometimiento a control, cargo que se adelanta en contra de Rodrigo Aguilar Valle con C.C. 19.145.178,
en su condición de Representante Legal.

- Por incurrir, presuntamente, en conductas contrarias a los artículos 149 de la Ley 79 de 1988,
23 de la Ley 222 de 1995, 207 y 208 del Código de Comercio, secciones 15, 23.3 y 23.4 de las NIIF para
Pymes, así como lo dispuesto en las NIC 1, NIC 8 y NIC 10, en concordancia con los numerales 4 y 5
del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al aprobar y dictaminar, respectivamente, información financiera
que presenta errores materiales e inconsistencias en la revelación de información:

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 
José Eiler Ruíz Vargas C.C. 14.242.414Revisor Fiscal 
Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237Miembro Principal del Consejo de Administración 
Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208Miembro Principal del Consejo de Administración 
Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914Miembro Principal del Consejo de Administración 
Rafael Aguilera González C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo de Administración 
Stella Rodríguez González C.C. 28.814.503Miembro Principal del Consejo de Administración 
Julio Cesar Beltrán Garzón C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo de Administración 
María Teresa Sepúlveda C.C. 43.737.653Miembro Principal del Consejo de Administración 
Henry Molano C.C. 79.721.339Miembro Principal del Consejo de Administración 
Nelly Calle Torres C.C. 39.694.393Miembro Principal del Consejo de Administración 

- Por incurrir, presuntamente, en conductas contrarias a lo señalado en los artículos 149 de la
Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, el artículo 7 de la Ley 105 de 1993 modificado por los artículos
1 del Decreto 575 de 2020 y 2 de la Ley 2198 de 2022, en concordancia con los numerales 4 y 5 del
artículo 85 de la Ley 222 de 1995 y la Resolución 5412 de 2019, por las inconsistencias en la
administración del fondo de reposición:

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 
José Eiler Ruíz Vargas C.C. 14.242.414Revisor Fiscal 
Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237Miembro Principal del Consejo de Administración 
Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914Miembro Principal del Consejo de Administración 
Stella Rodríguez González C.C. 28.814.503Miembro Principal del Consejo de Administración 
Henry Molano C.C. 79.721.339Miembro Principal del Consejo de Administración 
Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208Miembro Principal del Consejo de Administración 
Rafael Aguilera González C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo de Administración 
María Teresa Sepúlveda C.C. 43.737.653Miembro Principal del Consejo de Administración 
Julio Cesar Beltrán Garzón C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo de Administración 
Nelly Calle Torres C.C. 39.694.393Miembro Principal del Consejo de Administración 

SEGUNDO: Que la resolución de apertura de investigación fue notificada por correo electrónico así: 

��������������������������������������������������
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�x El 5 de mayo de 2022, al representante legal, revisor fiscal y miembros del consejo de
administración de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada1.

�x El 5 de mayo de 2022, a los señores Edgar de Jesús Cardona Corrales, Arley Alvarado
Rodríguez, Aniceto Hurtado Torres, Raúl Cortes Yazo y Javier Alvarado Groso2.

�x El 5 de mayo de 2022, al señor Luis Javier Nieto Jaramillo3.

2.1 En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley 1437 de 2011, se procedió a publicar la 
resolución de apertura y formulación de pliego de cargos en la página web de la Superintendencia de 
Transporte4. Se tiene que, dentro del término previsto, Edgar Cardona Corrales con CC 19.470.710, 
solicitó ser reconocido como tercero interviniente. Dicha solicitud fue negada mediante la Resolución 
número 1808 del 3 de junio de 2022. 

TERCERO: Que una vez notificada la Resolución de formulación de cargos, los Investigados contaban 
con el término de quince (15) días hábiles para presentar descargos, así como para solicitar y aportar 
las pruebas que pretendieran hacer valer dentro del proceso, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 47 de la Ley 1437 de 2011. El término venció el 26 de mayo de 2022. 

3.1. Que el profesional Helmut Mauricio Gallego Sánchez identificado con C.C. 79.367.815 de Bogotá 
D.C. y Tarjeta Profesional de abogado No. 67.811 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, en
calidad de apoderado de algunos investigados presentó descargos el 26 de mayo de 20225, dentro del
término legal.

CUARTO: Que mediante Resolución número 1809 del 3 de junio de 2022 se resolvió la solicitud de 
pruebas dentro del procedimiento administrativo sancionatorio iniciado con Resolución No. 1408 del 5 
de mayo de 2022, a través de la cual: 

4.1. Se admitió y dio el valor probatorio correspondiente de conformidad con la ley a las pruebas 
documentales aportadas por la defensa de los investigados junto con el escrito de descargos, al mismo 
tiempo que se ordenó tener como pruebas los documentos que integran el expediente. 

QUINTO: Que el Superintendente de Transporte, mediante Resolución número 1809 del 3 de junio de 
2022 ordenó el cierre del período probatorio y corrió traslado para la presentación de los alegatos de 
conclusión, resolución que fue comunicada el día 3 de junio de 2022 a la defensa de los Investigados6 y 
a Rafael Aguilera González7. Así, se otorgó un término de diez (10) días hábiles para la presentación de 
los alegatos de conclusión, el cual culminó el 17 de junio de 2022.  

SEXTO: Que, dentro del plazo otorgado, los Investigados presentaron alegatos de conclusión mediante 
los radicados 20225340847532, 20225340847842, 20225340847882 y 20225340848352 del 17 de junio 
de 20228.  

SÉPTIMO: Que la Superintendencia de Transporte es competente para conocer la presente 
investigación administrativa en la medida que: 

7.1. COMPETENCIA DE LA SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTE 

La Superintendencia de Transporte es un organismo descentralizado del orden nacional, de carácter 
técnico, con personería jurídica, autonomía administrativa, financiera y presupuestal, adscrito al 
Ministerio de Transporte9. 

1 Según certificado E75283299-S, expedido por Lleida SAS, aliado de 4-72 
2 Según certificado E75283407-S, expedido por Lleida SAS, aliado de 4-72 
3 Según certificado E75283802-S, expedido por Lleida SAS, aliado de 4-72 
4 Publicado en: https://www.supertransporte.gov.co/index.php/resoluciones-de-investigaciones-administrativas/ria-2022/ 
5 Mediante Radicados Nos. 20225340754542, 20225340754692, 20225340754702, 20225340754712, 20225340754722, 20225340754762, 
20225340754772, 20225340754782, 20225340754892, 20225340754932, 20225340755172 y 20225340755232 
6 Según certificados E77492563-S y E77492594-S expedidos por Lleida SAS, aliado de 4-72. 
7 Según certificado E77492650-S expedido por Lleida SAS, aliado de 4-72. 
8  Contenido en CD en folio 12672. 
9 Cfr. Artículo 3 del Decreto 2409 de 2018. 
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El objeto de la Superintendencia de Transporte es ejercer las funciones de vigilancia, inspección, y 
control que le corresponden al Presidente de la República como suprema autoridad administrativa en 
materia de tránsito, transporte y su infraestructura, cuya delegación10 se concretó en (i) inspeccionar, 
vigilar y controlar la aplicación y el cumplimiento de las normas que rigen el sistema de tránsito y 
transporte; y (ii) vigilar, inspeccionar, y controlar la permanente, eficiente y segura prestación del servicio 
de transporte11, sin perjuicio de las demás funciones previstas en la ley. 

En esa medida, se previó que estarán sometidas a inspección, vigilancia y control de la Superintendencia 
de Transporte12: (i) las sociedades con o sin ánimo de lucro, las empresas unipersonales y las personas 
naturales que presten el servicio público de transporte; (ii) las entidades del Sistema Nacional de 
Transporte13, establecidas en la Ley 105 de 199314, excepto el Ministerio de Transporte, en lo relativo al 
ejercicio de las funciones que en materia de transporte legalmente les corresponden; y (iii) las demás 
que determinen las normas legales15. 

Adicionalmente, de conformidad con lo señalado en el artículo 5 del Decreto 2409 de 2018, la 
Superintendencia de Transporte tiene como función, �³[v]igilar, inspeccionar y controlar las condiciones 
subjetivas de las empresas de servicio público de transporte, puertos, concesiones e infraestructura y 
servicios conexos�´�����Q�H�J�U�L�O�O�D���I�X�H�U�D���G�H�O���W�H�[�W�R���� 

Esta disposición encuentra razón en los diferentes pronunciamientos realizados por el Consejo de 
Estado, así, la Sala Plena de dicho tribunal, en sentencia C-746 del 25 de septiembre de 2001, 
manifestó que la Superintendencia de Transporte tiene facultades de inspección, vigilancia y control de 
manera integral sobre las sociedades, empresas unipersonales y personas naturales cuya actividad 
principal es la prestación del servicio público de transporte.  

A su vez, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto del 11 de julio de 
2017, señaló que �³���«�����O�D���Y�R�O�X�Q�W�D�G���G�H�O���O�H�J�L�V�O�D�G�R�U���H�V���H�Y�L�W�D�U���I�U�D�F�F�L�R�Q�D�P�L�H�Q�W�R�V���R���G�X�S�O�L�F�L�G�D�G���H�Q���H�O���H�M�H�U�F�L�F�L�R��
de las atribuciones otorgadas a la Superintendencia de Sociedades en otras Superintendencias, así 
como también impedir que entre estas sucedan casos de vigilancia concurrente sobre determinadas 
situaciones fácticas o jurídicas que presenten las sociedades sometidas a l�R�V���F�R�Q�W�U�R�O�H�V���H�V�W�D�W�D�O�H�V�´16.  

Respecto de las cooperativas de transporte, el Consejo de Estado en Sentencia 001-03-15-000-2001-
0213-01 del 5 de marzo de 2002, mediante la cual decidió conflicto negativo de competencia suscitado 
entre la Superintendencia de Puertos y Transportes y la Superintendencia de la Economía Solidaria, 
determinó que �³�O�D�� �F�R�P�S�H�W�H�Q�F�L�D�� �U�H�F�D�t�D�� �H�Q�� �O�D�� �6�X�S�H�U�L�Q�W�H�Q�G�H�Q�F�L�D�� �G�H�� �3�X�H�U�W�R�V�� �\�� �7�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�� �G�H�E�L�G�R�� �D�O��
carácter especializado de la inspección, vigilancia y control que ejerce sobre las empresas de 
�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�����L�Q�G�H�S�H�Q�G�L�H�Q�W�H�P�H�Q�W�H���G�H���T�X�H���H�V�W�D�V���I�R�U�P�H�Q���S�D�U�W�H���G�H�O���V�H�F�W�R�U���V�R�O�L�G�D�U�L�R�´17. 

Por consiguiente, esta Entidad realiza una supervisión integral, tanto en el ámbito objetivo, que 
corresponde a la verificación del cumplimiento de la normatividad vigente y la debida prestación del 
servicio, como en el ámbito subjetivo, según el cual se examina la formación, existencia, organización 

10Al amparo de lo previsto en los artículos 189 numeral 22 y 365 de la Constitución Política de Colombia: �³�$�U�W�L�F�X�O�R�������������&�R�U�U�H�V�S�R�Q�G�H���D�O���3�U�H�V�L�G�H�Q�W�H���G�H���O�D��
�5�H�S�~�E�O�L�F�D���F�R�P�R���-�H�I�H���G�H���(�V�W�D�G�R�����-�H�I�H���G�H�O���*�R�E�L�H�U�Q�R���\���6�X�S�U�H�P�D���$�X�W�R�U�L�G�D�G���$�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�������«�������������(�M�H�U�F�H�U���O�D���Lnspección y vigilancia de la prestación de los 
�V�H�U�Y�L�F�L�R�V���S�~�E�O�L�F�R�V�´�� 
11 Decreto 2409 de 2018, artículo 4. 
12 Cfr. Decreto 101 de 2000 artículo 42. Vigente de conformidad con lo previsto en el artículo 27 del Decreto 2409 de 2018. 
13�³Artículo 1º.- Sector y Sistema Nacional del Transporte. Integra el sector Transporte, el Ministerio de Transporte, sus organismos adscritos o 
vinculados y la Dirección General Marítima del Ministerio de Defensa Nacional, en cuanto estará sujeta a una relación de coordinación con el Ministerio de 
Transporte. 
Conforman el Sistema de Nacional de Transporte, para el desarrollo de las políticas de transporte, además de los organismos indicados en el inciso 
anterior, los organismos de tránsito y transporte, tanto terrestre, aéreo y marítimo e infraestructura de transporte de las entidades territoriales y demás 
dependencias de los sectores central o descentralizado de cualquier orden, que tengan funciones relacionadas con esta activid�D�G���´ 
14�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�L�F�W�D�Q���G�L�V�S�R�V�L�F�L�R�Q�H�V���E�i�V�L�F�D�V���V�R�E�U�H���Hl transporte, se redistribuyen competencias recursos entre la Nación y las Entidades Territoriales, se 
�U�H�J�O�D�P�H�Q�W�D���O�D���S�O�D�Q�H�D�F�L�y�Q���H�Q���H�O���V�H�F�W�R�U���W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���\���V�H���G�L�F�W�D�Q���R�W�U�D�V���G�L�V�S�R�V�L�F�L�R�Q�H�V�´ 
15 Lo anterior, en congruencia por lo establecido en el artículo 9 de la Ley 105 de 1993, la Ley 336 de 1996 y demás leyes aplicables a cada caso concreto.  
16 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Número Único: 1100103060002017004100. Consejero Ponente: Dr. Édgar González López 
17 Consejo de Estado, Sala de Consulta y Servicio Civil, Número Único: 11001-03-06-000-2014-00024-00. Consejero Ponente: Augusto Hernández Becerra  
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y administración de las empresas que prestan el servicio público de transporte en cualquiera de sus 
modalidades. 

La Superintendencia de Transporte ejerce las funciones que corresponden al Presidente de la 
República, como suprema autoridad administrativa en materia de tránsito, transporte y su 
infraestructura18, a través de tres grados de fiscalización gubernamental que son la inspección, la 
vigilancia y el control. 

La inspección es el grado más leve de fiscalización en el cual la Superintendencia de Transporte puede 
solicitar, confirmar y analizar de manera ocasional, y en la forma, detalle y periodicidad que se 
determine, la información sobre la situación jurídica, contable, económica, administrativa u operacional 
de cualquier sociedad o cooperativa cuya actividad principal es la prestación del servicio público de 
transporte o sus actividades conexas.  

Por su parte, la vigilancia consiste en la atribución de la Superintendencia para velar, en forma 
permanente, porque las sociedades o cooperativas sometidas a su vigilancia se ajusten en su formación 
y funcionamiento y, en general, en el desarrollo de su objeto social, a la ley y a los estatutos19.  

Por último, el control es una atribución establecida en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, bajo el cual 
esta Entidad puede ordenar las medidas necesarias en pro de la recuperación de una compañía que 
afronta situaciones críticas de orden jurídico, administrativo, económico o financiero que afectan la 
debida prestación del servicio público de transporte, las cuales son de diferente índole, pues van desde 
órdenes, autorizaciones, requerimientos, designaciones, conminaciones y hasta la remoción de 
directivos y la imposición de sanciones. 

Al respecto, la Corte Constitucional en sentencia C-���������G�H���������������V�H�x�D�O�y���T�X�H���³entre mayor sea el nivel 
�G�H�� �J�U�D�Y�H�G�D�G�� �T�X�H�� �O�D�� �6�X�S�H�U�L�Q�W�H�Q�G�H�Q�F�L�D�� �>�«�@���� �H�Q�� �X�V�R�� �G�H�� �V�X�V�� �D�W�U�L�E�X�F�L�R�Q�H�V�����S�X�H�G�D�� �G�H�W�H�F�W�D�U���� �P�i�V��
contundentes resultan los mecanismos de acción con que la entidad cuenta para tratar de superar la 
situación que, cuando es crítica autoriza la asunción de las atribuciones propias del estadio de control, 
siendo todavía viable, dentro del esquema de gradualidad comentado, la implementación de medidas 
de diverso signo, dependiendo de las posibilidades de recuperación que el análisis concreto de la 
�V�R�F�L�H�G�D�G���P�X�H�V�W�U�H�´��20  

Para el efecto, el artículo 85 de la Ley 222 de 1995 establece una serie de medidas y prohibiciones 
tendientes a la recuperación o liquidación final de la compañía sometida a control. La violación de estas 
puede conllevar a la investigación y posterior sanción por parte de la autoridad administrativa.  

Teniendo en cuenta, lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, en el marco del sometimiento 
a control esta Superintendencia puede realizar las siguientes acciones:  

1. Promover la presentación de planes y programas encaminados a mejorar la situación que hubiere
originado el control y vigilar la cumplida ejecución de los mismos.
2. Autorizar la solemnización de toda reforma estatutaria.
3. Autorizar la colocación de acciones y verificar que la misma se efectúe conforme a la ley y al
reglamento correspondiente.
4.Ordenar la remoción de administradores, revisor fiscal y empleados, cuando se presenten
irregularidades que así lo ameriten.
5. Conminar bajo apremio de multas a los administradores para que se abstengan de realizar actos
contrarios a la ley, los estatutos, las decisiones del máximo órgano social o junta directiva, o que
deterioren la prenda común de los acreedores u ordenar la suspensión de los mismos.
6. Efectuar visitas especiales e impartir las instrucciones que resulten necesarias de acuerdo con los
hechos que se observen en ellas.
7.Convocar a la sociedad al trámite de un proceso concursal.

18 Artículo 4, Decreto 2409 de 2018. 
19 Artículo 84, Ley 222 de 1995. 
20 Corte Constitucional. Sentencia C-233 de 1997. M.P. Dr. Fabio Morón Diaz. 
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8. Aprobar el avalúo de los aportes en especie.

De acuerdo con lo anterior y en atención a lo dispuesto en el numeral 14 del artículo 7 del Decreto 2409 
de 201821, el Superintendente de Transporte tiene la facultad para imponer la medida de sometimiento 
a control, y, en consecuencia, adoptar cualquiera de las medidas señaladas en el artículo 85 de la Ley 
222 de 1995, de tal forma que le corresponde conocer de la presente actuación administrativa.  

Habiéndose revisado las actuaciones administrativas, este Despacho encuentra procedente verificar la 
regularidad del proceso. Bajo ese entendido, a continuación, se procede a resolver la investigación en 
los siguientes términos22. 

7.2. CONTROL DE LEGALIDAD SOBRE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

7.2.1. Imputaciones en contra del Representante Legal, Revisor Fiscal y actuales miembros del 
Consejo de Administración 

Es relevante para el presente caso hacer referencia al concepto emitido por el H. Consejo de Estado �± 
Sala de Consulta y Servicio Civil el pasado 5 de marzo de 201923. Atendiendo las consultas formuladas 
por el Gobierno Nacional el 24 de octubre de 2018, el H. Consejo de Estado señaló lo siguiente: 

(i)El principio de legalidad de las faltas y las sanciones es plenamente aplicable en materia de transporte
terrestre24.
(ii)Este principio se manifiesta en a) la reserva de ley, y b) la tipicidad de las faltas y las sanciones25:

a)Lo primero se manifiesta en que hay una reserva de ley ordinaria para tipificar conductas y sanciones
administrativas26. Por lo tanto, no se admite la tipificación de conductas en reglamentos u otras normas
que no tienen ese rango de ley27-28. Esto, sin perjuicio de la facultad que tiene el ejecutivo para
reglamentar aquella normatividad legal que lo amerita.

b) �/�R�� �V�H�J�X�Q�G�R�� �V�H�� �P�D�Q�L�I�L�H�V�W�D�� �H�Q�� �T�X�H�� �O�R�V�� �³�H�O�H�P�H�Q�W�R�V�� �H�V�H�Q�F�L�D�O�H�V�� �G�H�O�� �W�L�S�R�´�� �G�H�E�H�Q�� �H�V�W�D�U�� �H�Q�� �O�D�� �O�H�\��
particularmente, la descripción de la conducta o del comportamiento que da lugar a la aplicación de la
sanción y la determinación de la sanción, incluyendo el término o la cuantía de la misma29.

(iii) Solo en la medida que se encuentren dentro de la l�H�\���H�V�R�V���³�H�O�H�P�H�Q�W�R�V���H�V�H�Q�F�L�D�O�H�V���G�H�O���W�L�S�R�´�����S�X�H�G�H
hacerse una complementación con decretos, resoluciones y otras disposiciones de rango infralegal30. En

21 Es función del Despacho del Superintendente de Transporte �³�>�R�@�U�G�H�Q�D�U���F�R�P�R���F�R�Q�V�H�F�X�H�Q�F�L�D���G�H���O�D���H�Y�D�O�X�D�F�L�y�Q���G�H���O�D�V���F�R�Q�G�L�F�L�R�Q�H�V���V�X�E�M�H�W�L�Y�D�V�����P�H�G�L�D�Q�W�H��
acto administrativo de carácter particular y cuando así proceda, los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de todos aquellos quienes 
presten el servicio de transporte, los puertos, las concesiones o infraestructura, servicios conexos, y los demás sujetos previstos en la ley���´ 
22 Cfr. Ley 336 de 1996 artículo 51; concordante con el artículo 49 de la Ley 1437 de 2011. 
23 Número único 11001-03-06-000-2018-00217-00. Radicación interna: 2403. Levantada la Reserva legal mediante oficio No. 115031 de fecha 20 de marzo 
de 2019. 
24 �³El principio de legalidad de las faltas y de las sanciones previsto en el artículo 29 CP, debe observarse para establecer las infracciones 
administrativas y las sanciones correspondientes en todos los ámbitos regulados, dentro del contexto del Estado Regulador, incluido por supuesto el 
sector del transporte terrestre�.́ (negrilla fuera de texto) Cfr. Pp. 48 y 76 
25 �³�'�L�F�K�R���S�U�L�Q�F�L�S�L�R�����F�R�P�R���T�X�H�G�y���H�[�S�X�H�V�W�R����se manifiesta en las dimensiones reserva de ley y tipicidad�.́ (negrilla fuera de texto) Cfr. Pp. 48 y 76 
26 �³La Constitución no permite otorgar a la Administración la potestad genérica de establecer vía reglamento infracciones y sanciones 
administrativas, pues tiene reserva de ley ordinaria, y debe en todo caso respetar el debido proceso en punto a la legalidad y a la tipicidad, de 
�F�R�Q�I�R�U�P�L�G�D�G���F�R�Q���H�O���L�Q�F�L�V�R�������G�H�O���D�U�W�t�F�X�O�R���������G�H���O�D���&�D�U�W�D���3�R�O�t�W�L�F�D�´. Cfr. Pp. 49 y 77 
27 �³���«����no es posible predicar lo mismo en cuanto a la remisión efectuada a las normas reglamentarias, puesto que ello supone que el ejecutivo quede 
inv�H�V�W�L�G�R���G�H���P�D�Q�H�U�D���S�H�U�P�D�Q�H�Q�W�H���S�D�U�D���H�V�W�D�E�O�H�F�H�U���L�Q�I�U�D�F�F�L�R�Q�H�V���P�H�G�L�D�Q�W�H���O�D���H�[�S�H�G�L�F�L�y�Q���G�H���D�F�W�R�V���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R�V���G�H���F�D�U�i�F�W�H�U���J�H�Q�H�U�D�O�´. Cfr. Pp. 38 
28 �³La Constitución no permite otorgar a la Administración la potestad genérica de establecer vía reglamento infracciones y sanciones 
administrativas, pues tiene reserva de ley ordinaria, y debe en todo caso respetar el debido proceso en punto a la legalidad y a la tipicidad, de 
�F�R�Q�I�R�U�P�L�G�D�G���F�R�Q���H�O���L�Q�F�L�V�R�������G�H�O���D�U�W�t�F�X�O�R���������G�H���O�D���&�D�U�W�D���3�R�O�t�W�L�F�D���´��Cfr. Pp. 49 y 77�³���«����no �H�V���F�R�Q�V�W�L�W�X�F�L�R�Q�D�O�P�H�Q�W�H���D�G�P�L�V�L�E�O�H���µ�G�H�O�H�J�D�U�¶���H�Q���R�W�U�D���D�X�W�R�U�L�G�D�G��
estatal la competencia de determinar las infracciones y las sanciones, toda vez que es exclusiva del Legislador, con lo cual se reafirma el principio 
de reserva de ley en materia sancionatoria administrativa bajo los criterios expuestos en este concepto, así como la formulación básica del principio de 
�W�L�S�L�F�L�G�D�G�´. Cfr. Pg. 19. 
29 �³���«����las sanciones deben contar con un fundamento legal, por lo cual su definición no puede ser transferida al Gobierno Nacional a través de una 
�I�D�F�X�O�W�D�G���D�E�L�H�U�W�D���V�L�Q���F�R�Q�W�D�U���F�R�Q���X�Q���P�D�U�F�R���G�H���U�H�I�H�U�H�Q�F�L�D���H�V�S�H�F�t�I�L�F�R���\�� �G�H�W�H�U�P�L�Q�D�G�R�����«����Al legislador no le está permitido delegar en el ejecutivo la 
creación de prohibiciones en materia sancionatoria, salvo que la ley establezca los elementos esenciales del tipo, estos son: (i) la descripción de 
la conducta o del comportamiento que da lugar a la aplicación de la sanción; (ii) la determinación de la sanción, incluyendo el término o la cuantía de la 
misma, (iii) la autoridad competente pa�U�D���D�S�O�L�F�D�U�O�D���\�����L�Y�����H�O���S�U�R�F�H�G�L�P�L�H�Q�W�R���T�X�H���G�H�E�H���V�H�J�X�L�U�V�H���S�D�U�D���V�X���L�P�S�R�V�L�F�L�y�Q���´��Cfr. Pp. 14 y 32 
30 �³No son admisibles formulaciones abiertas, que pongan la definición de la infracción o de la sanción prevista en la ley en manos de la autoridad 
administrativa.  En cuanto a la posibilidad del reenvío normativo a decretos reglamentarios, corresponde al legislador delimitar el contenido de 
la sanción a través de la configuración de los elementos estructurales del tipo, por lo que la remisión a la norma reglamentaria debe permitir su 
cumplida ejecución. En tales casos, el contenido de la ley estará referido al núcleo esencial de la materia reservada, de manera que el reglamento se limite 
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�H�I�H�F�W�R���� �H�O���S�U�L�Q�F�L�S�L�R���G�H�� �O�H�J�D�O�L�G�D�G�� �³�H�[�L�J�H�� �T�X�H�� �O�D�V�� �V�D�Q�F�L�R�Q�H�V�� �V�H�D�Q�� �F�R�P�S�U�H�Q�V�L�E�O�H�V�� �S�D�U�D�� �V�X�V�� �G�H�V�W�L�Q�D�W�D�U�L�R�V�´��
desde la misma ley, sin perjuicio de que se complemente con decretos y resoluciones en las materias 
técnicas a las que alude la regulación, dada la imposibilidad del Legislador de previsión total de las 
conductas sancionables31. 

(iv)De esa forma, la Superintendencia de Transporte como autoridad encargada de inspeccionar, vigilar
y controlar el sector transporte, debe dar aplicación en sus investigaciones administrativas a los
fundamentos legales para establecer la responsabilidad y de ser procedente imponer las sanciones a
sus administrados32.

En consideración de todo lo anterior, este Despacho encuentra que respecto de la formulación jurídica 
realizada en la resolución de apertura a la Investigada se estructuró con fundamento en una norma de 
rango legal33. Por lo tanto, será respecto de esto que se hará a continuación el juicio de responsabilidad 
administrativa que corresponde para cada quien. 

En esta etapa, el Despacho encuentra que se han respetado las �³�J�D�U�D�Q�W�t�D�V�� �P�t�Q�L�P�D�V�� �S�U�H�Y�L�D�V�´, en la 
medida que la actuación (i) ha sido tramitada por la autoridad competente; (ii) se ha notificado o 
comunicado a los Investigados, según el caso, sobre las actuaciones propias del proceso en los términos 
previstos en la ley; (iii) se concedió a los Investigados la oportunidad para expresar libre y abiertamente 
sus opiniones y argumentos; (iv) se concedió a los Investigados la oportunidad para contradecir o debatir 
los cargos formulados en su contra, tanto en descargos como en alegatos de conclusión34.    

Asimismo, se han respetado los derechos y garantías de los Investigados en la etapa probatoria, en la 
medida que (i) se concedió la oportunidad para presentar y solicitar pruebas; (ii) se concedió a la 
Investigada la oportunidad para controvertir las que obran en su contra; y (iii) se respetó el derecho a la 
regularidad de la prueba, esto es, su práctica observando las reglas del debido proceso35. Así entonces, 
encuentra este Despacho que se ha garantizado el debido proceso a los Investigados36. 

7.2.2. Suspensión de términos 

Para efectos del cómputo de términos en la presente investigación, debe precisarse que la 
Superintendencia de Transporte en ejercicio de las facultades legales y siguiendo lo dispuesto en el 
artículo 11837 del Código General del Proceso, ha suspendido los términos de las actuaciones 
administrativas así: 

- Mediante Resolución 42488 del 4 de septiembre de 2017, se suspendió los términos de las
actuaciones administrativas por un (1) día, esto es el 7 de septiembre de 2017.

- Mediante Resolución 44285 del 14 de noviembre de 2018, se suspendió los términos de las
actuaciones administrativas por un (1) día, esto es el 15 de noviembre de 2018.

- Mediante Resolución 1402 del 29 de abril de 2019, se suspendió los términos de las actuaciones
administrativas por un (1) día, esto es el 30 de abril de 2019.

- Mediante Resolución 14872 del 17 de diciembre de 2019, se suspendió los términos de las
actuaciones administrativas por un (1) día, esto es el 18 de diciembre de 2019.

a desarrollar, complementar y precisar lo que ya ha sido de manera expresa contemplado en la ley. Es aquí donde el reglamento cumple una función de 
�³�F�R�O�D�E�R�U�D�F�L�y�Q�´���R���F�R�P�S�O�H�P�H�Q�W�D�U�L�H�G�D�G���´��Cfr. Pp. 42, 49 y 77 
31 Cfr. Pp. 19 a 21. 
32 �³�(�Q���O�R���D�W�L�Q�H�Q�W�H���D�O���S�U�L�Q�F�L�S�L�R���G�H���W�L�S�L�F�L�G�D�G�������«����lo que se exige es un fundamento legal en donde se señalen los elementos básicos de la sanción, 
marco dentro del cual la autoridad titular de la función administrativa pueda precisar, los elementos de la sanción que haya de ser aplicada por otra 
autoridad, no por ella misma.�´���&�I�U�����3�J�������� 
33 Ibídem. 
34 Cfr. H. Corte Constitucional Sentencia C-315 de 2012. 
35 �³a) el derecho para presentarlas y solicitarlas; b) el derecho para controvertir las pruebas que se presenten en su contra; c) el derecho a la publicidad 
de la prueba, pues de esta manera se asegura el derecho de contradicción; d) el derecho a la regularidad de la prueba, esto es, observando las reglas del 
debido proceso, siendo nula de pleno derecho la obtenida con violación de éste; e) el derecho a que de oficio se practiquen las pruebas que resulten 
necesarias para asegurar el principio de realización y efectividad de los derechos; y f) el derecho a que se evalúen por el juzgador las pruebas incorporadas 
�D�O���S�U�R�F�H�V�R�´�����&�I�U�����+�����&�R�U�W�H���&�R�Q�V�W�L�W�X�F�L�R�Q�D�O���6�H�Q�W�H�Q�F�L�D��C-203 de 2011. A ese mismo respecto ver: H. Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo 
Sección Tercera Consejero ponente: Mauricio Fajardo Gómez Bogotá, D. C., ocho (8) de marzo de dos mil siete (2007) Radicación número: 25000-23-26-
000-1995-01143-01(14850) 
36 Cfr. Constitución Política de Colombia artículo 29. Ley 1437 de 2011 artículo 3. 
37 �³���«����En los términos de días no se tomarán en cuenta los de vacancia judicial ni aquellos en que por cualquier circunstancia permanezca cerrado el 
[Despacho]�.́ 

��������������������������������������������������



 

RESOLUCIÓN No. DE Hoja No. 

�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�H�F�L�G�H���X�Q�D���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�y�Q���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�´ 

8 

Posteriormente, mediante Decretos 417 de 17 de marzo de 2020 y 637 del 6 de mayo de 2020 el 
Gobierno Nacional declaró el Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio 
nacional; por su parte el Ministerio de Salud y Protección Social a través de la Resolución 385 del 12 de 
marzo de 2020 decretó la emergencia sanitaria en todo el territorio nacional por causa del Coronavirus 
�±COVID-19 hasta el día 30 de mayo de 2020, medida que ha sido prorrogada hasta el 30 de junio de
2022.

Así las cosas, mediante el Decreto Legislativo 491 de 28 de marzo de 2020 se adoptaron medidas de 
urgencia para garantizar la atención y la prestación de los servicios del Estado por parte de las diferentes 
autoridades y por aquellos particulares que cumplen funciones públicas. Dentro de estas medidas se 
encontraba la posibilidad de suspender, mediante acto administrativo, los términos de las actuaciones 
administrativas o jurisdiccionales en sede administrativa hasta tanto permanezca vigente la Emergencia 
Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social, de conformidad con lo previsto en el 
artículo 6 del Decreto Legislativo 491 de 28 de marzo de 2020. 

Con fundamento en lo anterior y con el fin de garantizar el debido proceso a los supervisados de la 
Entidad, entre otras cosas, la Superintendencia de Transporte emitió la Resolución 6255 de 29 de marzo 
de 2020, por la cual se suspendieron los términos legales de los procesos y actuaciones administrativas 
que se surten ante las diferentes dependencias de la Entidad, a partir del lunes 30 de marzo de 2020.  

Ahora bien, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución 7770 de 19 de octubre de 2020, la 
Superintendencia de Transporte reanudó, a partir del 21 de octubre de 2020, todos los términos de las 
actuaciones administrativas del Despacho del Superintendente de Transporte y otras dependencias de 
la Entidad.  

Por último, por Resolución 13653 del 23 de diciembre de 2020, con el fin de garantizar el cumplimiento 
de los términos y asegurar las garantías en las actuaciones respecto de los sujetos procesales que en 
ellas intervienen, se suspendieron los términos legales de trámites administrativos, misionales y demás 
actuaciones que se surten ante las diferentes dependencias, durante los días 28 y 29 de diciembre de 
2020, por el término de 2 días. 

En ese orden de ideas, este Despacho, una vez levantada la suspensión de términos en la Entidad, se 
encuentra dentro del término legal otorgado por el artículo 235 de la Ley 222 de 199538, en concordancia 
con el artículo 52 de la Ley 1437 de 201139, para proferir decisión de fondo en la presente investigación 
administrativa. 

7.2.3. Cumplimiento del término previsto en el artículo 49 de la Ley 1437 de 2011 

En el artículo 49 de la Ley 1437 de 2011 se consagra que �³[e]l funcionario competente proferirá el acto 
administrativo definitivo dentro de los treinta (30) días siguientes a la pr�H�V�H�Q�W�D�F�L�y�Q���G�H���O�R�V���D�O�H�J�D�W�R�V�´. Para 
el caso concreto, los investigados tenían como término para presentar alegatos de conclusión hasta el 
día 17 de junio de 2022 y, en este orden de ideas, el Despacho se encuentra dentro del término legal 
para proferir f decisión de fondo en la presente investigación administrativa. 

OCTAVO: EL CASO CONCRETO 

8.1. DESCARGOS PRESENTADOS 

El Despacho procede a presentar sus argumentos, en el mismo orden en que fueron presentados las 
réplicas de la defensa en el escrito de descargos: 

38 Artículo 235 de la Ley 222 de 1995. �³Termino de Prescripción. Las acciones penales, civiles y administrativas derivadas del incumplimiento de las 
obligaciones o de la violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio y en esta ley, prescribirán en cinco años, salvo que en ésta se 
haya señalado expresamente otra cosa�.́ 
39 Artículo 52 de la �/�H�\�������������G�H���������������³Salvo lo dispuesto en leyes especiales, la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los 
tres (3) años de ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el acto administrativo que impone la sanción 
debe haber sido expedido y notificado�´�� 
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a. Presuntas irregularidades en el proceso administrativo sancionatorio, según lo afirma la
defensa de los investigados

Los Investigados argumentaron violación al debido proceso, por indebida notificación de la Resolución 
1408 del 5 de mayo de 2022, por cuanto Rodrigo Aguilar Valle, representante legal de la Cooperativa 
de Transportes Velotax Limitada, mediante comunicación del 11 de septiembre de 2018 informó de 
manera expresa a la Superintendencia de Transporte que no autorizaba recibir notificaciones por medio 
de correo electrónico, sino únicamente de forma personal a la dirección física por él señalada. 

Adicionalmente, se señaló que el representante legal de la Cooperativa de Transportes Velotax 
Limitada, no cuenta con poder, autorización de los miembros del consejo de administración o revisor 
fiscal, como se establece en el artículo 71 de la Ley 1437 de 2011. 

En virtud de lo argumentado, se replicó que se desconoce si la Superintendencia de Transporte surtió 
el procedimiento de notificación, del citado acto administrativo, de acuerdo con lo establecido en los 
artículos 66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 a cada una de las personas naturales contra las cuales 
se formuló cargos. De no haberse surtido la notificación en debida forma, se pone de manifiesto la 
existencia de un vicio que conllevaría a la nulidad del procedimiento por violación del debido proceso. 

b. Nulidad del acto administrativo por falta de competencia y caducidad de la facultad
sancionatoria, según lo señala la defensa de los investigados

En relación con el cargo primero (por la presunta celebración de contratos de colaboración con 
empresas que no se encontraban habilitadas para prestar servicio de transporte) y el cargo segundo 
(presunta venta de inmuebles sin la previa autorización de la Superintendencia de Transporte en 
vigencia de la medida de sometimiento a control), se señaló que operó la caducidad de la facultad 
sancionatoria. 

�/�R���D�Q�W�H�U�L�R�U�����W�H�Q�L�H�Q�G�R���H�Q���F�X�H�Q�W�D���T�X�H���H�O���D�U�W�t�F�X�O�R���������G�H���O�D���/�H�\�������������G�H�������������V�H�x�D�O�D���T�X�H���³���«����facultad que 
�W�L�H�Q�H�Q���O�D�V���D�X�W�R�U�L�G�D�G�H�V���S�D�U�D���L�P�S�R�Q�H�U���V�D�Q�F�L�R�Q�H�V�����F�D�G�X�F�D���D���O�R�V���W�U�H�V�����������D�x�R�V���G�H���R�F�X�U�U�L�G�R���H�O���K�H�F�K�R�����«���´����
Se expone que esta norma define la oportunidad legal durante la cual la administración puede ejercer 
sus facultades sancionatorias (ius puniendi), la cual, en guarda de los postulados constitucionales de 
seguridad jurídica y debido proceso (artículo 29 de la Constitución Política), encuentra un límite 
temporal en la caducidad fijada por el mismo legislador.  

Continúan en su escrito exponiendo que, �³la expresión de la seguridad jurídica y de legalidad exigen al 
legislador definir con absoluta certeza no solo las conductas sancionables (legalidad), y las sanciones 
aplicables (tipicidad), sino el término durante el cual las autoridades podrán ejercer su facultad punitiva 
para sancionar a quienes incurran en conductas presumiblemente violatorias de tales normas 
(caducidad)�.́ 

Así, de acuerdo con el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011, la autoridad administrativa dentro del término 
de caducidad (3 años) no solo debe haber emitido el acto administrativo que impone la sanción sino 
haber agotado la notificación de este. De tal forma, las actuaciones administrativas sancionatorias que 
se inicien después de transcurrido el término de caducidad son nulas por falta de competencia de la 
autoridad administrativa. 

Según los Investigados, la caducidad operó para la mayoría de los cargos en los cuales funda la 
Superintendencia de Transporte el proceso administrativo sancionatorio en contra de los 
administradores de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada. Para el efecto, presentan el 
siguiente análisis respecto de si las conductas desplegadas por los administradores y revisor fiscal son 
de ejecución instantánea o continuada: 

- Conductas instantáneas y conductas de carácter continuado o de tracto sucesivo:

Para los Investigados resulta relevante realizar la distinción jurídica entre conductas instantáneas y 
conductas de carácter continuado o de tracto sucesivo, toda vez que, según su postura, la 
Superintendencia de Transporte de forma errada afirma la existencia de una conducta de carácter 
continuada por parte de los administradores de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, so 
pretexto de conservar la facultad sancionatoria. 

��������������������������������������������������
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Acerca de las características de una y otra citan al Consejo de Estado, Autoridad que se ha pronunciado 
en el siguiente sentido: 

�³Las conductas instantáneas se agotan en un solo momento, en tanto que las de ejecución 
sucesiva se prolongan en el tiempo, lo que significa que la comisión de la conducta objeto de 
investigación tiene el carácter de permanente o continuada, de tal suerte que la facultad 
sancionatoria de la administración debe computarse a partir de la comisión o realización del 
último acto de ejecución���´ 

Señalan que, del análisis de la jurisprudencia del Consejo de Estado, se infiere que las conductas 
constituidas por hechos individualizados entre sí deben ser investigadas y sancionadas como tal; 
contrario a lo que sucede con las conductas continuadas o de tracto sucesivo, en las cuales además 
de la sucesión de actos o de hechos, existe una unidad de propósito que constituye una única conducta 
sancionable.  

Si la administración ha tenido conocimiento de la conducta, la Jurisprudencia reiterada del Consejo de 
Estado ha indicado que el término de caducidad se debe contar desde tal momento, pues es allí, 
(cuando conociendo la conducta reprochable) se debe activar la potestad sancionatoria del estado en 
contra del administrado, de tal forma, que no le está permitido tener conocimiento de una conducta 
reprochable y guardar silencio sobre la misma, creando una apariencia de legalidad frente al 
administrado, y en forma posterior pretender ejercer la acción sancionatoria aun habiendo operado la 
caducidad, pues tal comportamiento resultaría violatorio de la seguridad jurídica y del principio de la 
legítima confianza del administrado. 

Ahora bien, respecto de las conductas continuadas, señalan que el artículo 52 del CPACA indica que, 
en tales casos, la caducidad comienza a contarse desde �³�H�O�� �G�t�D�� �V�L�J�X�L�H�Q�W�H�� �D�� �D�T�X�H�O�� �H�Q�� �T�X�H�� �F�H�V�y�� �O�D��
infracción y/o la �H�M�H�F�X�F�L�y�Q�´. 

Una vez expuesto lo anterior, los Investigados proceden con el siguiente análisis respecto de los cargos 
formulados por la Superintendencia de Transporte, con el cual se pretende demostrar que frente a estos 
ya operó la caducidad, así:  

i.Contratos de colaboración celebrados con empresas que no se encontraban debidamente habilitadas
por las Autoridades para prestar servicios de transporte

La conducta constitutiva de la infracción fue la prestación del servicio público de transporte con 
empresas que no se encontraban habilitadas, en este caso, con las empresas Veloentregas S.A.S., 
Velopostal S.A.S., Logística Regional Tolima S.A.S., Velocaribe S.A.S., y Veloenvíos S.A.S. 

Señalan los investigados que la Superintendencia de Transporte conocía de la celebración de los 
contratos, tanto que en se señaló por esta Entidad que los contratos permanecieron vigentes hasta el 
12 de julio de 2018, fecha en la cual habrían cesado los efectos de la conducta constitutiva de infracción. 

Adicionalmente, se señala que la Superintendencia tenía conocimiento de la existencia de tales 
contratos desde el año 2016, dado que en la Resolución 8374 de 2016, mediante la cual se ordenó el 
sometimiento a control de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, se incluyó como sustento 
para la imposición de la medida la celebración de dichos negocios jurídicos.  

De tal forma, exponen los Investigados que frente a la celebración de los contratos con empresas que 
no se encontraban debidamente habilitadas, operó la caducidad, pues ya han transcurrido más de tres 
(3) años (término a que se refiere el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011) desde que la Superintendencia
tuvo conocimiento de los contratos, esto es el 17 de marzo de 2016, fecha del acto administrativo de
sometimiento a control, como desde la fecha en que cesó la conducta infractora, esto es el 12 de julio
de 2018, momento en el cual los contratos fueron terminados.

Por lo anterior, exponen que la Superintendencia de Transporte debe abstenerse de seguir adelante 
con la investigación basada en estos hechos por pérdida de su competencia, que en todo caso operó 
el 17 de marco de 2019 o el 12 de julio de 2021. 

��������������������������������������������������
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ii. Venta de inmuebles sin la previa autorización de la Superintendencia de Transporte, en vigencia de
la medida de sometimiento a control

En relación con la venta de inmuebles sin autorización previa de la Superintendencia de Transporte en 
vigencia del sometimiento a control, los Investigados argumentan que las conductas son de ejecución 
instantánea, ya que los efectos de estas se consumaron con la inscripción de las Escrituras Públicas 
de compraventa y dación en pago ante la oficina de instrumentos públicos, fecha en que se reputan 
perfeccionadas las enajenaciones de los bienes inmuebles, de acuerdo con los artículos 756 y 1.856 
del Código Civil. Por su naturaleza de consolidadora del derecho de dominio en cabeza de un sujeto 
de derecho, de acuerdo con los artículos 754 y siguientes del Código Civil, la tradición es siempre de 
carácter instantáneo. 

En ese sentido, se dice, debe entenderse que respecto del negocio jurídico celebrado frente al inmueble 
identificado con la matricula inmobiliaria 200-55646 de la Oficina de Registros Públicos de Neiva, la 
caducidad operó el 31 de mayo de 2019, teniendo en cuenta que la inscripción de la venta en el registro 
público se realizó el 31 de mayo de 2016.  

Por lo anterior, solicitan a esta Entidad decretar la caducidad de la facultad sancionatoria en relación 
con los cargos señalados previamente y proceder con el archivo del expediente por nulidad de lo 
actuado por falta de competencia. 

c. Nulidad del acto administrativo por falsa motivación y violación del principio de legalidad,
según las réplicas de la defensa

Los investigados señalan que existe falsa motivación en general en el pliego de cargos y, en especial, 
en relación con el cargo primero (por la presunta celebración de contratos de colaboración con 
empresas que no se encontraban habilitadas para prestar servicio de transporte), el cargo cuarto 
(Inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros), y cargo quinto 
(Inconsistencias en la administración del fondo de reposición). Lo anterior, teniendo en cuenta los 
siguientes argumentos: 

i. Nulidad por falsa motivación por error de derecho de la Superintendencia de Transporte

El acto administrativo No. 1408 del 5 de mayo de 2022, mediante el cual la Superintendencia de 
Transporte formuló cargos, está viciado de nulidad porque se encuentra fundado en falsas premisas 
que son contrarias a la ley y a la constitución, por cuanto: 

- La Superintendencia de Transporte fundamentó el procedimiento administrativo sancionatorio en
contra de los administradores de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, en la Ley 222 de
1995, específicamente, aquellas relacionadas con el control, señalado en su artículo 85, y la
responsabilidad de los administradores, previsto en los artículos 22, 23 y 24 de la misma Ley.

Para el efecto, esta Entidad acogió lo dispuesto en el artículo 158 de la Ley 78 de 1988, en relación 
con la posibilidad de aplicar normas comerciales a las cooperativas, no obstante, a criterio de los 
Investigados, esa remisión debe efectuarse en caso de vacío del régimen de las cooperativas en el 
orden normativo allí establecido, lo cual implica que primeramente deben aplicarse la doctrina y los 
principios aplicables al régimen de las cooperativas y si allí no existe regulación especial en materia de 
responsabilidad de los administradores de las organizaciones del sector cooperativo, entonces debe 
remitirse el operador jurídico al régimen de las entidades sin ánimo de lucro y sociedades que por su 
naturaleza sean aplicables a las cooperativas. 

Consideran que el régimen normativo aplicable es la Ley 79 de 1988 y la Ley 454 de 1998, normas 
especiales aplicables a las cooperativas, en las cuales se establece la definición de los órganos de 
administración, las funciones delegadas a cada uno, formas de elección, y finalmente el régimen de 
responsabilidad y régimen sancionatorio aplicable a los mismos.  

De esta forma, consideran que esta Entidad debió tener en cuenta lo dispuesto en los artículos 148 y 
149 de la Ley 79 de 1988, en lo que respecta al régimen de responsabilidad de los órganos de 
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administración, los artículos 153 y siguientes que establecen el régimen sancionatorio aplicable a los 
órganos de administración y vigilancia de las cooperativas, así como las demás disposiciones aplicables 
y contenidas en dichas normas a los órganos de administración y vigilancia, y no lo establecido en las 
normas aplicables a sociedades comerciales. 

Producto del error en la aplicación normativa, la Superintendencia de Transporte incurre en los 
siguientes yerros, que conducen a una nulidad del acto administrativo por falsa motivación por error de 
derecho: 

- La Superintendencia imputa responsabilidad al representante legal y al Consejo de Administración
por actos que no le son propios a sus facultades legales y estatutarias. Tal es el caso de la aprobación
de las reformas estatutarias, las autorizaciones para enajenar bienes inmuebles y la aprobación de
estados financieros, decisiones todas estas adoptadas por la Asamblea de Asociados en ejercicio de
sus funciones legales y estatutarias. De tal forma que el Representante Legal y el Consejo de
Administración son organismos ejecutores de las decisiones adoptadas por el máximo órgano social.

En ese sentido, se argumentó que la Superintendencia debió iniciar acción de responsabilidad en contra 
de los asambleístas que adoptaron las decisiones con las que presuntamente se violó el ordenamiento 
jurídico según el pliego de cargos. Para el efecto, los Investigados citan los estatutos de la Cooperativa 
de Transportes Velotax Limitada, en los cuales se establecen que son funciones de la Asamblea 
�*�H�Q�H�U�D�O�� �G�H�� �$�V�R�F�L�D�G�R�V�� �³1. Establecer las políticas y directrices generales de la cooperativa para el 
cumplimiento del objeto social, 2. Reformar los estatutos, 3. Examinar los informes de los órganos de 
administración y vigilancia, 4. Aprobar o desaprobar los estados financieros de fin de ejercicio�.́  

Finalmente se expone que, de acuerdo con las normas del sector cooperativo, la administración y el 
gobierno está dado por ley a los mismos asociados o cooperados a través de su asamblea, en tanto 
que, en el régimen de sociedades, las Asambleas de Accionistas o Juntas de Socios, no se encuentran 
descritas en el artículo 22 de la Ley 222 de 1995, como parte de los órganos de administración, en la 
medida en que quienes actúan como tal son los órganos delegados por estas, tales como Juntas 
Directivas, representantes legales, entre otros. Por lo cual, no se podría aplicar a las cooperativas el 
régimen de responsabilidad previsto para las sociedades por la Ley 222 de 1995. 

- La Superintendencia de Transporte omitió vincular a la Junta de Vigilancia al proceso administrativo
sancionatorio, toda vez que el artículo 59 de la Ley 454 de 1991, establece las funciones generales de
la Junta de vigilancia de las entidades del sector cooperativo, estableciendo entre otros un régimen de
responsabilidad solidaria de estos frente al incumplimiento de sus deberes legales o estatutarios. Para
el efecto, se citan las funciones establecidas para la Junta de Vigilancia en los Estatutos de la
Cooperativa.

Por último, se señala que el hecho de no vincular a la Junta de Vigilancia pone en evidencia la falsa 
�P�R�W�L�Y�D�F�L�y�Q���G�H�O���D�F�W�R���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R�����S�R�U���F�X�D�Q�W�R�����H�V���³quien tiene bajo su cargo velar porque los actos de 
los órganos de administración se ajusten a las prescripciones legales, estatutarias y reglamentarias 
���«���´����en su lugar, se vinculó al representante legal y miembros del consejo de administración que solo 
son órganos ejecutores de las políticas, decisiones o directrices del máximo órgano de administración. 

- Los Investigados reparan en que la Superintendencia de Transporte establece una presunta
responsabilidad solidaria del representante legal y miembros del consejo de administración, bajo una
indebida aplicación del artículo 24 de la Ley 222 de 1995, olvidando que el régimen de responsabilidad
solidaria exige fuente legal que lo consagre, y que, en todo caso, una norma de esta naturaleza
(responsabilidad solidaria), de ninguna manera puede llegar a aplicarse en forma extensiva o analógica.

Adicionalmente, se señala que en el régimen de responsabilidad que establece la Ley 79 de 1988, en 
ninguna de sus disposiciones consagra la existencia de la pretendida responsabilidad solidaria de los 
administradores por los actos de la Cooperativa, frente a los asociados o frente a terceros. 

��������������������������������������������������
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ii. Nulidad por violación del principio de legalidad

Los Investigados señalan que el procedimiento administrativo sancionatorio iniciado por la 
Superintendencia de Transporte, adolece de nulidad en la medida en que el cargo primero (Celebración 
de contratos de colaboración con empresas que no se encontraban debidamente habilitadas para 
prestar servicios de transporte), se fundamenta sobre presuntos incumplimientos que se basan sobre 
obligaciones no contenidas en la ley, con lo cual se viola el principio de legalidad. 

- Se argumentó que el cargo primero se fundó en una obligación que no cuenta con consagración
legal, pues los citados contratos de colaboración se celebraron en pleno cumplimiento de la ley y en
desarrollo de la facultad legal contenida en el artículo 11 de la Ley 79 de 1988. Aunado a lo anterior, se
señaló que no existe ninguna disposición del Ministerio de Transporte o Superintendencia de
Transporte que imponga la obligación de suscribir contratos solo con empresas habilitadas.

A su vez, se explican las razones por las cuales se celebraron dichos contratos, entre ellos los 
resultados negativos de las unidades de negocio pasajeros y carga. Por lo tanto, la suscripción de los 
contratos obedeció a una estrategia comercial para la continuidad de la Cooperativa de Transporte 
Velotax Limitada como unidad empresarial. 

Continúan con sus descargos manifestando que en el Decreto 1079 de 2015 se evidencia que para las 
modalidades de Transporte de Pasajeros por Carretera y Mixto sí se establece de manera expresa el 
requisito de celebrar contratos con empresas habilitadas; sin embargo, para el transporte de carga no 
se evidencia tal requisito. Por lo tanto, mal puede la Superintendencia de Transporte imputar cargos 
por la presunta omisión de cumplir un requisito que no está expresamente contenido en la ley.  

Adicionalmente, señalan que el artículo 984 del Código de Comercio, establece que las empresas 
autorizadas pueden encargar la conducción a terceros. De ese modo, el contrato de transporte era 
celebrado directamente con la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, quien cuenta con 
habilitación y quién expidió los manifiestos de carga durante la vigencia de los contratos de 
colaboración, dando cumplimiento al mandato del artículo 2.2.1.7.5.3 del Decreto 1079 de 2015, 
reiterando que el contrato de transporte se suscribía con Velotax y no con los transportadores o 
conductores de la carga, para el efecto aportaron las pólizas de seguro y copia de algunos manifiestos 
de carga.  

Por último, dejan constancia que en el numeral 7 de las motivaciones del contrato de colaboración tipo, 
se estableció que�����³las partes dejaron expresa constancia que el convenio de ninguna manera implicaba 
transferencia de la habilitación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 13 de la ley 336 de 1996�´�����G�H��
esta manera queda claro que el objeto de los contratos de colaboración nunca fue transferir la 
habilitación que el Ministerio de Transporte le concedió mediante acto administrativo a Velotax, y las 
obligaciones o deberes conexos a esta, ni que la actividad transportadora la desarrollarían las citadas 
empresas, sino permitir eficiencias financieras y logísticas en la operación de Velotax, tal como ya se 
indicó líneas atrás. Con esto queda claro que Veloentregas S.A.S., Velopostal S.A.S., Logística 
Regional Tolima S.A.S., Velocaribe S.A.S., y Veloenvíos S.A.S. nunca tuvieron relación directa con el 
remitente.   

Con lo anterior, centran su argumento en señalar que los convenios celebrados por la Cooperativa de 
Transportes Velotax Limitada, en ningún momento vulnera las normas que regulan el sector transporte 
y no constituye un hecho doloso o culposo por parte de los administradores de la entidad, quienes han 
actuado de manera diligente en beneficio de los asociados. 

iii. Nulidad del acto administrativo por falsa motivación, por error en la valoración probatoria

Para los Investigados la Superintendencia de Transporte parte de varios errores de conceptualización, 
sobre la correcta operación derivada de los contratos de colaboración y, en consecuencia, de la norma 
contable y tributaria aplicable a los mismos, en relación con el cargo cuarto (Inconsistencias en la 
información contable y en la revelación de Estados Financieros). 

��������������������������������������������������
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Para explicar su argumento, los Investigados señalan que, en relación con la responsabilidad en la 
ejecución de la actividad de transporte, la Cláusula Cuarta del contrato tipo de colaboración 
empresarial, es clara en indicar que quien asume la responsabilidad en la ejecución de la operación, y 
por tanto la remuneración asociada a la misma actividad es el Transportador y no la Cooperativa de 
Transportes Velotax Limitada, expresamente tal cláusula dice lo siguiente: 

�³�&�/�$�8�6�8�/�$�� �&�8�$�5�7�$���� �(�O�� �R�E�M�H�W�R�� �G�H�O�� �S�U�H�V�H�Q�W�H�� �F�R�Q�Y�H�Q�L�R�� �H�V�� �O�D��prestación del servicio de 
transporte, según el cual EL TRANSPORTADOR, con la debida diligencia y cuidado, será quien 
realice la prestación efectiva del servicio, de acuerdo con las solicitudes que los clientes realicen 
a la COOPERATIVA, bajo la responsabilidad del TRANSPORTADOR, de acuerdo con la 
normatividad vigente. Por lo anterior cada una de las partes recibirá un porcentaje de la 
remuneración de la prestación del servicio de acuerdo con su participación y porcentajes 
�G�H�I�L�Q�L�G�R�V���H�Q���H�O���S�U�H�V�H�Q�W�H���&�R�Q�Y�H�Q�L�R�´. 

�'�H���P�D�Q�H�U�D���F�R�Q�F�R�U�G�D�Q�W�H���O�D���&�O�i�X�V�X�O�D���9�L�J�p�V�L�P�D���3�U�L�P�H�U�D���G�H�O���F�R�Q�W�U�D�W�R�����L�Q�G�L�F�D���T�X�H�����³cada parte responderá 
ante terceros por las actividades propias de su aporte. La responsabilidad por la prestación del servicio 
de transporte será siempre de EL TRANSPORTADOR�.́  De acuerdo con la anterior cláusula, se 
concluye que la parte contractual que asume la operación y prestación efectiva del servicio es el 
�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�D�G�R�U���\���Q�R���O�D���&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D�����G�H���W�D�O���P�R�G�R���³la voluntad de ambas partes es diáfana en tal sentido 
y por lo mismo, no puede ahora la Superintendencia hacer caso omiso de tal voluntad común de ambos 
�F�R�Q�W�U�D�W�D�Q�W�H�V���\���G�H�O���F�D�U�i�F�W�H�U���G�H���O�H�\���T�X�H���W�L�H�Q�H���H�O���F�R�Q�W�U�D�W�R���D���O�D���O�X�]���G�H�O���$�U�W�t�F�X�O�R�������������G�H�O���&�y�G�L�J�R���&�L�Y�L�O�´�� 

Por lo tanto, según lo estipulado en los convenios, la Cooperativa solo tenía derecho al 4% de las sumas 
facturadas a título de comisión, por su parte, el restante 96% de los ingresos corresponden al 
Transportador, por ser quien asume el 100% de la operación con los costos, gastos y riesgos que ello 
implica. Por ello no resulta lógica la interpretación de la Superintendencia de Transporte, según la cual, 
la Cooperativa actúa como principal y no como agente, pues si ello fuera así la realidad económica del 
contrato debería mostrar que los porcentajes de participación en los ingresos del mismos deberían 
estar invertidos, el 96% para la Cooperativa y el 4% para el transportador. 

Exponen que la Superintendencia incurre en falsa motivación por indebida valoración probatoria, pues 
desconoce íntegramente que los ingresos en sus registros contables se hicieron de manera que 
corresponda con la realidad económica y jurídica de los contratos. De tal modo, señalan que la 
contabilidad de la Cooperativa se ciñe a lo establecido en el artículo 1602 del Código Civil, el artículo18 
del E.T, los artículos 11, 15 y 17 del Decreto 2649 de 1995, y el artículo 1.6.1.4.9 del Decreto 1625 de 
2016, y las normas NIIF aplicables a los contratos de colaboración y demás normas contables 
aplicables a los contratos de colaboración y al mandato. 

Para el efecto se aportó copia de algunas de las facturas emitidas por la Cooperativa y certificación 
emitida por la Cooperativa a las empresas Veloentregas SAS, Velopostal SAS, Logística Regional 
Tolima SAS, Velocaribe SAS y Veloenvíos SAS. 

iv. Violación del principio de buena fe - aplicación de la doctrina de la duda razonable

Los Investigados señalan que en caso de asistirle razón a esta Entidad en cuanto a la forma en que 
deben registrarse los ingresos en la contabilidad de la Cooperativa, no se podría imponer alguna 
sanción en contra de los administradores y revisor fiscal, en la medida que bajo la aplicación del 
�S�U�L�Q�F�L�S�L�R���G�H���O�D���S�U�H�V�X�Q�F�L�y�Q���G�H���O�D���E�X�H�Q�D���I�H���� �I�X�Q�G�D�P�H�Q�W�R���G�H���O�D���L�Q�V�W�L�W�X�F�L�y�Q���G�H�O���³error como eximente de 
responsabilidad�´����dado que existe suficiente evidencia técnica que respalda el criterio utilizado por la 
Cooperativa para efectuar el registro de sus ingresos en sus Estados Financieros en la forma en que 
�O�R�� �K�L�]�R���� �O�R�� �F�X�D�O�� �F�U�H�D�� �H�Q�� �V�X�� �I�D�Y�R�U�� �X�Q�D�� �³�G�X�G�D�� �U�D�]�R�Q�D�E�O�H�´�� �T�X�H�� �O�H�� �H�[�L�P�H�� �Ge responsabilidad pues si su 
interpretación normativa no fuera correcta, ella constituye tan solo un error de valoración de su parte. 

Para el efecto, exponen que el Consejo de Estado ha señalado que �³no es admisible una 
responsabilidad tributaria objetiva. Es decir, que no será válido que la autoridad tributaria, en ejercicio 
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de la potestad sancionadora, imponga una sanción al contribuyente solo por la constatación del 
resultado censurable previsto en la norma que regula la infracción. Por lo mismo, no es posible para la 
Superintendencia insistir en un presunto incumplimiento, pues ello sería equivalente a aplicar un 
sistema de responsabilidad objetiva, el cual también esta proscrito de nuestro orden constitucional y 
legal�.́ 

De acuerdo con lo anterior, los Investigados señalan que el error de interpretación de la ley bajo razón 
fundada constituye un eximente de responsabilidad que impide a la administración imponer sanción 
cuando ha comprobado que ha existido diligencia en el administrado en su deber de aplicar la norma 
bajo un entendimiento razonable de la misma, tal como lo ha aplicado la Cooperativa de Trasportes 
Velotax. 

v. Nulidad por falsa motivación �± principio de necesidad de la prueba y derecho al debido proceso

Frente al cargo quinto (Inconsistencias en la administración del fondo de reposición), los Investigados 
presentaron los siguientes argumentos: 

- Principio de necesidad de la prueba:

El cargo quinto, en relación con las inconsistencias en la administración del fondo de reposición, se 
encuentra formulado de tal forma que se encuentra en contravía del principio de la necesidad de la 
prueba, administrativo sancionatorio deben producirse teniendo como fundamento las pruebas 
aportadas a petición de parte o en ejercicio de la facultad oficiosa de la autoridad administrativa. Lo 
anterior, teniendo en cuenta que, en la formulación de cargo, se estableció que �³se evidenció que 
presuntamente los saldos del fondo de reposición registrados en la contabilidad, los certificados y los 
�U�H�S�R�U�W�D�G�R�V���H�Q���F�H�U�W�L�I�L�F�D�F�L�R�Q�H�V���E�D�Q�F�D�U�L�D�V�����Q�R���F�R�L�Q�F�L�G�H�Q�´���� 

A renglón seguido la Superintendencia indica que sólo le fue posible corroborar el saldo para cada 
cuenta bancaria registrada en la contabilidad y se limita a citar la respuesta de Velotax, concluyendo 
que la información reportada por la Cooperativa no se encuentra incluida dentro de los anexos y que 
por lo tanto no pudo ser verificada. Se expone que la observancia a este principio evita que se adopten 
decisiones arbitrarias y contrarias al adecuado ejercicio del derecho.  

Como soporte de lo argumentado se remitieron los siguientes documentos como prueba: 

- Saldo del fondo reposición registrados en contabilidad al 31 de octubre de 2020.
- Saldo de fondo reposición certificados
- Certificación bancaria que contiene saldo del fondo reposición del Banco de Bogotá.
- Saldo fondo de reposición comprobante CDT �± Banco de Bogotá.
- Certificación bancaria que contiene saldo del fondo reposición de Scotiabank Colpatria,
- Saldo fondo de reposición Valores Bancolombia SA

De otro lado, se expone que al realizar un comparativo de los saldos del fondo de reposición registrados 
en la contabilidad conforme consta en el expediente, los certificados y los reportados en certificaciones 
bancarias coinciden en un 99.99%, existiendo una diferencia de muy baja importancia sobre la que ni 
siquiera la entidad financiera genera extractos, motivo por el cual el cargo formulado por la 
Superintendencia debe ser desestimado. 

A su vez, se señala que en la formulación del cargo también se establece que de manera �³�S�U�H�V�X�Q�W�D�´��
no se ha realizado devolución o traslado de los recursos del fondo de reposición de vehículos que no 
se encuentran vinculados a la cooperativa en el marco del Decreto 575 de 2020, de modo que se 
presentaron 481 solicitudes y un saldo pendiente de devolución que corresponde a 130 vehículos. 

En cuanto a las presuntas inconsistencias por devoluciones o traslados que no se encontraban 
debidamente soportados, se remitió la siguiente información: 

- Se adjuntan los 5 (cinco) registros de solicitud de traslado con el comprobante de egreso.

- El registro repetido se presentó debido al alto volumen de documentos remitidos (más de 1.200
documentos en pdf), sin que ello constituya un hecho doloso o culposo por parte de la
administración de Velotax.
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- En cuanto a las solicitudes en Word, le solicitamos a la Superintendencia informar a cuáles
hace referencia con el propósito de verificar la información, toda vez que seguramente
correspondió a un error en el envío.

Finalmente señalan que sancionar a los administradores de la cooperativa por las circunstancias 
descritas, resultaría desproporcionado y constituiría un pleno abuso de autoridad. 

- Principio de irretroactividad de la Ley

En relación con la afirmación realizada por la Superintendencia de Transporte en cuanto a que el 
Reglamento de la Cooperativa no cumple con los criterios contenidos en la Resolución 5412 de 2019, 
se omitió que el reglamento fue formalizado dos años antes, es decir en 2017. 

Así, debe tenerse en cuenta que la Cooperativa para el año 2019, ya había adelantado trámites de 
aprobación y solicitud de créditos con base en el reglamento suscrito en el año 2017, pero la 
Superintendencia pretende sancionar a la cooperativa, haciendo retroactiva la ley. 

Finalmente, exponen que en cuanto a la imposibilidad de verificar lo registrado en la contabilidad y lo 
aportado por la Cooperativa como consolidado del fondo de reposición debido a que los archivos de 
Excel no relacionaban los créditos otorgados, esta Entidad no solicitó la información con ese nivel de 
detalle, motivo por el cual no fue remitido, ni se presenta ni dolo ni culpa en la actuación por parte de 
la Cooperativa. Para el efecto remitieron archivo en Excel con la información en el nivel de detalle 
requerido. 

d. Silencio administrativo positivo

En relación con cargo tercero (ausencia de autorización por parte de la Superintendencia de Transporte 
para solemnizar las reformas estatutarias), exponen los Investigados que no existe infracción alguna 
sancionable, en la medida en que en tal evento operó el silencio administrativo positivo consagrado en 
el artículo 20 de la Ley 79 de 1988, según el cual la autoridad de inspección, vigilancia debe sancionar 
las reformas estatutarias dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de recepción del acta 
correspondiente, so pena de que opere el silencio administrativo positivo.  

Teniendo en cuenta lo anterior, explican que el 14 de febrero de 2020, el representante legal de la 
Cooperativa presentó ante la Superintendencia de Transporte comunicación con radicado No. 
20205320150632 del 17 de febrero del 2020, mediante la cual presentaba a consideración de dicha 
entidad el detalle del proyecto de reforma a ser presentado ante la Asamblea de Asociados a llevar a 
cabo el día 6 de marzo del 2020. No obstante, no se recibió respuesta a dicha comunicación.  

Ahora bien, exponen que la reforma estatutaria se inscribió en el registro mercantil el 3 de julio de 2020, 
con número 28241 del 3 de julio de 2020 del libro I del Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro, 
inscripción con la cual se entendió solemnizada la mencionada reforma, pero después de que habían 
transcurrido más de tres meses desde la fecha en la cual la solicitud de autorización (solemnización) 
había sido formulada ante la Superintendencia de transporte, cuando ya había operado el silencio 
administrativo positivo. 

e. Nulidad por violación del debido proceso �² principio de confianza legítima

Respecto del cargo primero (celebración de contratos de colaboración con empresas que no se 
encontraban debidamente habilitadas para prestar servicios de transporte), cargo tercero (ausencia de 
autorización por parte de la Superintendencia de Transporte para solemnizar las reformas estatutarias), 
cargo cuarto (inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros) y 
cargo quinto (inconsistencias en la administración del fondo de reposición), señalan que es contraria a 
los principios de la buena fe y la confianza legitima.  

Dicho argumento se sustenta en la contradicción e incoherencia entre los actos previos realizados por 
la Superintendencia de Transporte frente a la Cooperativa, los cuales han dotado a la Cooperativa de 
Transportes Velotax Limitada y a sus órganos de administración de una confianza fundada de estar 
obrando con apego a la ley en relación con los actos que ahora sirven de sustento para formar un 
expediente sancionatorio en su contra. 
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- En relación con la celebración de contratos con empresas que no se encontraban debidamente
habilitadas, se presenta una violación al principio de confianza legitima, dado que a pesar de que la
Superintendencia de Transporte tenía conocimiento de dichos contratos, tanto que fueron incluidos
dentro del plan de recuperación y mejoramiento presentado en virtud de la medida de sometimiento a
control. Sin embargo, en ningún de los informes de avance del plan de recuperación, la Resolución de
sometimiento, su prorroga y ampliación, ni en ninguna actuación realizada en los últimos seis años se
enunció el presunto incumplimiento en torno a la realización de dichos actos.

Aunado a lo anterior se señaló que, en consulta elevada a la Superintendencia de Transporte, se 
manifestó que para la celebración de dichos contratos no se requería autorización previa, dado que los 
mismos se realizaban en el marco del giro ordinario de los negocios. Adicionalmente, mediante oficio 
No. 20203000117241 del 26 de febrero de 2020, esta Entidad certificó el cumplimiento en el 100% del 
plan de recuperación y mejoramiento, en el cual únicamente glosó el termino de vigencia de los contratos 
de colaboración; por considerar que los mismos afectaban el balance financiero en los gastos operativos 
de la Cooperativa. La Cooperativa rindió las explicaciones a lugar y la Superintendencia informó un nivel 
de cumplimiento del 100% en esta actividad. 

- Frente a las inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados
Financieros, señalan que durante los últimos siete años y a pesar de que la Superintendencia examina
los Estados Financieros de la Cooperativa año a año, y conoce en detalle los contratos de colaboración
empresarial que ha suscrito la misma Cooperativa desde el año 2016, jamás se había advertido dicha
irregularidad, ni tampoco se había recomendado, sugerido, o conminado a la Cooperativa de Transportes
Velotax Limitada, a sus administradores, ni al revisor fiscal, para revisar la forma en que se reflejaba
contablemente los ingresos derivados de la existencia de los contratos suscritos.

De la misma manera, exponen que resulta igualmente reprochable y contrario al principio de buena fe 
de orden constitucional, que la Superintendencia, en ejercicio de su condición entidad de supervisión, 
vigilancia y control, imparta instrucciones a sus vigiladas, las cuales como es natural son acogidas, y en 
forma posterior, desconociendo sus mismas instrucciones, genere cargos por actos precisamente 
derivados de la aplicación de sus mismas instrucciones. 

Tal es el caso de la supuesta inconsistencia advertida por la Superintendencia en el pliego de cargos, 
numeral 3.23, en el cual se señaló una diferencia material en los Estados Financieros comparativos para 
los años 2019 y 2020. Sobre el particular, se expone que la supuesta diferencia proviene de la aplicación 
de la metodología de presentación de estados financieros ordenada por la Superintendencia mediante 
oficio 20203000255491 del 13 de mayo del 2020, en el cual se solicitó que los valores tanto activos, 
como pasivos, del rubro fondo de reposición se presenten totales sin llevar a cabo el neteo.  

Informan que para el año 2021, se presentaron los estados financieros comparativos 2019- 2020, bajo 
la metodología ordenada por la Superintendencia mediante Oficio 20203000255491 del 13 de mayo del 
2020. Como resultado de lo anterior, se produce una aparente diferencia en la cuenta de los activos para 
los periodos 2019 y 2020, que no es real, pues si se detallan las cuentas que lo componen estas 
coinciden en su totalidad, de modo que no se presenta una diferencia material alguna que obligue a re 
expresar los estados financieros. 

- Frente a la ausencia de autorización previa para solemnizar y registrar la reforma estatutaria se señala
que el Representante Legal de la Cooperativa, presentó ante la Superintendencia de Transporte
comunicación con radicado No. 20205320150632 del 17 de febrero, mediante la cual presentaba a
consideración de dicha entidad el detalle del proyecto de reforma a ser presentado ante la Asamblea de
Asociados a llevar a cabo el día 6 de marzo del 2020.

Exponen, que la Superintendencia incumplió el deber legal de atender las peticiones que se le presenten 
dentro del plazo que la ley le exige, al no dar trámite al documento radicado. De otro lado, manifiestan 
que sí bien la reforma requería autorización previa para su solemnización y registro, la Superintendencia 
fue informada sobre la voluntad de realizar la reforma estatutaria, poniendo de presente el cumplimiento 
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de la circular y remitiendo para tales propósitos el proyecto de reforma con la cual se evidencia la buena 
fe en el actuar por parte de la Cooperativa.  

8.2. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 

Dentro del plazo otorgado, los Investigados presentaron alegatos de conclusión mediante radicados 
20225340847532, 20225340847842, 20225340847882 y 20225340848352 del 17 de junio de 202240, en 
los cuales se reiteraron los argumentos expuestos en el escrito de descargos, y adicionalmente se 
pronunció en el siguiente sentido: 

i) La caducidad de la facultad sancionatoria- nulidad por falta de competencia: se argumentó que operó
la caducidad de la facultad sancionatoria respecto del cargo primero, esto es la celebración de contratos
para la prestación del servicio de transporte con empresas no autorizadas, la cual operó el 12 de julio de
2021, dando aplicación al término señalada en el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011.

ii) Violación al principio de legalidad �± nulidad por violación al debido proceso: se argumentó que el
cargo primero debe ser desestimado por cuanto no hay una norma legal que establezca una prohibición
de celebrar contratos para la prestación del servicio de transporte de carga con empresas no habilitadas,
de tal modo que no se ha incumplido la normatividad, así como tampoco se ha causado una lesión al
bien jurídico tutelado, en la medida que la Cooperativa ha mantenido la habilitación y ha dado
cumplimiento a todos los requisitos que se exigen para el desarrollo de la actividad.

Violación al principio de confianza legitima: se argumentó que la Superintendencia de Transporte tenía 
pleno conocimiento de los convenios celebrados por la Cooperativa para la prestación del servicio público 
de transporte de carga, de tal modo, que en consulta elevada a esta Entidad se señaló que no había 
lugar a impartir autorización previa para su celebración y se aprobó el 100% de la acción establecida en 
el plan de recuperación en torno a dicho hecho, de tal forma que con la formulación del cargo se viola el 
principio de confianza legitima por haber convalidado de forma expresa y tácita la celebración de los 
negocios jurídicos. 

Respecto del cargo segundo, en cuanto a la venta de inmuebles sin autorización previa del sometimiento 
a control, se señaló que operó la caducidad. Adicionalmente, se señaló que a la Cooperativa no le 
aplicaba la prohibición establecida en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, por cuanto las operaciones 
correspondían al giro ordinario de los negocios y, por lo tanto, no requería autorización previa de esta 
Entidad. A este respecto, señala que también se presenta violación al principio de legalidad y nulidad 
por violación al debido proceso.  

iii) Ausencia de lesividad: respecto del cargo segundo, se argumentó que hay ausencia de lesividad,
por cuanto el bien jurídicamente tutelado por el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, que establece la
obligación de solicitar autorización previa para enajenar inmuebles, en virtud del sometimiento a control,
es de orden económico. En tal sentido, debe tenerse en cuenta lo que expuso esta Entidad en Resolución
17809 del 27 de diciembre de 2021, mediante la cual se resolvió sobre el reconocimiento de los
presupuestos de ineficacia en torno a las enajenaciones efectuadas por la Cooperativa, en relación con
que las enajenaciones no generaron perjuicio a la organización.

Por tal razón, la Superintendencia debería reconocer la buena gestión llevada a cabo por los 
administradores por haber asegurado la continuidad de la actividad empresarial, aun cuando la situación 
financiera de la Cooperativa.  

iv) En relación con el cargo tercero, por la ausencia de autorización previa para solemnizar y registrar la
reforma estatutaria, se argumentó que existe violación del principio de legalidad, ausencia de
antijuricidad formal y nulidad por violación al debido proceso. Lo anterior, bajo el argumento que la
Superintendencia incumplió su deber legal de atender las peticiones en los términos señalados en la ley

40 Escrito de descargos, contenido en CD en folio 12672. 
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y en atención a su omisión pretende sancionar a terceros. Así mismo, señala que operó el silencio 
administrativo positivo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 79 de 1988. 

De otro lado señalan que de acuerdo con la Circular 30 de 2013, emitida por la Superintendencia de 
Transporte se creó una confianza legitima, en la medida que, según su interpretación, las únicas 
reformas estatutarias que debían someterse a autorización previa por parte de esta Entidad eran 
aquellas que requerían ser elevadas a escritura pública. No obstante, y a pesar de señalar no estar 
obligados al trámite de autorización, el representante legal actuó con transparencia y remitió el proyecto 
de reforma a los estatutos. 

v) En cuanto al cargo cuarto, inconsistencias en la información contable y en la revelación de estados
financieros, se reiteran los argumentos presentados en los descargos, en cuanto a falsa motivación por
error en la valoración probatoria, nulidad del acto administrativo, violación del principio de buena fe,
aplicación de la doctrina de la duda razonable, nulidad por violación al principio de confianza legitima.

vi) Respecto del cargo quinto, en relación con inconsistencias en la administración del fondo de
reposición, se presentan los argumentos de nulidad por falsa motivación, principio de necesidad de la
prueba y derecho al debido proceso, nulidad por violación al principio de irretroactividad de la ley.

vii) Se alegó la nulidad por falsa motivación por error de derecho de todo el acto administrativo mediante
el cual se formuló pliego de cargos, por cuanto, según su dicho, se aplica un régimen normativo diferente
al aplicable a las cooperativas.

viii) Se argumentó nulidad por abuso de poder, por cuanto la Superintendencia de Transporte funda las
presuntas infracciones que no existen, dado que no hay normas sustantivas que soporte el deber legal
de los administradores o tales actos se ejecutaron bajo una presunción de legitimidad basada en el
mismo proceder de la Superintendencia, o tal como se señaló, en caso de haber existido tales
infracciones, ya operó la caducidad para algunos de los cargos.

Adicionalmente, se señala que la Superintendencia ha actuado de forma abusiva desde la imposición de 
la medida de sometimiento a control, por cuanto, con las actuaciones contradictorias de esta Entidad se 
ha generado una inseguridad jurídica y una actitud pasiva y temerosa en su actuar por parte de los 
administradores. Sobre esto se manifestó que la Resolución por la cual se impuso la medida carece de 
motivación y debe ser de naturaleza temporal; sin embargo, la Superintendencia la estableció por término 
indefinido. Por último, se manifestó que no se ha obtenido respuesta de la Superintendencia de 
Transporte frente a las solicitudes de levantamiento de la medida, en atención a la calificación que se ha 
emitido frente al plan de recuperación y mejoramiento.  

Con el escrito de alegatos de conclusión se aportaron las siguientes pruebas: 

i. Poder otorgado por Rafael Aguilera González.
ii. Copia del oficio 20183000673401 del 26 de junio de 2018.
iii. Copia del oficio 20203000117241 del 26 de febrero de 2020.
iv. Copia de la Sentencia del Consejo Superior de la Judicatura del 30 de septiembre de 2015.
v. Copia de los derechos de petición presentados por parte de la Cooperativa de Transportes

Velotax Limitada.

8.3. CONSIDERACIONES FRENTE A LOS ARGUMENTOS DE LA DEFENSA 

Para efectos del pronunciamiento de fondo, el Despacho se pronunciará en el mismo orden en que 
fueron presentados los argumentos y sintetizados en el numeral octavo del presente acto administrativo. 

8.3.1. Presuntas irregularidades en el proceso administrativo sancionatorio, por la alegada indebida 
notificación del acto administrativo por el cual se dio apertura a la presente investigación 
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Los investigados indicaron que la notificación del acto administrativo, a través del cual se formularon 
los cargos dentro del expediente que nos ocupa, se realizó de manera irregular, lo que, en su criterio, 
comporta una violación del debido proceso, al no haber notificado dicho acto de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 56 y el numeral 1 del artículo 67 de la Ley 1437 de 2011. 

Lo anterior, considerando que el representante legal de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, 
no autorizó recibir notificaciones por correo electrónico, sino únicamente en forma personal, a la 
dirección Cra. 6. No. 21-34, Barrio el Carmen, de la ciudad de Ibagué (Tolima). Su argumento además 
indica que el representante legal de la Cooperativa no se encuentra autorizado ni cuenta con poder o 
autorización para recibir notificaciones en nombre de los miembros del Consejo de Administración. 

Para empezar, es importante señalar que el derecho fundamental al debido proceso se encuentra 
previsto en el artículo 29 de la Constitución Política, norma según la cual este �³�V�H���D�S�O�L�F�D�U�i a todas las 
�D�F�W�X�D�F�L�R�Q�H�V���M�X�G�L�F�L�D�O�H�V���\���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�V�´����limitando el poder del Estado y garantizando la protección de 
los derechos de los administrados, evitando las extralimitaciones de la autoridad, y que sus actuaciones 
se encuentren apegadas a la ley41.  

Esta garantía constitucional ha sido definida por la Corte Constitucional como �³�X�Q���F�R�Q�M�X�Q�W�R���G�H���J�D�U�D�Q�W�t�D�V��
previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la protección del individuo incurso 
en una actuación judicial o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se 
�O�R�J�U�H���O�D���D�S�O�L�F�D�F�L�y�Q���F�R�U�U�H�F�W�D���G�H���O�D���M�X�V�W�L�F�L�D�´42. 

A partir de lo anterior, el debido proceso administrativo, tradicionalmente considerado como un derecho 
de rango legal, se convirtió en una garantía fundamental, de la �F�X�D�O���³���«�����>�K�@�D�F�H�Q���S�D�U�W�H���G�H���O�D�V���J�D�U�D�Q�W�t�D�V��
del debido �S�U�R�F�H�V�R�� ���«���� �>�H�@�O�� �G�H�U�H�F�K�R�� �D�� �O�D�� �G�H�I�H�Q�V�D���� �H�Q�W�H�Q�G�L�G�R�� �F�R�P�R�� �H�O�� �H�P�S�O�H�R�� �G�H�� �W�R�G�R�V�� �O�R�V�� �P�H�G�L�R�V��
�O�H�J�t�W�L�P�R�V���\���D�G�H�F�X�D�G�R�V���S�D�U�D���V�H�U���R�t�G�R���\���R�E�W�H�Q�H�U���X�Q�D���G�H�F�L�V�L�y�Q���I�D�Y�R�U�D�E�O�H�����«����43�´�� 

Es claro que una de las principales garantías del debido proceso es el derecho a la defensa, siendo 
este la oportunidad para que toda persona vinculada a cualquier proceso o actuación judicial o 
administrativa, pueda ser oída, hacer valer las propias razones y argumentos, pueda controvertir, 
contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman 
favorables, así como de ejercitar los recursos que la ley otorga de tal forma que permita impedir la 
arbitrariedad de los agentes estatales y evitar la condena injusta, mediante la búsqueda de la verdad44. 

Señalado lo anterior, resulta pertinente analizar el argumento respecto de los presuntos vicios a los 
que hace referencia la defensa en relación con la notificación de la Resolución No. 1408 del 5 de mayo 
de 2022, con lo cual presuntamente se vulneró el derecho al debido proceso de los Investigados. 

En ese orden de ideas es pertinente anotar que, en efecto, como lo afirma el escrito de descargos, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 de la Ley 1437 de 201145, el acto administrativo mediante 
el cual se formulan cargos dentro de un procedimiento administrativo sancionatorio debe ser notificado 
personalmente a los investigados. Por su parte, respecto de la notificación electrónica el artículo 56 de 
la Ley 1437 de 201146 establece que las autoridades podrán notificar los actos administrativos por 
medios electrónicos siempre que el administrado acepte esta forma de dar publicidad. 

41 H. Corte Constitucional, Sentencia C-713 de 2012. 
42 H. Corte Constitucional, Sentencia C-341 de 2014.  
43 Sentencias de la Corte Constitucional T-442 de 1992 del 3 de julio de 1992, M.P: Simón Rodríguez. 
44 Sentencia de la Corte Constitucional C-025 de 2009 del 27 de enero de 2009. M.P: Rodrigo Gil Escobar. 
45 �³Artículo 47. Procedimiento administrativo sancionatorio. Los procedimientos administrativos de carácter sancionatorio no regulados por leyes 
especiales o por el Código Disciplinario Único se sujetarán a las disposiciones de esta Parte Primera del Código. Los preceptos de este Código se aplicarán 
también en lo no previsto por dichas leyes. 
Las actuaciones administrativas de naturaleza sancionatoria podrán iniciarse de oficio o por solicitud de cualquier persona. Cuando como resultado de 
averiguaciones preliminares, la autoridad establezca que existen méritos para adelantar un procedimiento sancionatorio, así lo comunicará al interesado. 
Concluidas las averiguaciones preliminares, si fuere del caso, formulará cargos mediante acto administrativo en el que señalará, con precisión y claridad, 
los hechos que lo originan, las personas naturales o jurídicas objeto de la investigación, las disposiciones presuntamente vulneradas y las sanciones o 
medidas que serían procedentes Este acto administrativo deberá ser notificado personalmente a los investigados. Contra esta decisión no procede recurso 
���«���´�� (Subraya fuera de texto). 
46 Artículo 56. Notificación electrónica. Las autoridades podrán notificar sus actos a través de medios electrónicos, siempre que el administrado haya 
aceptado este medio de notificación. 
Sin embargo, durante el desarrollo de la actuación el interesado podrá solicitar a la autoridad que las notificaciones sucesivas no se realicen por medios 
electrónicos, sino de conformidad con los otros medios previstos en el Capítulo Quinto del presente Título. 

��������������������������������������������������



 

RESOLUCIÓN No. DE Hoja No. 

�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�H�F�L�G�H���X�Q�D���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�y�Q���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�´ 

21 

Asimismo, es importante mencionar que el artículo 67 de la Ley 1437 de 201147 establece las reglas 
para la notificación personal, la cual puede realizarse por medio electrónico siempre que el interesado 
acepte ser notificado de esa forma. Adicionalmente, el artículo 6848 ejusdem menciona lo relativo a la 
citación para notificación personal, la cual puede ser enviada al correo electrónico que figure en el 
expediente o pueda obtenerse del registro mercantil cuando no hay otro medio más eficaz de informar 
al interesado. 

No obstante, lo previsto en la Ley 1437 de 2011, es preciso mencionar que conforme con el artículo 4 
del Decreto Legislativo No. 491 de 2020 el cual entró en vigencia en el marco del Estado de Emergencia 
Económica, Social y Ecológica generado por la pandemia de COVID- 19, se estableció la notificación 
de los actos administrativos por medios electrónicos hasta tanto permanezca vigente la emergencia 
sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección Social49, así:  

�³�$�5�7�,�&�8�/�2 4. Notificación o comunicación de actos administrativos. Hasta tanto 
permanezca vigente la Emergencia Sanitaria declarada por el Ministerio de Salud y Protección 
Social, la notificación o comunicación de los actos administrativos se hará por medios 
electrónicos. Para el efecto en todo tramite, proceso o procedimiento que se inicie será 
obligatorio indicar la dirección electrónica para recibir notificaciones, y con la sola radicación se 
�H�Q�W�H�Q�G�H�U�i���T�X�H���V�H���K�D���G�D�G�R���O�D���D�X�W�R�U�L�]�D�F�L�y�Q�´�� 

Dicha norma aplica a los procedimientos administrativos que iniciaron con posterioridad a su entrada 
en vigencia y deja plena claridad de que los actos administrativos, por las excepcionales circunstancias 
derivadas de la emergencia sanitaria, deben ser notificados por medios electrónicos. 

Asimismo, la norma planteó la forma en que operaría la notificación por medios electrónicos en relación 
con los procedimientos que ya se encontraban en trámite, imponiendo �X�Q���G�H�E�H�U���D���³�O�R�V���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�G�R�V�´����
de suministrar una dirección electrónica para efectos de notificaciones. Sobre el particular, es preciso 
señalar que en relación con la Cooperativa de Transporte Velotax LDTA, en el certificado de existencia 
y representación legal se encuentra registrada una dirección de correo electrónico para efectos de 
notificaciones, aunque es claro que el acto de apertura de la presente investigación sucedió con 
posterioridad a la entrada en vigencia del Decreto Legislativo No. 491 de 2020. 

De esta manera, el Despacho encuentra que la Resolución No. 1408 del 5 de mayo de 202250 fue 
notificada en el correo electrónico gerencia.general@velotax.com.co perteneciente a la Cooperativa 
de Transporte Velotax LDTA, la cual coincide con aquella registrada en el Certificado de Existencia y 
Representación Legal como correo de notificación, como se anotó previamente. 

La notificación quedará surtida a partir de la fecha y hora en que el administrado acceda al acto administrativo, fecha y hora que deberá certificar la 
�D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�F�L�y�Q�´�� 
47 �³�$�5�7�Ë�&�8�/�2�� �������� �1�2�7�,�)�,�&�$�&�,�Ï�1�� �3�(�5�6�2�1�$�/���ïLas decisiones que pongan término a una actuación administrativa se notificarán personalmente al 
interesado, a su representante o apoderado, o a la persona debidamente autorizada por el interesado para notificarse.  
 En la diligencia de notificación se entregará al interesado copia íntegra, auténtica y gratuita del acto administrativo, con anotación de la fecha y la hora, 
los recursos que legalmente proceden, las autoridades ante quienes deben interponerse y los plazos para hacerlo.  
El incumplimiento de cualquiera de estos requisitos invalidará la notificación.  
 La notificación personal para dar cumplimiento a todas las diligencias previstas en el inciso anterior también podrá efectuarse mediante una cualquiera de 
las siguientes modalidades:  
 1. Por medio electrónico. Procederá siempre y cuando el interesado acepte ser notificado de esta manera. 
 La administración podrá establecer este tipo de notificación para determinados actos administrativos de carácter masivo que tengan origen en 
convocatorias públicas. En la reglamentación de la convocatoria impartirá a los interesados las instrucciones pertinentes, y establecerá modalidades 
alternativas de notificación personal para quienes no cuenten con acceso al medio electrónico.
 2. En estrados. Toda decisión que se adopte en audiencia pública será notificada verbalmente en estrados, debiéndose dejar precisa constancia de las 
decisiones adoptadas y de la circunstancia de que dichas decisiones quedaron notificadas. A partir del día siguiente a la notificación se contarán los 
términos para la interposición de recursos. 
48 ARTÍCULO 68. CITACIONES PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL.�ïSi no hay otro medio más eficaz de informar al interesado, se le enviará una 
citación a la dirección, al número de fax o al correo electrónico que figuren en el expediente o puedan obtenerse del registro mercantil, para que 
comparezca a la diligencia de notificación personal. El envío de la citación se hará dentro de los cinco (5) días siguientes a la expedición del acto, y 
de dicha diligencia se dejará constancia en el expediente. (Destacado fuera de texto). 
Cuando se desconozca la información sobre el destinatario señalada en el inciso anterior, la citación se publicará en la página electrónica o en un lugar 
de acceso al público de la respectiva entidad por el término de cinco (5) días. 
49 De acuerdo con lo dispuesto en la Resolución No. 666 del 28 de abril de 2022, expedida por el Ministerio de Salud y Protección Social, la emergencia 
sanitaria por COVID-19, se prorrogó hasta el 30 de junio de 2022. 
50 Mediante la cual se abrió investigación y formuló pliego de cargos en contra de los señores Rodrigo Aguilar Valle, José Eiler Ruíz Vargas, Jairo Pinilla 
Pérez, Juan Javier Amaya, Jaime Alvarado Parra, Rafael Aguilera González, Stella Rodríguez González, Julio Cesar Beltrán Garzón, María Teresa 
Sepúlveda, Henry Molano y Nelly Calle Torres. 
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En el mismo sentido, es importante señalar que con ocasión del cargo imputado a los Investigados, se 
le concedió un plazo de quince (15) días hábiles contados a partir de la notificación del referido acto 
administrativo para presentar los descargos, aportar y/o solicitar las pruebas que pretendiera hacer 
valer, de conformidad con el inciso 3 del artículo 47 del Código de Procedimiento Administrativo y de 
lo Contencioso Administrativo, Ley 1437 de 2011, lo cual da cuenta del cumplimiento del derecho al 
debido proceso de los investigados, pues efectivamente estos presentaron sus descargos dentro del 
término otorgado. 

De hecho, es pertinente recordar que, dentro del escrito de descargos se dedicó un acápite 
denominado �³�'�(���/�$���2�3�2�5�7�8�1�,�'�$�'���/�(�*�$�/�´ en el cual se afirma con claridad que la �³���«�����5�H�V�R�O�X�F�L�y�Q��
de �I�R�U�P�X�O�D�F�L�y�Q���G�H���F�D�U�J�R�V���1�R���������������G�H�O�������G�H���P�D�\�R���G�H���������������«�����I�X�H���Q�R�W�L�I�L�F�D�G�>�D�@���D���O�D���&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D���G�H��
�7�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�V���9�H�O�R�W�D�[���/�L�P�L�W�D�G�D�����\���D���V�X���U�H�S�U�H�V�H�Q�W�D�Q�W�H���O�H�J�D�O�����«���´. Igualmente, es importante señalar que, 
en la introducción del memorial a través del cual se presentan los descargos, el abogado Helmuth 
Mauricio Gallego Sánchez, afirma actuar en calidad de apoderado de la Cooperativa de Transportes 
Velotax Limitada, así como de los investigados dentro del expediente, como se evidencia a 
continuación: 

�³�<�R�����+�(�/�0�8�7�+���0�$�8�5ICIO GALLEGO SÁNCHEZ, mayor de edad, domiciliado y residente en 
Bogotá D.C., identificado con Cédula de Ciudanía número 79.367.815 expedida en Bogotá D.C, 
y Tarjeta Profesional de abogado No. 67.811 expedida por el C.S de la J; actuando en mi calidad 
de ap�R�G�H�U�D�G�R���H�V�S�H�F�L�D�O���G�H���O�D���&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D���G�H���7�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�V���9�H�O�R�W�D�[���/�L�P�L�W�D�G�D�����«�����D�V�t���F�R�P�R���W�D�P�E�L�p�Q��
en mi condición de Apoderado de Rodrigo Aguilar Valle, persona mayor de edad, identificado 
con cédula de ciudadanía No. C.C. 19.145.178, en su calidad de representante legal de la 
Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, de Jairo Pinilla Pérez, persona mayor de edad, 
identificado con cédula de ciudadanía No. 6.034.237, y domiciliado en Ibagué de Juan Javier 
Amaya Grimald, persona mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 14.711.208, 
y domiciliado en Ibagué de Jaime Alvarado Parra, persona mayor de edad, identificado con 
cédula de ciudadanía No. 3.280.914, y domiciliado en Ibagué de Julio Cesar Beltrán, persona 
mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 93.386.132, y domiciliado en Ibagué; 
de Rafael Aguilera, persona mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 
79.040.261, y domiciliado en Ibagué; de Stella Rodríguez González, persona mayor de edad, 
identificada con cédula de ciudadanía No. 28.814.503, y domiciliada en Libano, de María Teresa 
Sepúlveda, persona mayor de edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 43.737.653, y 
domiciliada en Medellín; de Henry Molano, persona mayor de edad, identificado con cédula de 
ciudadanía No. 79.721.339, y domiciliado en Bogotá, de Nelly Calle Torres, persona mayor de 
edad, identificada con cédula de ciudadanía No. 39.694.393, y domiciliado en Ibagué en su 
calidad de Miembros Principales del Consejo de Administración y del señor José Eiler Ruíz 
Vargas, persona mayor de edad, identificado con cédula de ciudadanía No. 14.242.414, y 
domiciliado en Ibagué en su calidad de revisor fiscal, de la Cooperativa de Transportes Velotax 
Limitada, todo lo cual se acredita con el poder adjunto a mi conferido, y en el Certificado de 
�(�[�L�V�W�H�Q�F�L�D�� �\�� �5�H�S�U�H�V�H�Q�W�D�F�L�y�Q�� �/�H�J�D�O�� �H�[�S�H�G�L�G�R�� �S�R�U�� �O�D�� �&�i�P�D�U�D�� �G�H�� �&�R�P�H�U�F�L�R�� �G�H�� �,�E�D�J�X�p�� ���«���´��
(Subrayado y destacado fuera del texto original). 

En ese orden de ideas, es preciso indicar que en este caso resulta evidente que se cumplió con la 
función de la notificación a la luz del principio de eficacia, no solo en relación con la Cooperativa sino 
respecto de las personas naturales representadas por el apoderado pues la Resolución No. 1408 del 
5 de mayo de 2022 fue debidamente controvertida dentro del término legal por todos quienes son parte 
en la investigación. 

�³�$�� �O�D�� �O�X�]�� �G�H�� �O�D�� �H�I�L�F�D�F�L�D�� �±pero también de la transparencia, la publicidad, la economía y la 
celeridad�±, las altas cortes han considerado que la potestad de configuración legislativa le 
permite al Congreso acudir al diseño del sistema de notificación de las decisiones de manera 
compatible con los medios tecnológicos que estime más convenientes para cumplir los fines 
procesales; por ende, la notificación electrónica resulta ser un medio adecuado, idóneo y eficaz 
siempre que consulte la teleología que anima a las notificaciones como actos de comunicación 
procesal, cual es permitirles a los interesados el conocimiento oportuno de las decisiones con 
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miras al ejercicio de sus derechos de defensa y contradicción�5́1. (Subrayado fuera del texto 
original). 

Conforme con lo anterior, el apoderado de la defensa, quien además hoy promueve la solicitud objeto 
de análisis, al aclarar que tenía conocimiento de la existencia del acto administrativo y su contenido, 
aunado a su propia afirmación de haber sido notificado, constituye una conducta que permite concluir 
inequívocamente que la finalidad de la notificación se surtió, pues los Investigados tuvieron pleno 
conocimiento del acto administrativo que formuló cargos. 

En ese orden de ideas, fue justamente la notificación de dicha resolución lo que dio lugar a que los 
Investigados presentaran descargos y alegatos de conclusión. Al respecto, la Sección Primera de la 
Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, ha indicado lo siguiente: 

�³�$���S�D�U�W�L�U���G�H���O�R���S�U�H�Y�L�V�W�R���H�Q���H�V�W�D���G�L�V�S�R�V�L�F�L�y�Q���>�D�U�W�t�F�X�O�R�����������G�H���O�D���/�H�\�������������G�H�����������@�����H�V���F�L�H�U�W�R�����F�R�P�R��
lo afirma la recurrente, que los autos ���«��, debieron haber seguido el trámite de notificación 
personal, en concordancia con lo establecido en los artículos 67 y 68 del CPACA y, ante su 
fracaso, el trámite de notificación por aviso de que trata el artículo 69 ídem. En este sentido, el 
Auto núm. 000525 de 23 de abril fue notificado por estado núm. 0068 de 25 de abril de 2013, tal 
como lo ordenó su artículo tercero, y no hay prueba alguna de su notificación personal en los 
términos del artículo 104 de la Ley 1474. No obstante, tal omisión, el legislador previó que, en 
estos eventos, en los que la notificación no se hubiese realizado en debida forma o fuese 
irregular, dicha exigencia legal se entiende cumplida para todos los efectos, incluidos los propios 
del procedimiento verbal de responsabilidad fiscal, cuando el sujeto procesal, dándose por 
suficientemente enterado, se manifiesta respecto de la decisión o cuando él mismo utiliza en 
tiempo los recursos procedentes52�´�� (Subrayado fuera del texto original). 

Conforme con la mencionada cita jurisprudencial se entiende debidamente notificado el acto 
administrativo cuando el sujeto pasivo o destinatario se da por enterado del mismo, pronunciándose 
respecto de la decisión proferida por la autoridad administrativa. Asimismo, es importante señalar que 
sobre la eficacia de la notificación el Consejo de Estado ha indicado lo siguiente: 

�³�>�'�@�H�E�H���U�H�F�R�U�G�D�U�V�H���T�X�H���O�D���I�D�O�W�D���Ge notificación de un acto administrativo no lo torna en ilegal, sino 
que lo hace inoponible e ineficaz frente a quien(es) lo desconoce(n). Así lo puso de presente 
esta Sección en sentencias de 23 de agosto de 2012 y 14 de mayo de 2015, cuando manifestó: 
�³�«la falta de notificación no atenta contra la validez del acto administrativo, sino que afecta su 
�H�I�L�F�D�F�L�D�´�� �\�� �³�O�D�� �Q�R�� �Q�R�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q�� �G�H�O�� �D�F�W�R�� �H�V�� �X�Q�� �I�D�F�W�R�U�� �H�[�W�U�t�Q�V�H�F�R�� �T�X�H�� �V�y�O�R�� �S�X�H�G�H�� �J�H�Q�H�U�D�U�� �O�D�� �Q�R��
producción de efectos jurídicos y no es, por lo tanto, causal de nulidad, las cuales están 
�F�O�D�U�D�P�H�Q�W�H���V�H�x�D�O�D�G�D�V���H�Q���H�O���D�U�W�t�F�X�O�R���������G�H�O���&���&���$���´53. (Subrayado fuera del texto original). 

Conforme con lo anterior, se tiene que los Investigados y su apoderado conocieron de la existencia del 
acto administrativo que resolvió formular cargos, de forma que pudieron controvertirlo. En tal sentido, 
debe quedar claro que esta Entidad garantizó el debido proceso administrativo en cuanto al derecho 
de defensa, dando cumplimiento a los principios de publicidad, celeridad y eficacia que deben regir las 
actuaciones administrativas. Y tal como se vio, en estos tiempos de pandemia no se requiere de la 
autorización de los investigados para agotar la notificación de los actos administrativos en los correos 
electrónicos dispuestos para tal fin, lo cual resulta además de legal, del todo eficiente. 

8.3.2. En relación con las réplicas de caducidad y la pérdida de competencia 

Los investigados señalaron que operó la caducidad de la facultad sancionatoria respecto de los hechos 
endilgados en el cargo primero, por la presunta celebración de contratos de colaboración con empresas 
que no se encontraban habilitadas para prestar servicio de transporte, y el cargo segundo, presunta 
venta de inmuebles sin la previa autorización de la Superintendencia de Transporte en vigencia de la 

51 Procuraduría General de la Nación, Concepto No. 26647 de 25 de febrero de 2019. 
52 Sentencia del Consejo de Estado, Sección Primera, del 28 de enero de 2021, Radicación número: 25000-23-41-000-2014-00035-01. 
53 Sentencia del Consejo de Estado, Sección Primera, del 3 de noviembre de 2016, Radicación número 13001233100020010202301. 
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medida de sometimiento a control. Para el efecto indicó que el término de caducidad aplicable al 
procedimiento administrativo, son los tres (3) años que indica el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011. 

Es necesario exponer que, de manera reiterada, la jurisprudencia del Consejo de Estado ha señalado 
que la caducidad corresponde a una figura jurídica, de orden público, a través de la cual el legislador 
limita el espacio temporal en que toda persona puede acceder a la jurisdicción en ejercicio de su 
derecho de acción. Con esta, se evita que las situaciones jurídicas respecto de las cuales exista una 
controversia permanezcan indefinidas en el tiempo. De esta forma, una vez transcurrido el límite 
temporal dentro del cual es posible ejercer el derecho de acción, la caducidad opera como medio 
extintivo del mismo. 

Dada su importancia, el legislador empleó la figura como limitante a la facultad sancionatoria de la 
administración. Por lo tanto, la potestad de las autoridades administrativas para imponer sanciones 
como resultado de la comisión de conductas contrarias a la ley encuentra también restricciones. 

La consecuencia de incumplir el término de caducidad establecido en la ley, es calificar la decisión 
administrativa posterior al vencimiento como ilícita, toda vez que �³�>�H�@�Q���D�U�D�V���G�H���O�D���V�H�J�X�U�L�G�D�G���M�X�U�t�G�L�F�D���H�O��
Estado tiene un límite para ejercer el ius puniendi, fuera del cual las autoridades públicas no pueden 
iniciarlo o proseguirlo pues de lo contrario, incurren en falta de competencia por razón del tiempo y 
violación del artículo 121 de la Carta Política al ejercer funciones que ya no le están adscritas por 
vencimiento del término54�´��.  

Este límite temporal se encuentra, en primera medida, en la Ley 1437 de 2011, en el artículo 52, que 
establece 

�³�$�U�W�t�F�X�O�R�������� Caducidad de la facultad sancionatoria. Salvo lo dispuesto en leyes especiales, 
la facultad que tienen las autoridades para imponer sanciones caduca a los tres (3) años de 
ocurrido el hecho, la conducta u omisión que pudiere ocasionarlas, término dentro del cual el 
acto administrativo que impone la sanción debe haber sido expedido y notificado. Dicho acto 
sancionatorio es diferente de los actos que resuelven los recursos, los cuales deberán ser 
decididos, so pena de pérdida de competencia, en un término de un (1) año contado a partir 
de su debida y oportuna interposición. Si los recursos no se deciden en el término fijado en 
esta disposición, se entenderán fallados a favor del recurrente, sin perjuicio de la 
responsabilidad patrimonial y disciplinaria que tal abstención genere para el funcionario 
encargado de resolver. 

Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se contará desde el día 
�V�L�J�X�L�H�Q�W�H���D���D�T�X�H�O���H�Q���T�X�H���F�H�V�y���O�D���L�Q�I�U�D�F�F�L�y�Q���\���R���O�D���H�M�H�F�X�F�L�y�Q�´�������6�X�E�U�D�\�D�G�R���I�X�H�U�D���G�H�O���W�H�[�W�R���� 

Ahora, como lo establece el artículo en cita, para determinar el momento en el cual se inicia el conteo 
del término de tres años, se hace necesario calificar la conducta por factor de tiempo, es decir, si la 
misma se consumó en un solo instante, esto es, conducta instantánea, o, si la consumación de la misma 
se prolongó en el tiempo, es decir, conducta continuada; por lo que, en el primer caso los tres años se 
contabilizará a partir del día en que se desplegó la conducta; y en el segundo evento, cuando la 
conducta infractora cese. Al respecto el Consejo de Estado, consideró: 

�³El término de caducidad de la potestad sancionatoria de la Administración empieza a 
contarse desde la fecha en la cual se produzca la conducta reprochable. La falta se estructura 
cuando concurren los elementos fácticos que la tipifican, es decir, cuando se realiza el hecho 
previsto como infracción por las normas.  

���«�� 

54 OSSA ARBELÁEZ, Jaime. Derecho Administrativo Sancionador. Hacia una teoría general y una aproximación para su autonomía. Primera edición. 
Editorial Legis. Página 598.  
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Por tanto, la fecha que debe tenerse en cuenta para iniciar la contabilización de los tres años 
de que trata el artículo 38 del Código Contencioso Administrativo será aquella en la cual cesó 
la conducta y no la de su iniciación. 

���«�� 

Sobre el momento en que finaliza el término de caducidad para imponer las sanciones esta 
Sala ha estimado que es la notificación del acto sancionatorio lo que permite establecer si se 
obró oportunamente por parte de la Administración, independientemente de la interposición 
de los correspondientes recursos55�´�� 

No obstante, es importante mencionar que de acuerdo con lo establecido en la Ley 222 de 1995 �³�3�R�U��
la cual se modifica el Libro II del Código de Comercio, se expide un nuevo régimen de procesos 
�F�R�Q�F�X�U�V�D�O�H�V�� �\�� �V�H���G�L�F�W�D�Q�� �R�W�U�D�V�� �G�L�V�S�R�V�L�F�L�R�Q�H�V���D�S�O�L�F�D�E�O�H�V�´ las atribuciones de supervisión subjetiva de 
competencia de la Superintendencia de Transporte incluyen los aspectos jurídicos, contables, 
económicos, y administrativos de los vigilados. 

En ese orden de ideas, es relevante indicar que este caso el cargo formulado está relacionado con las 
actividades de administración ejecutadas por los miembros del Consejo de Administración de la 
COOPERATIVA DE TRANSPORTES VELOTAX LIMITADA a la cual aplica el término de prescripción 
de cinco (5) años establecido en el artículo 235 de la Ley 222 de 1995, así:  

�³�$�5�7�,�&�8�/�2�� ���������� �7�(�5�0�,�1�2�� �'�(�� �3�5�(�6�&�5�,�3�&�,�Ï�1�� Las acciones penales, civiles y 
administrativas derivadas del incumplimiento de las obligaciones o de la violación a lo 
previsto en el Libro Segundo del Código de Comercio y en esta ley, prescribirán en cinco 
años�����V�D�O�Y�R���T�X�H���H�Q���p�V�W�D���V�H���K�D�\�D���V�H�x�D�O�D�G�R���H�[�S�U�H�V�D�P�H�Q�W�H���R�W�U�D���F�R�V�D�´����(Destacado fuera de 
texto). 

De la norma antes transcrita, se desprende que la ley consagró un término especial de prescripción o 
más exactamente de caducidad de cinco años para las acciones penales, civiles y administrativas a 
que haya lugar por el incumplimiento de las obligaciones que la misma indica o de la violación de la 
ley, salvo la excepción que ésta indica. 

Sobre este tema, ha precisado la doctrina de la Superintendencia de Sociedades que: 

�³�6�H���W�U�D�W�D�����«�����G�H���D�T�X�H�O�O�D�V���R�E�O�L�J�D�F�L�R�Q�H�V���T�X�H���H�P�D�Q�D�Q���G�L�U�H�F�W�D�P�H�Q�W�H���G�H�O���L�Q�F�X�P�S�O�L�P�L�H�Q�W�R���G�H���O�R�V��
postulados legales a que deben sujetarse las sociedades comerciales en su formación, 
funcionamiento o derivadas de su existencia misma, para con terceros o las autoridades 
estatales encargadas de su inspección, vigilancia y control, previstos de manera general en 
el Libro Segundo del Código de Comercio y en la misma ley. Es que unas son las obligaciones 
que adquiere una sociedad como sujeto con capacidad legal para contratar y en desarrollo 
de su objeto social, y otras las que la ley le impone cumplir derivadas del régimen general de 
�V�R�F�L�H�G�D�G�H�V���F�R�P�H�U�F�L�D�O�H�V���\���G�H���S�U�R�F�H�G�L�P�L�H�Q�W�R�V���P�H�U�F�D�Q�W�L�O�H�V�´56. 

Conforme con lo expuesto, es importante realizar la aclaratoria de que si bien la norma hace referencia 
al fenómeno de la prescripción debe entenderse que se trata de un término de caducidad pues de lo 
que se trata es de la posibilidad temporal del ejercicio de una acción administrativa, en virtud del 
incumplimiento de las obligaciones o de la violación a lo previsto en el Libro Segundo del Código de 
Comercio.  

En la aplicación de las normas es preciso señalar que se puede presentar un conflicto normativo entre 
lo dispuesto en el artículo 52 del CPACA y lo dispuesto en el artículo 235 de la Ley 222 de 1995, en 
cuanto al término de prescripción de la facultad administrativa.  

55 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Sentencia del 18 de septiembre de 2003. Expediente: 25000-23-24-
000-2001-9130-01(13353). Consejera Ponente: Ligia López Díaz. 
56 Oficio 220-38015, Septiembre 14 de 2001 
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Esto resulta importante debido a que como lo precisó la Corte Constitucional57, frente a aparentes 
conflictos normativos como los que surgen entre estas dos disposiciones, será necesario acudir a los 
criterios hermenéuticos del siguiente modo. Para comenzar, deberá emplearse (i) el criterio jerárquico, 
según el cual la norma superior prima o prevalece sobre la inferior; (ii) en segundo lugar, deberá 
utilizarse el criterio cronológico, que reconoce la prevalencia de la norma posterior sobre la anterior, lo 
que quiere decir que en caso de incompatibilidad entre dos normas de igual jerarquía expedidas en 
momentos distintos debe preferirse la posterior en el tiempo; y finalmente, será necesario acudir a (iii) 
el criterio de especialidad, según el cual la norma especial prima sobre la general.  

Respecto a este último criterio, la Corte Constitucional ha sostenido que, en tales casos, no se est�i�“ 
propiamente ante una antinomia o conflicto entre normas, en razón a que se entiende que la norma 
general se aplica a todos los campos con excepción de aquel que es regulado por la norma especial, 
con lo cual las mismas difieren en su ámbito de aplicación.  

Es precisamente esta última interpretación la acogida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca58, 
que, en cita de lo decidido por la Sección Primera del Consejo de Estado, determin�y mediante sentencia 
del 3 de junio de 2020 que el artículo 235 de la Ley 222 ostenta un grado de especialidad relativo a las 
sanciones administrativas en el régimen de sociedades. En razón a esta especialidad, el Tribunal 
concluyó que el término de cinco (5) años debía aplicarse a las acciones administrativas derivadas del 
incumplimiento a lo previsto en la Ley 222 de 1995 y Libro Segundo del Código de Comercio y nótese 
que es mismo artículo 52 de la Ley 1437 de 2011 el texto que comienza a reconocer la prevalencia de 
esta normatividad especial. 

De hecho, como lo señaló el Consejo de Estado59 �³del estudio de los artículos 83, 84 y 85 de la Ley 
222 de 1995 se desprende que las demás atribuciones de la Superintendencia de Sociedades no tienen 
caducidad y/o término de prescripción, pues las mismas son de carácter ocasional, permanente o 
transitorio y, por ende, pueden ser ejercidas en cualquier momento, de oficio cuando las circunstancias 
as�t�' lo ameriten, o a petición de parte interesada, siempre que se den los presupuestos para cada una 
�G�H���H�O�O�D�V�´���� 

En apego a los argumentos expuestos es claro que, en desarrollo de sus atribuciones de inspección, 
vigilancia y control, la Superintendencia de Transporte actuó conforme con las disposiciones normativas 
vigentes, toda vez que como se expuso anteriormente, el término de caducidad aplicable al presente 
proceso administrativo, por tratarse de hechos que presuntamente resultan violatorios de lo establecido 
en la Ley 222 de 1995 en cuanto a los deberes de los administradores y las prohibiciones propias del 
sometimiento a control, se encuentra señalado en el artículo 235 ibidem. 

Así las cosas, es claro que esta Entidad cuenta con el término de cinco (5) años para iniciar las acciones 
administrativas derivadas del presunto incumplimiento de lo previsto la Ley 222 de 1995.  Por lo tanto, 
no le asiste razón a los Investigados cuando afirman que operó la caducidad en los siguientes casos: 

- La conducta constitutiva de la presunta infracción fue la prestación del servicio público de transporte
con empresas que no se encontraban habilitadas, en este caso, con las empresas Veloentregas S.A.S.,
Velopostal S.A.S., Logística Regional Tolima S.A.S., Velocaribe S.A.S., y Veloenvíos S.A.S. Al
respecto, la defensa señala que Superintendencia de Transporte conocía sobre la celebración de los
contratos, tanto que en se señaló por esta Entidad que los contratos permanecieron vigentes hasta el
12 de julio de 2018, fecha en la cual habrían cesado los efectos de la conducta constitutiva de infracción.

De tal forma, exponen los Investigados que frente a la celebración de los contratos con empresas que 
no se encontraban debidamente habilitadas, operó la caducidad, pues ya han transcurrido más de tres 
(3) años (término a que se refiere el artículo 52 de la Ley 1437 de 2011) desde que la Superintendencia

57 Corte Constitucional, Sentencia C-439 de 2016, M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
58 COLOMBIA. Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Primera Subsección ���$�´�����6�H�Q�W�H�Q�F�L�D��Radicación No.:11001- 3334-003-2016-00292-01 
(3 de julio de 2020). M.P: Doctora Claudia Elizabeth Lozzi Moreno.  
59Sentencia de 2 de noviembre de 2006, expediente nro. 25000-2324-000-2003-00022-01, demandante: Eduardo López Obregón, demandado: 
Superintendencia de Sociedades, Consejero ponente Doctor Rafael E. Ostau De Lafont Pianeta. 
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tuvo conocimiento de los contratos, esto es el 17 de marzo de 2016, fecha del acto administrativo de 
sometimiento a control, como desde la fecha en que cesó la conducta infractora, esto es el 12 de julio 
de 2018, momento en el cual los contratos fueron terminados. 

Respecto de este argumento es preciso indicar que, de la revisión de la Resolución 8374 de 2016, 
mediante la cual se ordenó el sometimiento a control de la Cooperativa de Transportes Velotax 
Limitada, no se encuentra mención alguna a los contratos que dieron origen al presente cargo. 

De la revisión de este, se evidenció que la Entidad tenía conocimiento sobre la celebración de los 
contratos desde la visita realizada el 14 de diciembre de 2016 en la cual se recaudó la información que 
sirvió de sustento para emitir la Resolución 6353 del 17 de marzo de 2017, con la cual se ampliaron las 
causales que dieron origen al sometimiento a control, lo que no quiere decir que por ello la presunta 
infracción no pueda ser objeto de investigación. Así, se estableció en dicho acto administrativo que: 

�³El vigilado suscribió contratos o convenios de cooperación para el transporte de carga a un plazo 
de diez (10) años, respecto a esta acción contractual sería importante que la cooperativa 
explicará las razones que llevaron a tomar esta decisión, que afecta directamente el balance 
�I�L�Q�D�Q�F�L�H�U�R���H�Q���J�D�V�W�R�V���R�S�H�U�D�W�L�Y�R�V�����H���L�Q�J�U�H�V�R�V���U�H�F�L�E�L�G�R�V���S�R�U���W�H�U�F�H�U�R�V�´�� 

Ahora bien, debe tenerse en cuenta, como lo expresan los Investigados, que el artículo 52 de la Ley 
1437 �G�H���������������H�V�W�D�E�O�H�F�H���T�X�H���³Cuando se trate de un hecho o conducta continuada, este término se 
contará desde el diá siguiente a aquel en que cesó la infracción y/o la ejecución�´����Para este Despacho 
es claro que la prestación del servicio público de transporte terrestre autormotor de carga a través de 
las empresas que presuntamente no se encontraban debidamente habiltidas finalizó con la terminación 
de los contratos, esto es el 18 de julio de 2018, fecha a partir de la cual se empieza a contar el término 
de caducidad, esto es cinco (5) años,. 

No obstante, si se insiste en que el conteo del término de caducidad inicia desde la fecha en que esta 
Entidad tuvo conocimiento de los hechos que constituyen la presunta infracción, es claro que aún no 
ha operado la caducidad de la facultad sancionatoria, pues se desarrolla dentro de los cinco (5) años 
que dispone el artículo 235 de la Ley 222 de 1995, teniendo en cuenta la suspensión de términos 
señalado en el numeral 7.2.2. de este acto adminsitrativo.  

En relación con la enajenación de los inmuebles de propiedad de la cooperativa sin autorización previa 
de la Superintendencia de Transporte por tratarse de operaciones por fuera del giro ordinario de los 
negocios, los Investigados centran su argumento en señalar que la compraventa y dación en pago son 
conductas de ejecución instantánea, las cuales se reputan perfeccionadas en el momento en que la 
escritura pública es inscrita en la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos. Por su naturaleza de 
consolidadora del derecho de dominio en cabeza de un sujeto de derecho, de acuerdo con los artículos 
754 y siguientes del Código Civil, la tradición es siempre de carácter instantáneo. 

Señalan, que en ese sentido debe entenderse que respecto del negocio jurídico celebrado frente al 
inmueble identificado con la matricula inmobiliaria 200-55646 de la Oficina de Registros Públicos de 
Neiva, la caducidad operó el 31 de mayo de 2019, teniendo en cuenta que la inscripción de la venta en 
el registro público se realizó el 31 de mayo de 2016.  

En atención de lo expuesto por los Investigados, es preciso señalar que para esta Entidad no está en 
discusión ni presenta duda el carácter de ejecución instantánea de la tradición o de la realización del 
negocio jurídico per se, y es así que la conducta reprochada es el desconocimiento de forma reiterada 
por parte de los administradores de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada de la obligación 
que impone la medida de sometimiento a control de solicitar autorización para realizar actos que 
impliquen la transferencia de bienes propiedad de la organización sometida a ese grado de supervisión. 

De tal modo que la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada celebraron, en un corto periodo de 
tiempo, dos negocios jurídicos que implicaron la transferencia de inmuebles propiedad de la 
cooperativa, con el consentimiento de los miembros del Consejo de Administración y el Representante 
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Legal sin que ninguno haya advertido que dichas operaciones podían constituir un incumplimiento de 
lo dispuesto en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995. 

Así las cosas, este Despacho evidenció respecto de la venta del inmueble identificado con matrícula 
inmobiliaria 200-55646 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Neiva y la dación en pago 
de los inmuebles identificados con matrícula inmobiliaria 50C-1253692 y 50C- 1253622 de la Oficina 
de Registro de Instrumentos Públicos de Bogotá, que: (i) la operación no era del giro ordinario de los 
negocios; (ii) no se solicitó autorización previa a la Superintendencia de Transporte para su realización, 
contrariando lo dispuesto en el numeral 4 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995; y (iii) que tanto el 
representante legal como los miembros del consejo de administración estaban enterados de la medida 
de sometimiento a control y aun así consintieron su realización, presuntamente, actuando en contravía 
de la ley. 

Respecto del término de caducidad debe tenerse en cuenta que los negocios jurídicos se entienden 
perfeccionados así: 

- El 31 de mayo de 2016, fecha en la cual se inscribió60 en el folio de matrícula inmobiliaria 200-55646
de la ORIP de Neiva la Escritura Pública 1112 en la Notaria Primera del Círculo de Ibagué61, que
contiene la venta del inmueble identificado con matrícula inmobiliaria 200-55646.

- El 25 de noviembre de 2016, fecha en la cual se inscribió en los folios de matrícula inmobiliaria: 50C-
1253692 y 50C- 1256322 de la ORIP de Bogotá62, la Escritura Pública 262063 otorgada en la Notaria 4
del Círculo de Ibagué que contiene la dación en pago los inmuebles identificados con matrícula
inmobiliaria: 50C-1253692 y 50C- 1253622.

Al respecto, es preciso señalar que el Consejo de Estado, ha sostenido que �³las conductas de ejecución 
sucesiva se prolongan en el tiempo, lo que significa que la comisión de la conducta objeto de 
investigación tiene el carácter de permanente o continuada, de tal suerte que la facultad sancionatoria 
de la administración debe computarse a partir de la comisión o realización del último acto de 
ejecución�6́4. 

Como bien lo señaló el apoderado de los Investigados, las conductas de ejecución sucesiva son 
aquellas en las cuales además de la sucesión de actos o de hechos, existe una unidad de propósito 
que constituye una única conducta sancionable, de tal modo, que aun cuando existe periodos de tiempo 
entre la realización de una u otra conducta, ambas constituyen la infracción a la normatividad que 
establece trámites especiales y requisitos adicionales para cuando el prestador del servicio público de 
transporte se encuentra sometido a control por parte de la Autoridad que ejerce la supervisión subjetiva. 

En ese orden de ideas, aun cuando las operaciones se reputaron perfectas en distintos momentos, 
ambas constituyen la conducta sancionable, que es la realización de operaciones que implicaron la 
enajenación de bienes de propiedad de la Cooperativa, en el marco del sometimiento a control, sin 
autorización previa y por fuera del giro ordinario de los negocios; por lo cual se debe tomar como  
referencia la fecha de la última infracción, esto es el 25 de noviembre de 2016, lo cual, con la adición 
de la suspensión de términos, determina que esta Entidad no ha perdido la facultad sancionatoria para 
pronunciarse sobre dichos hechos, como se verá a continuación: 

ESPACIO EN BLANCO 

60 Cfr. Folios 6693 a 6696 
61 Folios 5241 a 5245 y 6697 a 6702 
62 Folios 10181 al 10188  
63 Folios 6382 a 6388 
64 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Quinta, Sentencia 2500023-24-000-2012-00788-01. C.P. Carlos Moreno.  
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Hecho 
Fecha del 

hecho 

Prescripción 5 
años (Art. 235 
Ley 222/95) 

Suspensión 
de 

Términos 

Fecha de 
prescripción 

final 
Venta de los inmuebles 
con matrícula 
inmobiliaria 50C-1253692 
y 50C- 1253622 

25 de noviembre 
de 2016 

24 de 
noviembre de 
2021 

+ 6 meses y
27 días

23 de junio de 
2022 

Luego, de lo que se trata en este punto es de establecer si la medida de sometimiento a control ha sido 
o no inobservada por parte de los investigados, razón por la cual las actuaciones que se reprochan
deben de ser analizadas de forma conjunta y sistemática, dentro de este contexto, con el fin de
evidenciar si los directivos de la Cooperativa permitieron y/o tramitaron la enajenación de bienes
inmuebles de forma consistente y reiterada, por fuera del giro ordinario de sus negocios.

8.3.3. Respecto de la alegada nulidad del acto administrativo de formulación de cargos por falsa 
motivación y violación del principio de legalidad 

Los Investigados afirman que existe falsa motivación en general en el pliego de cargos, y, en especial, 
en relación con el cargo primero (por la presunta celebración de contratos de colaboración con 
empresas que no se encontraban habilitadas para prestar servicio de transporte), el cargo cuarto 
(Inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros), y cargo quinto 
(Inconsistencias en la administración del fondo de reposición). 

De esta manera se realiza un reproche general en el sentido de indicar que la Resolución 1408 del 5 
de mayo de 2022 adolece de nulidad por falsa motivación por error de derecho. Para fundamentar su 
argumentó la defensa manifestó que la Superintendencia de Transporte erradamente sustentó el inicio 
de la presente actuación administrativa (artículo 85) y la imputación de responsabilidad a los 
administradores y a la revisoría fiscal de la Cooperativa, en las disposiciones estipuladas en la Ley 222 
de 199565 en concordancia con lo preceptuado en el artículo 158 de la Ley 79 de 1988.  

Lo anterior, según se dice, configuró una falsa motivación por error de derecho, ya que dicha autoridad 
�³�G�H�E�L�y�� �D�F�X�G�L�U�� �S�U�L�P�H�U�D�P�H�Q�W�H�� �D�� �O�D�V�� �Q�R�U�P�D�V�� �G�H�O�� �F�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�L�V�P�R���� �\�� �V�R�O�R�� �H�Q�� �I�R�U�P�D�� �U�H�V�L�G�X�D�O���� �V�L�� �H�V�W�D�V�� �Q�R��
contuvieran un régimen legal aplicable, podría haber acudido a las normas societarias, y dar aplicación 
a las mismas, siempre que estas no fueren contrarias al régimen de las cooperativas, en virtud de la 
remisión normativa que contiene el artículo 158 de l�D���/�H�\���������G�H�������������´66 Por ende, el régimen jurídico 
de responsabilidad aplicable a los administradores de las cooperativas está contenido en la Leyes 79 
de 1988 y 454 de 1998.  En efecto tales normas de carácter especial contienen la definición de los 
órganos de administración, las funciones delegadas a cada uno, formas de elección, y finalmente el 
régimen de responsabilidad y régimen sancionatorio aplicable a los mismos67 

Así, se continuó expresando que los artículos 153 y siguientes de la Ley 79 de 1988 determinan el 
régimen sancionatorio aplicable a los órganos de administración y vigilancia de las cooperativas y 
resalto que el órgano competente para aplicar las sanciones descritas en dicha normativa es el Consejo 
Administrativo Nacional de Cooperativa (hoy Departamento Administrativo de la Economía Solidaria). 

También se indicó que la Superintendencia de Transporte imputa responsabilidad solidaria al 
representante legal y al Consejo de Administración por actos que no le son propios a sus facultades 
legales y estatutarias. �³�7�D�O���H�V���H�O���F�D�V�R���G�H���O�D���D�S�U�R�E�D�F�L�y�Q���G�H���O�D�V���U�H�I�Rrmas estatutarias68, las autorizaciones 

65 Artículos 22, 23 y 24. 
66 Escrito de descargos, contenido en CD en folio 12672. 
67 Para sustentar dicha afirmación, trae a colación los artículos 148, 149 y 153 y siguientes de la Ley 79 de 1988.  
68 Asamblea General de Asociados del 6 de marzo de 2020, según consta en acta No. 84 

��������������������������������������������������



 

RESOLUCIÓN No. DE Hoja No. 

�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�H�F�L�G�H���X�Q�D���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�y�Q���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�´ 

30 

para enajenar bienes inmuebles69, y la aprobación de estados financieros, decisiones todas estas 
�D�G�R�S�W�D�G�D�V���S�R�U���O�D���$�V�D�P�E�O�H�D���G�H���$�V�R�F�L�D�G�R�V���H�Q���H�M�H�U�F�L�F�L�R���G�H���V�X�V���I�X�Q�F�L�R�Q�H�V���O�H�J�D�O�H�V���\���H�V�W�D�W�X�W�D�U�L�D�V���´70  

Lo anterior, teniendo en cuenta que dichos órganos solo fungen como ejecutores de las decisiones que 
fueron aprobadas en su momento por la Asamblea General de Asociados, por lo que la 
Superintendencia debió iniciar acción de responsabilidad en contra de los asambleístas que adoptaron 
las decisiones con las que presuntamente se violó el ordenamiento jurídico.  

Igualmente se manifestó que, �³�H�O�� �U�p�J�L�P�H�Q�� �G�H�� �U�H�V�S�R�Q�V�D�E�L�O�L�G�D�G�� �V�R�O�L�G�D�U�L�D�� �H�[�L�J�H�� �I�X�H�Q�W�H�� �O�H�J�D�O�� �T�X�H�� �O�R��
consagre, y que, en todo caso, una norma de esta naturaleza, de ninguna manera puede llegar a 
�D�S�O�L�F�D�U�V�H���H�Q���I�R�U�P�D���H�[�W�H�Q�V�L�Y�D���R���D�Q�D�O�y�J�L�F�D���F�R�P�R���O�R���S�U�H�W�H�Q�G�H���O�D���6�X�S�H�U�L�Q�W�H�Q�G�H�Q�F�L�D���´ 71 Por ello, bajo las 
normas de interpretación de la ley que contiene el ordenamiento jurídico vigente, no es posible por vía 
extensiva o de interpretación analógica aplicar una ley que imponga la responsabilidad solidaria a 
personas o eventos no contenidas en ella. 

Finalizó la defensa expresando que la Superintendencia de Transporte omitió vincular a la Junta de 
Vigilancia al proceso administrativo sancionatorio, máxime si se tiene en cuenta que es el mencionado 
órgano quien por expresa disposición de Ley, es el que �W�L�H�Q�H���E�D�M�R���V�X���F�D�U�J�R���³velar porque los actos de 
los órganos de administración se ajusten a las prescripciones legales, estatutarias y reglamentarias y 
en especial a los principios cooperativos, e informar a los órganos de administración, al revisor fiscal y 
al organismo de control estatal sobre las irregularidades que existan en el funcionamiento de la 
cooperativa y presentar recomendaciones sobre las medidas que en su concepto deben adoptarse�´�� 

Frente a los argumentos presentados por los investigados en relación con el régimen jurídico aplicable 
a la actuación administrativa sancionatoria, es preciso señalar lo siguiente: 

i.De acuerdo con la providencia del 25 de septiembre de 2001 proferida por el Sala plena de lo
�&�R�Q�W�H�Q�F�L�R�V�R���$�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R���G�H�O���&�R�Q�V�H�M�R���G�H���(�V�W�D�G�R���� �V�H���G�H�W�H�U�P�L�Q�y���T�X�H���³las facultades de inspección,
vigilancia y control de la primera -se refiere a la Superintendencia de Transporte- se ejercen sobre las
sociedades con o sin ánimo de lucro que presten el servicio público de transporte de manera general e
integral, es decir, tanto en el ámbito objetivo (prestaciones del servicio) como subjetivo (aspectos
societarios�����´72

En ejercicio de dichas facultades, la Cooperativa de Transporte Velotax Ltda. se encuentra sometida al 
grado de supervisión de control de forma indefinida por parte de la Superintendencia de Transporte, 
esto, conforme lo resuelto mediante Resolución 58725 del 27 de octubre de 201673, lo cual, habilita a 
esta Autoridad para hacer uso de las facultades estipuladas en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, en 
especial las señaladas en los numerales 4 y 5 (en cuanto a la posibilidad que tiene esta Entidad para 
remover los administradores, revisor fiscal o empleados, según sea el caso, o conminar bajo apremio 
de multas en caso de que se adviertan actos contrarios a la ley, los estatutos o las decisiones del 
máximo órgano social), para iniciar la actuación administrativa sancionatoria, que se surtió mediante la 
Resolución 1408 del 5 de mayo de 2022.  

ii. En cuanto al supuesto error de derecho es preciso señalar que, en relación con los elementos
esenciales de los actos administrativos, el Consejo de Estado ha expresado que:

�³�(�O�� �D�F�W�R��administrativo, como expresión de la voluntad administrativa unilateral encaminada a 
producir efectos jurídicos a nivel general y/o particular y concreto, se forma por la concurrencia 
de elementos de tipo subjetivo (órgano competente), objetivo (presupuestos de hecho a partir de 
un contenido en el que se identifique objeto, causa, motivo y finalidad, y elementos esenciales 

69 Asamblea General de Asociados del 3 de marzo de 2016, según consta en acta No. 78. 
70 Escrito de descargos, contenido en CD en folio 12672. 
71 Escrito de descargos, contenido en CD en folio 12672. 
72 Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Radicado No. C-746. Sentencia del 25 de septiembre de 2001. C. P. Alberto Arango 
Mantilla.  
73 Folios 6354 a 6358 del expediente. 
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referidos a la efectiva expresión de una voluntad unilateral emitida en ejercicio de la función 
administrativa) y formal (procedimiento �G�H���H�[�S�H�G�L�F�L�y�Q���������«���´74 

Ahora bien, en relación con la falsa motivación de los actos administrativos proferidos por las 
autoridades administrativas, la jurisprudencia ha precisado que este fenómeno jurídico se configura 
cuando �³�O�R�V���K�H�F�K�R�V���V�R�Q���I�D�O�V�R�V�����E�L�H�Q��porque nunca ocurrieron o se describen de forma distinta a como 
ocurrieron, y cuando los hechos ocurridos se aprecian erróneamente, porque no tienen el alcance ni 
producen los efectos que les da el acto administrativo, o no corresponden a los supuestos descritos en 
las normas que aquél invoca.�7́5 (subrayado fuera de texto) 

Lo anterior permite inferir que dicho vicio, predicable de los actos expedidos por la administración, 
puede presentarse cuando hay errores de hecho o de derecho en los motivos, �³�(�O���H�U�U�R�U���G�H���K�H�F�K�R���R�F�X�U�U�H��
cuando no existe el motivo que soporta el acto administrativo y el error de derecho cuando el motivo 
invocado sí existió materialmente, pero fue mal aprec�L�D�G�R���R���L�Q�W�H�U�S�U�H�W�D�G�R���S�R�U���H�O���I�X�Q�F�L�R�Q�D�U�L�R���´76 

En consideración de lo expuesto, es preciso señalar que esta Superintendencia no desconoce el 
régimen normativo aplicable a las cooperativas, dentro de estas, la Leyes 79 de 1988 y 454 de 1998, 
de modo que en la Resolución 1408 del 5 de mayo de 2022 se incluyó en el marco normativo las 
disposiciones allí contenidas en cuanto a la responsabilidad de los administradores.  

No obstante, comoquiera que la legislación cooperativa no se ocupó de regular a cabalidad el tema77, 
es necesario acudir, por expresa remisión del artículo 158 de la Ley 79 de 198878, a lo establecido en 
la Ley 222 de 1995 respecto de los deberes de los administradores, que en ningún caso resultan 
contrarias o excluyentes a las disposiciones establecidas en las normas cooperativas, sino que son 
complementarias.  

La aplicabilidad del régimen de responsabilidad de los administradores de la Ley 222 de 1995, a los 
administradores de organizaciones del sector cooperativo es un criterio ya decantado por las 
autoridades de supervisión del sector solidario; tal postura se expone públicamente por la 
Superintendencia de la Economía Solidaria en su guía para entidades supervisadas79 de la siguiente 
forma:  

�³Responsabilidades 

Los administradores o directivos serán responsables en conjunto por las violaciones de la ley, 
estatutos y reglamentos. Varias normas definen las responsabilidades de los administradores.  
Ley 79/88 - Artículo 149  

Los miembros del consejo de administración y el gerente serán responsables por violación de la 
ley, los estatutos o los reglamentos. Los miembros del consejo serán eximidos de 
responsabilidad mediante la prueba de no haber participado en la reunión o de haber salvado 
expresamente su voto. Circular Básica Jurídica. Título V, Cap. VI Responden personal y 
solidariamente por el incumplimiento de las obligaciones (funciones) que les imponen la ley y los 
estatutos.  

Ley 222/95 

74 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. Radicado No. 11001-03-27-000-2013-00007-00. Sentencia del 12 de octubre 
de 2017. C. P. Stella Jeannette Carvajal Basto. 
75 Ibidem.  
76 Ibidem.  
77 Ni siquiera el artículo 5 de la Ley 79 de 1988 al hacer alusión a los principios cooperativos, refiere o regula aspecto alguno relacionado con los deberes 
de los órganos de administración y la revisoría fiscal. 
78 �³�/�R�V�� �F�D�V�R�V�� �Q�R�� �S�U�H�Y�L�V�W�R�V�� �H�Q�� �H�V�W�D�� �/�H�\�� �R�� �H�Q�� �V�X�V�� �U�H�J�O�D�P�H�Q�W�R�V���� �V�H�� �U�H�V�R�O�Y�H�U�i�Q�� �S�U�L�Q�F�L�S�D�O�P�H�Q�W�H�� �F�R�Q�I�R�U�P�H a la doctrina y a los principios cooperativos 
generalmente aceptados. 
En último término se recurrirá para resolverlos a las disposiciones generales sobre asociaciones, fundaciones y sociedades que por su naturaleza sean 
aplicables a las cooperativas���´�����V�X�E�U�D�\�D�G�R���I�X�H�U�D���G�H���W�H�[�W�R�� 
79 Disponible en http://www.supersolidaria.gov.co/es/sala-de-prensa/noticia/guia-practica-para-entidades-supervisadas 
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- Art. 23, 24 Por irregularidades en el desempeño de sus cargos, los administradores
responderán por los perjuicios que por dolo o culpa ocasionen a la sociedad, a los asociados o 
a terceros. No estarán sujetos a dicha responsabilidad, quienes no hayan tenido conocimiento 
de la acción u omisión o hayan votado en contra, siempre y cuando no la ejecuten. Todo directivo 
o empleado que viole a sabiendas o permita que se violen las disposiciones legales, estatutarias
o reglamentarias, será personalmente responsable de las pérdidas que cualquier persona natural
o jurídica sufra por razón de tales infracciones.

- Art. 25 Acción social de responsabilidad: Los asociados o administradores de turno pueden
acudir ante la justicia ordinaria para buscar obtener la reparación de los perjuicios que por dolo
o c�X�O�S�D���O�R�V���G�L�U�H�F�W�L�Y�R�V���R�F�D�V�L�R�Q�H�Q���D���O�D���H�Q�W�L�G�D�G���V�R�O�L�G�D�U�L�D���´��(Destacado por fuera de texto)

Aunado a lo anterior, en virtud de lo preceptuado en el artículo 148 de la Ley 79 del 1988, no resulta 
lógico concluir que los administradores y los órganos de vigilancia (revisoría fiscal) solo sean 
responsables por los actos u omisiones que impliquen el incumplimiento de sus funciones y deberes 
estatutarios, ya que la misma norma consagra que además lo serán por los actos u omisiones que 
conlleven el incumplimiento de las normas legales, en lo cual se incluye el desconocimiento de los 
deberes predicables de los administradores que se encuentren consagrados en la Ley 222 de 1995 y 
las prohibiciones propias del sometimiento a control. 

Es necesario manifestar que el artículo 148 de la Ley 79 de 1988, dispone que los titulares de los 
órganos de administración y vigilancia de las cooperativas serán responsables por los actos u 
omisiones que conlleve el incumplimiento de las normas legales o estatutarias, por lo tanto, pueden 
estar sujetos a las sanciones que más adelante se relacionan80, no obstante, dicho artículo finaliza con 
el siguiente enunciado�����³���«�����V�L�Q���S�H�U�M�X�L�F�L�R���G�H���O�R���H�V�W�D�E�O�H�F�L�G�R���H�Q���R�W�U�D�V���G�L�V�S�R�V�L�F�L�R�Q�H�V���´ 

Cabe reiterar, que la actuación administrativa sancionatoria se inició con fundamento en lo establecido 
en el artículo 85 de la Ley 222 de 1992, en cuanto a la posibilidad que tiene esta Entidad para remover 
los administradores, revisor fiscal o empleados, según sea el caso, o conminar bajo apremio de multas 
en caso de que se adviertan actos contrarios a la ley, los estatutos o las decisiones del máximo órgano 
social. Por lo tanto, es allí donde se establece la facultad sancionatoria, dado que la misma se ejerce 
en virtud de la medida de sometimiento a control que se encuentra vigente.  

Finalmente, es pertinente señalar que lo anterior resulta concordante con lo expresado por la 
Superintendencia de Economía Solidaria a través de la Circular Básica Jurídica del 18 de diciembre de 
2020, ya que dicha autoridad expone que, a las formas asociativas de la economía solidaria les son 
aplicables los artículos 22, 23 y 24 de la Ley 222 de 1995, esto, conforme lo determinado por el artículo 
158 de la Ley 79 de 1988.  

De esta manera no le asiste razón a la defensa cuando argumenta un error de derecho por la aplicación 
de la Ley 222 de 1995, que se complementa con la Ley 79 de 1988, en cuanto a la responsabilidad de 
los administradores.  

iii. En relación con que la Superintendencia de Transporte imputa responsabilidad al Representante
Legal y los miembros del Consejo de Administración por actos que no le son propios a sus facultades
legales y estatutarias, toda vez que las decisiones de aprobación de reformas estatutarias, la
autorización para enajenar inmuebles y la aprobación de los estados financieros fueron adoptadas por
la Asamblea General de Asociados, tenemos lo siguiente:

En primer lugar, frente a la aprobación de la reforma estatutaria, es necesario resaltar que el reproche 
realizado por parte de esta Autoridad no es la aprobación de la reforma estatutaria por parte de la 
asamblea general de asociados81, ya que ello forma parte de la autonomía que les confiere el 
ordenamiento jurídico a las cooperativas, sino que lo es el hecho de que se haya realizado el acto de 

80 Artículos 152 y siguientes de la Ley 79 de 1988.  
81 La reforma estatutaria fue debatida y aprobada el 6 de marzo de 2020, en reunión ordinaria Asamblea General de Asociados contenida en acta 84, 
obrante a folios 10070 al 10117 del expediente.  
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solemnización de dicha reforma sin la autorización previa de la Superintendencia de Transporte, 
conforme con lo estipulado en el numeral 2 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995. 

Para el efecto debe tenerse en cuenta que el artículo 37 de la Ley 79 de 1988 dispone�����³El gerente será 
representante legal de la cooperativa y el ejecutor de las decisiones de la asamblea general y del 
consejo de administración. Será nombrado por éste �\���V�X�V���I�X�Q�F�L�R�Q�H�V���V�H�U�i�Q���S�U�H�F�L�V�D�G�D�V���H�Q���O�R�V���H�V�W�D�W�X�W�R�V�´����
Esta disposición le asigna la obligación al Representante Legal de ejecutar todos los actos tendientes 
a materializar las decisiones del máximo órgano social; entonces, no existe duda que la función de 
aprobar las reformas estatutarias en efecto está asignada a la Asamblea General de Asociados, pero 
la responsabilidad de realizar los actos de solemnización e inscripción de la reforma estatutaria son del 
Representante Legal, conocedor de la medida de sometimiento a control que le exige obtener, 
previamente, la Autorización de esta Autoridad para aquellos efectos.   

Por lo tanto, mal haría esta Superintendencia en iniciar un proceso administrativo sancionatorio en 
contra de todos los asociados que conforman la Asamblea General, cuando se insiste, en el ejercicio 
de aprobar las reformas estatutarias no está el reproche. 

Por otro lado, en lo atinente a la autorización para la enajenación de los inmuebles82, resulta pertinente 
señalar que el reproche no es la enajenación de los bienes per se, ya que, se reitera, ello forma parte 
de la autonomía que les confiere el ordenamiento jurídico a dichas formas asociativas de la economía 
solidaria, sino que el objeto de la presente investigación en ese punto se centra en el hecho de que no 
se solicitó autorización previa a la Superintendencia de Transporte, conforme con lo estipulado en el 
numeral 4 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995.    

Ahora bien, en reunión del 22 de abril de 2016, contenida en acta 71883, el Consejo de Administración 
autorizó al Representante Legal para realizar los trámites de enajenación del inmueble con matrícula 
inmobiliaria 200-55646, ubicado en Neiva, cuyo valor superaba los $800.000.000 y para suscribir la 
Escritura Pública de compraventa.84 

Adicionalmente, en la reunión contenida en acta 718 del Consejo de Administración, se puso en 
conocimiento de este órgano de administración la imposición de la medida de sometimiento a control 
por parte de esta Entidad; no obstante, ninguno de los asistentes advirtió que se debía solicitar 
autorización previa a la Superintendencia de Transporte para llevar a cabo la enajenación del inmueble 
cuando para ese entonces, precisamente, se encontraba vigente la medida de sometimiento a control. 

En dicha reunión se encontraban presentes los miembros del Consejo de Administración que son 
sujetos vinculados a la apertura de investigación y formulación de pliego de cargos, con ocasión de la 
Resolución 1408 del 5 de mayo de 2022.85  

Asimismo, en reunión del Consejo de Administración celebrada el 5 de septiembre de 2016 y contenida 
en Acta 72386, el Representante Legal informó sobre el embargo de las cuentas de la Cooperativa 
debido a la medida cautelar decretada por el Juzgado Tercero Civil del Circuito de Ibagué, solicitada 
en la demanda presentada por Puntual Logística S.A.S. En dicha reunión el Representante Legal 
presentó un acuerdo de pago para terminar anticipadamente el proceso judicial, el cual fue aprobado 
por el Consejo de Administración y dentro del acuerdo se estableció la dación en pago de los inmuebles 
identificados con las matrículas inmobiliarias 50C-1253692 y 50C- 1253622 de la ORIP de Bogotá.  

82 Identificados con folios de matrícula inmobiliaria No. 200-55646, 50c-1253692 y 50c-1253692. 
83 Carpeta 63, Folio 12434, USB, punto 1.9, pág. 41 a 48. 
84 Certificado de Existencia y Representación Legal de Velotax, de fecha 28 de abril de 2022, folios 12436 al 12453. 
85 Acta 718 del 30 de abril de 2016 del Consejo de Administración en concordancia con el acta 78 del 3 de marzo de 2016 de la Asamblea General Ordinaria 
de Asociados, contenidas en la información acopiada a través del radicado 20208600074283 del 18 de diciembre de 2020. Carpeta 63, Folio 12434, USB, 
punto 1.9, pág. 41 a 48. 
86 Acta 723 del 15 de septiembre de 2016 del Consejo de Administración en concordancia con el acta 78 del 3 de marzo de 2016 de la Asamblea General 
Ordinaria de Asociados, contenidas en la información acopiada a través del radicado 20208600074283 del 18 de diciembre de 2020. Carpeta 63, folio 
12343 del expediente, USB, punto 1.9, pág. 85 a 88. 
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Ahí se encontraban presentes los miembros del consejo de administración que son sujetos vinculados 
a la apertura de investigación y formulación de pliego de cargos, con ocasión de la Resolución 1408 
del 5 de mayo de 2022.87 

Como se evidencia, antes de ser incluso presentado a consideración de la Asamblea General de 
Asociados las operaciones realizadas, los miembros del Consejo de Administración debieron considerar 
las implicaciones jurídicas de dichos actos, pero sin advertirse la obligación de solicitar autorización 
previa a esta Superintendencia, se insiste, por cuenta de la medida de sometimiento a control y de 
conformidad con lo previsto en la Ley 222 de 1995. Es de resaltar que son los administradores los que 
tienen el deber de diligencia, por lo cual, en primera medida les asistía la obligación de advertir las 
consecuencias a la Asamblea General de Asociados o en su defecto, asegurar la debida ejecución de 
las decisiones del máximo órgano social.  

Frente a los estados financieros, si bien es cierto que estos fueron aprobados en el marco de la reunión 
de las asambleas generales conforme con lo estipulado en el artículo 34 de la Ley 79 de 1988, no 
obstante, es en virtud del artículo 37 ibidem que le corresponde al representante legal fungir como 
ejecutor de las decisiones adoptadas por la asamblea general y el consejo de administración, siendo 
su principal deber advertir y exigir el cumplimiento estricto de la ley en todo momento, incluso, nótese 
lo preceptuado en el artículo 27 de la citada Ley 79, que dispone lo siguiente: 

�³La asamblea general es el órgano máximo de administración de las cooperativas y sus decisiones 
son obligatorias para todos los asociados, siempre que se hayan adoptado de conformidad con 
las normas legales, reglamentarias o estatutarias. La constituye la reunión de los asociados hábiles 
�R �G�H���O�R�V���G�H�O�H�J�D�G�R�V���H�O�H�J�L�G�R�V���S�R�U���p�V�W�R�V���´��(subrayado fuera de texto)

Aunado a ello, revisados los estatutos cooperativos de Velotax, se evidencia que, adicional a las 
funciones y deberes consignados en la ley, también se radican funciones y/o deberes de corte legal en 
relación con el gerente88, en virtud de lo preceptuado en el numeral 16 del artículo 54.  

Esto, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 222 de 1995, le impone mayor grado 
de diligencia y responsabilidad al Representante Legal, por cuanto, deberá certificar que se han 
verificado previamente las afirmaciones contenidas en los Estados Financieros, conforme al 
reglamento, y que las mismas se han tomado fielmente de los libros. Esta certificación se realiza sobre 
los estados financieros que se ponen a disposición de los asociados o terceros e implica que se declare 
que estos corresponden fielmente a la información que hay en los libros de contabilidad. 

En ese sentido, resulta evidente la trasgresión por parte del representante legal de los deberes que le 
son exigibles en virtud de la calidad que tiene, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2 del 
artículo 23 de la Ley 222 de 1995.  

De otro lado, se evidenció que en los estatutos cooperativos de Velotax, no se incluyó como función 
del Consejo de Administración la de aprobar los estados financieros que se someten a consideración y 
aprobación del máximo órgano social. No obstante, debe tenerse en cuenta que los administradores 
deben actuar con la diligencia de un buen hombre de negocios sobre toda la información y 
documentación de los que tenga conocimiento, por lo tanto, al momento de emitir un pronunciamiento, 
como se realizó en las diferentes reuniones del Consejo de Administración frente a la información 
financiera, deberá estar plenamente documentado, de tal forma, que pueda advertirse cualquier 
irregularidad.  

Por lo tanto, este Despacho encuentra que la responsabilidad de asegurar que la información financiera 
guardara coherencia con la realidad económica de la cooperativa radicaba principalmente en cabeza 
del Representante Legal y no del Consejo de Administración. Esta es la principal razón, entre otras, por 
la cual se exonerará a los miembros del Consejo de Administración respecto del cargo cuarto. 

87 Ibídem.  
88 Estatutos cooperativos aportados a través del radicado 20215341078362 del 2 de junio de 2021, obrante a folios 12048 al 12069 del expediente.  
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iv. En relación con el argumento conforme con el cual la Superintendencia de Transporte omitió vincular
a la Junta de Vigilancia al proceso administrativo sancionatorio, toda vez que el artículo 59 de la Ley
454 de 1991, establece las funciones generales de la Junta de vigilancia de las entidades del sector
cooperativo, estableciendo entre otros un régimen de responsabilidad solidaria de estos frente al
incumplimiento de sus deberes legales o estatutarios, para poner en evidencia, en palabras de la
defensa, la falsa motivación del acto administrativo de apertura, por cuanto la Junta de Vigilancia es
�³quien tiene bajo su cargo velar porque los actos de los órganos de administración se ajusten a las
�S�U�H�V�F�U�L�S�F�L�R�Q�H�V���O�H�J�D�O�H�V�����H�V�W�D�W�X�W�D�U�L�D�V���\���U�H�J�O�D�P�H�Q�W�D�U�L�D�V�����«���´, es preciso señalar que la Superintendencia
de Transporte mediante Resolución 1408 del 5 de mayo de 2022, inició el proceso administrativo
sancionatorio mediante la formulación de cargos en contra del representante legal, revisor fiscal y
miembros del consejo de administración de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada con NIT
890700189-6, en ejercicio de las facultades establecidas en los numerales 4 y 5 del artículo 85 de la
Ley 222 de 1995, que en su orden señalan:

4. Ordenar la remoción de los administradores, Revisor Fiscal y empleados, según sea el caso,
por incumplimiento de las órdenes de la Superintendencia de Sociedades, o de los deberes
previstos en la ley o en los estatutos, de oficio o a petición de parte, mediante providencia
motivada ���«��

5. Conminar bajo apremio de multas a los administradores para que se abstengan de realizar
actos contrarios a la ley, los estatutos, las decisiones del máximo órgano social o junta directiva,
o que deterioren la prenda común de los acreedores u ordenar la suspensión de los mismos.
(Subrayado fuera del texto)

Como se puede evidenciar la norma establece la facultad sancionatoria respecto de los administradores 
y revisor fiscal, pero nada dice sobre los órganos de vigilancia. Es de resaltar que el artículo 26 de la 
Ley 79 de 1988 establece que la administración de las cooperativas estará a cargo de la asamblea 
general, el consejo de administración y el gerente. En este sentido la Junta de Vigilancia no reviste la 
característica de ser un órgano de administración, por lo cual, atendiendo el principio de legalidad, no 
podía ser tenida en cuenta para la citada actuación administrativa sancionatoria. Y nótese que de 
conformidad con el principio de legalidad que los mismos investigados señalan, esta Autoridad no 
podría extender sus competencias vía interpretación.  

Lo anterior encuentra fundamento en el artículo 38 de la Ley 79 de 1988, en el cual se establece que 
�³[s]in perjuicio de la inspección y vigilancia que el Estado ejerce sobre la cooperativa, ésta contará con 
una junta de vigilancia y un revisor fiscal�´�����D�V�t���F�R�P�R���H�Q���H�O���Q�X�P�H�U�D�O�������G�H�O���D�U�W�t�F�Xlo 40 de la misma ley, en 
el cual se establece como función de la Junta de Vigilancia �´�>�Y�@�H�O�D�U���S�R�U�T�X�H���O�R�V���D�F�W�R�V���G�H���O�R�V���y�U�J�D�Q�R�V���G�H��
administración se ajusten a las prescripciones legales, estatutarias y reglamentarias y en especial a los 
principios cooperati�Y�R�V�´�� Tal y como se observa el legislador estableció que las funciones que debe 
cumplir la Junta de Vigilancia están encaminadas a ejercer control social y no a participar de la 
administración de la cooperativa.  

Asimismo, aun cuando en el mundo de lo hipotético se acepte que existe una presunta responsabilidad 
para los miembros de la Junta de vigilancia -lo cual resultaría extraño dentro de la presente 
investigación- en todo caso ello no sería argumento suficiente para que los administradores y Revisor 
Fiscal, aquí investigados, se desliguen de sus propias responsabilidades, del orden individual, por 
cuenta del ejercicio de sus cargos y de sus propios deberes de orden legal y hasta estatutario. 

v. Por otra parte, frente al argumento de la imputación de responsabilidad solidaria al
Representante Legal y a los miembros del Consejo de Administración por actos que no le son propios
a sus facultades legales y estatutarias, es necesario manifestar que, conforme con lo expuesto
previamente, resulta procedente la aplicación de los artículos 22, 23 y 24 de la Ley 222 de 1995 en
relación con los administradores de la Cooperativa.

En ese sentido, no le asiste razón a la defensa cuando expone que no existe disposición legal que 
consagre la responsabilidad solidaria, toda vez que el artículo 22 de la Ley 222 de 1995, establece que 
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�³los administradores responderán solidaria e ilimitadamente de los perjuicios que por dolo o culpa 
�R�F�D�V�L�R�Q�H�Q���D���O�D���V�R�F�L�H�G�D�G�����D���O�R�V���V�R�F�L�R�V���R���D���W�H�U�F�H�U�R�V�´.  

No obstante, tratándose de un proceso administrativo de carácter sancionatorio en el que la 
responsabilidad debe ser asumida por cada quien y en atención a que el artículo 149 de la Ley 79 de 
1988, señala como excepción a la responsabilidad de los miembros del consejo cuando se pruebe que 
no se participó en la reunión en la que se adoptó la decisión contraria a la ley o los estatutos, o cuando 
se acredite haber salvado expresamente su voto, esta Entidad formuló los cargos a cada miembro del 
consejo de administración para que pudieran ejercer su derecho de defensa de forma individual, con lo 
cual queda claro que no se está presumiendo una responsabilidad solidaria o general. Este 
definitivamente no podría ser el entendimiento.  

Asimismo, resulta pertinente aclarar que la Superintendencia de Transporte aplica lo estipulado en el 
artículo 24 de la Ley 222 de 1995 no en virtud de la aplicación analógica o extensiva, sino por remisión 
expresa de otra norma legal, siendo esta, el pluricitado artículo 158 de la Ley 79 de 1988.  

En línea de principios, frente al argumento de que el régimen de responsabilidad establecido en la Ley 
79 de 1988 en ninguna de sus disposiciones consagra la existencia de la pretendida responsabilidad 
solidaria de los administradores por los actos de la Cooperativa, frente a los asociados o frente a 
terceros, para lo cual, se trae a colación lo estipulado en el artículo 9 de la citada normativa, es 
necesario esgrimir que la Superintendencia de Transporte no imputa responsabilidad a los 
administradores en virtud del artículo 9 de la Ley 79 de 1988, toda vez que este se refiere a la 
responsabilidad de los asociados en virtud de sus aportes y de la Cooperativa como ente jurídico 
autónomo e independiente de los asociados, para con terceros. Así, lo que se imputa en este caso a 
cada uno de los investigados es su responsabilidad individual a partir del ejercicio de sus funciones, 
por las razones consignadas en la formulación de cargos. 

Sumado a ello, ya que, si bien los administradores cuentan con la calidad de asociados de la 
Cooperativa, la presente actuación administrativa no se dirige a cuestionar el actuar ni determinar 
responsabilidad de los administradores en sus roles de asociados, sino en razón a los actos u omisiones 
desplegadas al tener la investidura ya sea de Representante Legal, miembros del Consejo de 
Administración o Revisor Fiscal.  

Por todo lo expuesto, es posible afirmar que el acto administrativo No. 1408 del 5 de mayo de 2022 
expedido por la Superintendencia de Transporte se encuentra debidamente sustentado en virtud de la 
normatividad vigente y aplicable al caso concreto, por ello, no le asiste razón a los investigados cuando 
argumentan que dicho acto está viciado de nulidad por falsa motivación. 

Finalmente, en este punto debe mencionarse que tampoco esta Autoridad tiene competencia para 
adelantar trámites asociados a las acciones que proceden en la jurisdicción como lo es la de nulidad y 
restablecimiento del derecho, en relación con actos administrativos de carácter individual y concreto 
que se expidan y se encuentren debidamente ejecutoriados.  

8.3.4. Respecto de la nulidad por violación del principio de legalidad 

Los Investigados señalan que el procedimiento administrativo sancionatorio iniciado por la 
Superintendencia de Transporte adolece de nulidad en la medida que el cargo primero (Celebración de 
contratos de colaboración con empresas que no se encontraban debidamente habilitadas para prestar 
servicios de transporte), se fundamenta sobre presuntos incumplimientos que se basan sobre 
obligaciones no contenidas en la ley, con lo cual se viola el principio de legalidad. 

i. Se argumentó que el cargo primero se fundó en una obligación que no cuenta con consagración
legal, pues los citados contratos de colaboración se celebraron en pleno cumplimiento de la ley y en
desarrollo de la facultad legal contenida en el artículo 11 de la Ley 79 de 1988. Aunado a lo anterior, se
señaló que no existe ninguna disposición del Ministerio de Transporte o Superintendencia de
Transporte que imponga la obligación de suscribir contratos para la prestación del servicio público de
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transporte terrestre automotor de carga solo con empresas habilitadas. Por lo tanto, según se dice, mal 
puede la Superintendencia de Transporte imputar cargos por la presunta omisión de cumplir un requisito 
que no está expresamente contenido en la ley.  

Adicionalmente, señala la defensa que el artículo 984 del Código de Comercio establece que las 
empresas autorizadas pueden encargar la conducción a terceros. De ese modo, el contrato de 
transporte era celebrado directamente con la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, quien 
cuenta con habilitación y quién expidió los manifiestos de carga durante la vigencia de los contratos de 
colaboración, dando cumplimiento al mandato del artículo 2.2.1.7.5.3 del Decreto 1079 de 2015, 
reiterando que el contrato de transporte se suscribía con Velotax y no con los transportadores o 
conductores de la carga, para el efecto aportaron las pólizas de seguro y copia de algunos manifiestos 
de carga. 

Al respecto, es preciso señalar frente al principio de legalidad, que el Consejo de Estado ha expresado 
lo siguiente: 

�³�8�Q�R�� �G�H�� �O�R�V�� �H�O�H�P�H�Q�W�R�V�� �G�H�I�L�Q�L�W�R�U�L�R�V�� �G�H�O�� �(�V�W�D�G�R�� �P�R�G�H�U�Q�R�� �H�V�� �O�D�� �V�X�M�H�F�L�y�Q�� �G�H�� �V�X�V���D�X�W�R�U�L�G�D�G�H�V�� �D�O��
principio de legalidad. La idea de que el ejercicio del poder no puede corresponder a la voluntad 
particular de una persona, sino que debe obedecer al cumplimiento de normas previamente 
dictadas por los órganos de representación popular, es un componente axiológico de la 
Constitución Política de 1991, en la cual se define expresamente a Colombia como un Estado 
social de derecho (artículo 1) basado en el respeto de las libertades públicas y la defensa del 
�L�Q�W�H�U�p�V���J�H�Q�H�U�D�O�����D�U�W�t�F�X�O�R���������´89 (subrayado fuera de texto) 

Así mismo, continua el Consejo de Estado, exponiendo que: 

�³���«�����U�H�V�X�O�W�D���L�P�S�R�U�W�D�Q�W�H���D�Q�R�W�D�U���T�X�H���H�O���V�L�V�W�H�P�D���M�X�U�t�G�L�F�R���H�V�F�D�O�R�Q�D�G�R�����V�L�V�W�H�P�D���S�L�U�D�P�L�G�D�O��kelseniano), 
a la luz del cual se encuentra estructurado nuestro ordenamiento jurídico, implica que las normas 
que no hacen parte del ordenamiento legal no puedan introducir modificaciones o limitaciones a 
las normas superiores. Lo anterior guarda relación inescindible con el principio de legalidad que 
hace radicar en los artículos 4, 6, 121 y 122 de la Constitución Política, en virtud del cual toda 
actuación de los órganos del Estado se encuentra sometida al imperio del derecho y ello se 
traduce en que las autoridades públicas sólo pueden hacer aquello que la Constitución y la ley 
les permite, de manera que son responsables por omisión y por extralimitación en el ejercicio de 
sus funciones.  

Así, pues, la función legislativa la ejerce el Congreso de la República, tal como lo disponen los 
artículos 114 y 150 (inciso primero) de la Constitución Política y excepcional y temporalmente el 
Presidente de la República, cuando es revestido de las facultades extraordinarias de que trata el 
mismo artículo 150 (numeral 10, ibidem�����´90 (Subrayado fuera de texto) 

En línea de principios, la Corte Constitucional a través de la sentencia C- 412 de 2015 manifiesta lo 
siguiente frente al principio de legalidad en materia sancionatoria: 

�³���«����En materia de derecho sancionatorio el principio de legalidad comprende una doble 
garantía, a saber: material, que se refiere a la predeterminación normativa de las conductas 
infractoras y las sanciones; y, formal, relacionada con la exigencia de que estas deben estar 
contenidas en una norma con rango de ley, la cual podrá hacer remisión a un reglamento, 
siempre y cuando en la ley queden determinados los elementos estructurales de la conducta 
antijurídica. ���«�����´��(subrayado fuera de texto) 

89 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Radicación No. 11001-03-06-000-2016-00128-00. Pronunciamiento del 19 de agosto de 2016. 
C.P. German Alberto Bula Escobar. 
90 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Radicación No. 66001-23-31-000-2002-01171-01. Sentencia del veintidós 
22 de agosto de 2013. C.P. Carlos Alberto Zambrano Barrera. 
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En concordancia con ello, se tiene lo expuesto en la sentencia C-710 del 2001 de la Corte 
Constitucional: 

�³Este principio exige que todos los funcionarios del Estado actúen siempre sujetándose al 
ordenamiento jurídico que establece la Constitución y lo desarrollan las demás reglas jurídicas���´ 
(Subrayado y fuera de texto) 

Descendiendo al caso concreto, los investigados argumentan que la Superintendencia de Transporte 
vulnera el principio de legalidad porque no existe en el ordenamiento jurídico norma que exija91 en la 
actualidad, que las empresas con las que se suscriben contratos de colaboración empresarial para la 
prestación del servicio de transporte de carga se encuentren habilitadas. Manifestó, que dichos 
contratos se celebraron en aplicación de la Ley y en desarrollo de la facultad legal contenida en el 
artículo 11 de la Ley 79 de 1988.   

Para referirnos a los argumentos expuestos es necesario comenzar expresando que, de acuerdo con 
lo dispuesto en las leyes 105 de 199392 y 336 de 199693, el transporte es un servicio público esencial 
que se encuentra sometido a la intervención del Estado, con el fin de procurar la seguridad y protección 
de los usuarios; servicio que deberá ser prestado por las empresas y/o personas naturales o jurídicas 
que se encuentren legalmente constituidas y habilitadas por la autoridad de transporte competente, las 
cuales podrán encargar la conducción, en todo o en parte a terceros, pero bajo su responsabilidad. 

En ese sentido, la norma refiere de manera textual que; la prestación del servicio de transporte, el cual 
se encuentra sometido a control y vigilancia por esta Superintendencia se deberá ejecutar con 
compañías habilitadas. Por lo tanto, el desconocimiento de la norma no exime de la responsabilidad a 
los administradores.  

Sumado a lo anterior, se encuentra lo preceptuado en los artículos 9, 11 y 13 de la Ley 336 de 1996, 
que: 

�³�$�5�7�Ë�&�8�/�2��������El servicio público de Transporte dentro del país tiene un alcance nacional y se 
prestará por empresas, personas naturales o jurídicas, legalmente constituidas de acuerdo con las 
disposiciones colombianas y debidamente habilitadas por la autoridad de transporte competente. 
La prestación del servicio público de Transporte Internacional, a más de las normas nacionales 
aplicables para el caso, se regirá de conformidad con los Tratados, Convenios, Acuerdos y 
�S�U�i�F�W�L�F�D�V�����F�H�O�H�E�U�D�G�R�V���R���D�F�R�J�L�G�R�V���S�R�U���H�O���S�D�t�V���S�D�U�D���W�D�O���H�I�H�F�W�R���´ (subrayado y negrilla fuera de texto) 

�³�$�5�7�Ë�&�8LO 11. Las empresas interesadas en prestar el servicio público de transporte o 
constituidas para tal fin, deberán solicitar y obtener Habilitación para operar. 

La Habilitación, para efectos de esta Ley, es la autorización expedida por la autoridad competente 
en cada Modo de transporte para la prestación del servicio público de transporte. 

91 Entre los años 2016 a 2018, fecha en la que se suscribieron los contratos.  
92 �³Artículo 3. Numeral 1. DE LA LIBERTAD DE EMPRESA.  
Para la constitución de empresas o de formas asociativas de transporte no se podrán exigir otros requisitos que los establecidos en las normas 
legales y en los reglamentos respectivos. 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, para acceder a la prestación del servicio público, las empresas, formas asociativas de 
transporte y de economía solidaria deberán estar habilitadas por el Estado. Para asumir esa responsabilidad, acreditarán condiciones que demuestren 
capacidad técnica, operativa, financiera, de seguridad y procedencia del capital aportado. 

���«�� 

El transporte de carga será prestado por personas naturales o jurídicas debidamente autorizadas por las autoridades y el Gobierno Nacional 
regulará su funcionamiento. El Gobierno establecerá los lineamientos para que el transporte de carga se lleve a cabo bajo condiciones de seguridad y 
�H�I�L�F�L�H�Q�F�L�D���´ (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
93 �³�$�U�W�L�F�X�O�R�� ������El carácter de servicio público esencial bajo la regulación del Estado que la ley le otorga a la operación de las empresas de 
transporte público implicará la prelación del interés general sobre el particular, especialmente en cuanto a la garantía de la prestación del servicio y 
a la protección de los usuarios, conforme a los derechos y obligaciones que señale el Reglamento para cada Modo. 

El servicio privado de transporte es aquel que tiende a satisfacer necesidades de movilización de personas o cosas, dentro del ámbito de las actividades 
exclusivas de las personas naturales y/o jurídicas. En tal caso sus equipos propios deberán cumplir con la normatividad establecida por el Ministerio de 
Transporte. Cuando no se utilicen equipos propios, la contratación del servicio de transporte deberá realizarse con empresas de transporte público 
legalmente habilitadas �H�Q���O�R�V���W�p�U�P�L�Q�R�V���G�H�O���S�U�H�V�H�Q�W�H���(�V�W�D�W�X�W�R���´��(subrayado y negrilla fuera de texto) 
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El Gobierno Nacional fijará las condiciones para el otorgamiento de la Habilitación, en materia de 
organización y capacidad económica y técnica, igualmente, señalará los requisitos que deberán 
acreditar los operadores, tales como estados financieros debidamente certificados, demostración 
de la existencia del capital suscrito y pagado, y patrimonio bruto, comprobación del origen del 
capital, aportado por los socios, propietarios o accionistas, propiedad, posesión o vinculación de 
�H�T�X�L�S�R�V���G�H���W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���� �I�D�F�W�R�U�H�V���G�H���V�H�J�X�U�L�G�D�G���� �i�P�E�L�W�R���G�H���R�S�H�U�D�F�L�y�Q���\�� �Q�H�F�H�V�L�G�D�G�H�V���G�H�O���V�H�U�Y�L�F�L�R���´ 
(subrayado y negrilla fuera de texto) 

�³�$�5�7�Ë�&�8�/�2�� ��������La habilitación es intransferible a cualquier título. En consecuencia, los 
beneficiarios de la misma no podrán celebrar o ejecutar acto alguno que, de cualquier manera, 
implique que la actividad transportadora se desarrolle por persona diferente a la que inicialmente 
le fue concedida, salvo los derechos s�X�F�H�V�R�U�D�O�H�V���´ (subrayado fuera de texto). 

A la luz de la citada normativa, no queda duda alguna que el servicio público de transporte en todos 
sus modos debe ser prestado por personas naturales o jurídicas debidamente habilitadas por la 
autoridad competente, y de ninguna manera los acuerdos empresariales pueden dar lugar a un 
incumplimiento de la normatividad del transporte.  

Lo anterior en aras de que, tal como lo ha señalado la Corte Constitucional mediante sentencia C-981 
del 1 de diciembre de 2010, en la cual se cita lo manifestado por el Consejo de Estado �³�>�H�@�V�W�D��
autorización o habilitación que debe otorgarse mediante acto de naturaleza administrativa, sustentada 
en las funciones de policía administrativa, le permiten al Estado cerciorarse del cumplimiento de las 
condiciones legales y reglamentarias mínimas que deben acreditar quienes pretenden prestar el 
servicio público de transporte, con el fin de garantizar que su prestación se va a realizar en condiciones 
de seguridad, continuidad, responsabilidad y eficiencia���9́4 (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

De igual forma, resulta pertinente traer a colación los artículos 2.2.1.7.3.95 y 2.2.1.7.2.1.96 del Decreto 
1079 de 2015, lo cual se dirigen en un mismo sentido, y es establecer que el servicio público de 
transporte de carga debe ser prestado por empresas legalmente constituidas y debidamente habilitadas 
en dicho modo en virtud de lo lineamientos establecidos en las Leyes 105 de 1993 y 336 de 1996. 

Ahora bien, una vez analizados los contratos celebrados por la cooperativa, se evidenció que los 
contratos tuvieron los siguientes objetos: 

1. Contrato suscrito entre la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada y Veloentrega S.A.:

�³PRIMERA- Objeto: EL TRANSPORTADOR, bajo su responsabilidad, con diligencia y cuidado prestará 
a la COOPERATIVA, con exclusividad para ambas partes, el servicio de Transporte de las cosas 
entregadas por los remitentes a la Cooperativa en la regional determinada ���«���´��(Subrayado fuera del 
texto). 

2. Contrato suscrito entre la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada y Velocaribe S.A.S.:

�³CUARTO: OBJETO: El objeto del presente Convenio es la prestación del servicio de transporte, según 
el cual, el TRANSPORTADOR con la debida diligencia y cuidado será quien realice la prestación 
efectiva del servicio, de acuerdo con las solicitudes que los clientes realicen a la COOPERATIVA, bajo 
la responsabilidad del Transportador, de acuerdo con la normatividad vigente. Por lo anterior, cada una 

94 Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Radicación No. 11001-03-06-000-2006-00040 00(1740). Pronunciamiento del 18 de mayo de 2006. 
C.P.: Gustavo Aponte Santos. 
95 �³�$�U�W�t�F�X�O�R�������������������������6�H�U�Y�L�F�L�R���S�~�E�O�L�F�R���G�H���W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H���W�H�U�U�H�V�W�U�H���D�X�W�R�P�R�W�R�U���G�H���F�D�U�J�D�����(�V���D�T�X�H�O���G�H�V�W�L�Q�D�G�R���D���V�D�W�L�V�I�D�F�H�U���O�D�V���Q�H�F�H�V�L�Gades generales de movilización 
de cosas de un lugar a otro, en vehículos automotores de servicio público a cambio de una remuneración o precio, bajo la responsabilidad de una empresa 
de transporte legalmente constituida y debidamente habilitada en esta modalidad, excepto el servicio de transporte de que trata el Decreto 2044 del 30 de 
�V�H�S�W�L�H�P�E�U�H���G�H�����������´ 
96 �³Artículo 2.2.1.7.2.1. Habilitación. Las empresas legalmente constituidas, interesadas en prestar el Servicio Público de Transporte Terrestre Automotor 
de Carga, deberán solicitar y obtener habilitación para operar. La habilitación lleva implícita la autorización para la prestación del servicio público de 
transporte en esta modalidad. La habilitación concedida autoriza a la empresa para prestar el servicio solamente en la modalidad solicitada. Si la empresa 
pretende prestar el servicio en una modalidad diferente, debe acreditar ante la autoridad competente de la nueva modalidad los requisitos de habilitación 
exigidos�´�� 

��������������������������������������������������



 

RESOLUCIÓN No. DE Hoja No. 

�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�H�F�L�G�H���X�Q�D���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�y�Q���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�´ 

40 

de las partes recibirá un porcentaje de la remuneración por la prestación del servicio, de acuerdo con 
su participación y porcenta�M�H�V���G�H�I�L�Q�L�G�R�V���H�Q���H�O���S�U�H�V�H�Q�W�H���F�R�Q�Y�H�Q�L�R�´. (Subrayado fuera del texto). 

3. Contrato suscrito entre la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada y Velopostal S.A.S.:

�³CUARTO: OBJETO: El objeto del presente Convenio es la prestación del servicio de transporte, según 
el cual, el TRANSPORTADOR con la debida diligencia y cuidado será quien realice la prestación 
efectiva del servicio, de acuerdo con las solicitudes que los clientes realicen a la COOPERATIVA, bajo 
la responsabilidad del Transportador, de acuerdo con la normatividad vigente. Por lo anterior, cada una 
de las partes recibirá un porcentaje de la remuneración por la prestación del servicio, de acuerdo con 
�V�X���S�D�U�W�L�F�L�S�D�F�L�y�Q���\���S�R�U�F�H�Q�W�D�M�H�V���G�H�I�L�Q�L�G�R�V���H�Q���H�O���S�U�H�V�H�Q�W�H���F�R�Q�Y�H�Q�L�R�´. (Subrayado fuera del texto). 

4. Contrato suscrito entre la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada y Veloenvíos S.A.S.:

�³CUARTO: OBJETO: El objeto del presente Convenio es la prestación del servicio de transporte, según 
el cual, el TRANSPORTADOR con la debida diligencia y cuidado será quien realice la prestación 
efectiva del servicio, de acuerdo con las solicitudes que los clientes realicen a la COOPERATIVA, bajo 
la responsabilidad del Transportador, de acuerdo con la normatividad vigente. Por lo anterior, cada una 
de las partes recibirá un porcentaje de la remuneración por la prestación del servicio, de acuerdo con 
�V�X���S�D�U�W�L�F�L�S�D�F�L�y�Q���\���S�R�U�F�H�Q�W�D�M�H�V���G�H�I�L�Q�L�G�R�V���H�Q���H�O���S�U�H�V�H�Q�W�H���F�R�Q�Y�H�Q�L�R�´. (Subrayado fuera del texto). 

5. Contrato suscrito entre la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada y Veloentregas S.A.S.:

�³CUARTO: OBJETO: El objeto del presente Convenio es la prestación del servicio de transporte, según 
el cual, el TRANSPORTADOR con la debida diligencia y cuidado será quien realice la prestación 
efectiva del servicio, de acuerdo con las solicitudes que los clientes realicen a la COOPERATIVA, bajo 
la responsabilidad del Transportador, de acuerdo con la normatividad vigente. Por lo anterior, cada una 
de las partes recibirá un porcentaje de la remuneración por la prestación del servicio, de acuerdo con 
su partic�L�S�D�F�L�y�Q���\���S�R�U�F�H�Q�W�D�M�H�V���G�H�I�L�Q�L�G�R�V���H�Q���H�O���S�U�H�V�H�Q�W�H���F�R�Q�Y�H�Q�L�R�´. (Subrayado fuera del texto). 

�&�R�P�R���V�H���H�Y�L�G�H�Q�F�L�D���H�Q���O�R�V���D�S�D�U�W�H�V���F�L�W�D�G�R�V�����O�D�V���H�P�S�U�H�V�D�V���T�X�L�H�Q�H�V���H�Q���H�O���F�R�Q�W�U�D�W�R���V�H���G�H�Q�R�P�L�Q�D�E�D�Q���³�H�O��
�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�D�G�R�U�´��tenían a su cargo la efectiva y material prestación del servicio de transporte terrestre 
automotor de carga, con lo cual queda acreditado que ellas eran las prestadoras del servicio. Asimismo, 
se estipuló que la responsabilidad por la prestación del servicio era del Transportador. Frente a esto, la 
normatividad previamente referenciada, ha señalado que siempre la prestación del servicio se debe 
hacer a través de empresas debidamente habilitadas. 

Si bien la Cooperativa aportó copia de manifiestos de carga expedidos por ella y pólizas de seguro, 
esta documentación no desvirtúa que la prestación efectiva del servicio de transporte fue realizada por 
empresas no habilitadas, toda vez que dentro de lo estipulado en los convenios la Cooperativa seguía 
expidiendo los manifiestos de carga y debía celebrar a su costa un contrato de seguro que amparará 
la perdida, daño o avería de las mercancías.  

De otro lado, respecto de lo manifestado por los investigados a partir del artículo 984 del Código de 
Comercio, es preciso señalar que esta disposición se refiere a la posibilidad que tienen las empresas 
de servicio público de transporte de celebrar contratos de vinculación de vehículos propiedad de 
terceros, cuando no cuente con el parque automotor propio para prestar el servicio de transporte. Así 
lo manifestó el Ministerio de Transporte en oficio 20201340519801 del 3 de septiembre de 2020:  

�³�(�P�S�U�H�V�D�� �± Propietario del Vehículo: La característica que tiene esta es la delegada por el 
artículo 983 del Código de Comercio que entiende que en caso de que las empresas de 
transporte no cuenten con vehículos propios podrán realizar un contrato de vinculación en virtud 
de la delegación a terceros del articulo 984 ibídem, posteriormente el Ministerio de Transporte 
con las facultades otorgadas por el artículo 5 de la Ley 105 de 1993, así como por la Ley 336 de 
1996 expidió el Decreto 1079 de 2015 en donde normo en el artículo 2.2.1.7.4.4 lo concerniente 
a esta relación jurídica señalando los parámetros que debía contener el contrato de vinculación�´�� 

��������������������������������������������������



 

RESOLUCIÓN No. DE Hoja No. 

�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�H�F�L�G�H���X�Q�D���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�y�Q���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�´ 

41 

En ese sentido, resulta errado el argumento presentado por la defensa en cuanto pretende justificar la 
celebración de contratos con empresas no habilitadas bajo la normatividad que se refiere al contrato 
de vinculación de vehículos propiedad de terceros y esta propuesta jurídica no resulta posible ya que 
no se dan los elementos legales que permita este entendimiento. Precisamente, lo que pretende el 
legislador es que con los convenios empresariales u otras herramientas jurídicas no se imprecise lo 
pretendido con la habilitación, al punto que el prestador que no cuente con aquella evada este deber 
alegando vínculos empresariales con compañías que sí la han obtenido.   

Finalmente es menester resaltar que, conforme lo expuesto por los investigados en el escrito de 
descargos97, en particular, en lo que tiene que ver con el representante legal y los miembros del consejo 
de administración, se puede inferir que estos, con pleno conocimiento, procedieron a suscribir los 
contratos de colaboración empresarial, desatendiendo los postulados legales, lo cual consta en el acta 
716 del Consejo de Administración del 18 de febrero de 2016.98 

Incluso, para responder el cargo relacionado con los Estados Financieros, tal y como se verá a 
continuación, los investigados reconocen expresamente que los prestadores del servicio de transporte 
son las compañías con las cuales se firmaron los �³contratos de colaboración� ́que acaban de señalarse, 
con lo cual queda más que evidenciada la conclusión a la cual llega la Autoridad a este respecto, esto 
es, que los prestadores no cuentan con la habilitación que les exige la ley, al punto que es la propia 
defensa la que declaró a Velotax con una mera comisionista que le da lugar a una remuneración del 
4%, lo cual resulta extraño de cara a la prestación del servicio ya que es precisamente esta Cooperativa 
la única que, dentro de las relaciones jurídicas particulares que se sostuvieron, cuenta con la 
habilitación que se requiere para el ejercicio de la actividad transportadora.  

Por todo lo expuesto, es posible afirmar que el acto administrativo No. 1408 del 5 de mayo de 2022 
expedido por la Superintendencia de Transporte se encuentra debidamente sustentado en virtud de la 
normatividad vigente y aplicable al caso concreto, por ello, no le asiste razón a la defensa cuando 
argumenta que dicho acto está viciado de nulidad por violación del principio de legalidad.  

ii. Para los Investigados la Superintendencia de Transporte parte de varios errores de
conceptualización, sobre la correcta operación derivada de los contratos de colaboración y, en
consecuencia, de la norma contable y tributaria aplicable a los mismos, en relación con el cargo cuarto
(Inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros).

Para explicar su argumento los Investigados señalan que, en relación con la responsabilidad en la 
ejecución de la actividad de transporte, la Cláusula Cuarta del contrato tipo de colaboración 
empresarial, es clara en indicar que quien asume la responsabilidad en la ejecución de la operación, y 
por lo tanto la remuneración asociada a la misma actividad es el Transportador y no la Cooperativa de 
Transportes Velotax Limitada.  

�'�H���P�D�Q�H�U�D���F�R�Q�F�R�U�G�D�Q�W�H���O�D���&�O�i�X�V�X�O�D���9�L�J�p�V�L�P�D���3�U�L�P�H�U�D���G�H�O���F�R�Q�W�U�D�W�R�����L�Q�G�L�F�D���T�X�H�����³cada parte responderá 
ante terceros por las actividades propias de su aporte. La responsabilidad por la prestación del servicio 
�G�H�� �W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�� �V�H�U�i�� �V�L�H�P�S�U�H�� �G�H�� �(�/�� �7�5�$�1�6�3�2�5�7�$�'�2�5�´���� De acuerdo con la anterior cláusula, se 
concluye que la parte contractual que asume la operación y prestación efectiva del servicio es el 
�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�D�G�R�U���\���Q�R���O�D���&�R�R�S�H�U�D�W�L�Y�D�����G�H���W�D�O���P�R�G�R���³la voluntad de ambas partes es diáfana en tal sentido 
y por lo mismo, no puede ahora la Superintendencia hacer caso omiso de tal voluntad común de ambos 
contratantes y del carácter de ley que tiene el �F�R�Q�W�U�D�W�R���D���O�D���O�X�]���G�H�O���$�U�W�t�F�X�O�R�������������G�H�O���&�y�G�L�J�R���&�L�Y�L�O�´�� 

Por lo tanto, según lo estipulado en los convenios, la Cooperativa solo tenía derecho al 4% de las sumas 
facturadas a título de comisión, por su parte, el restante 96% de los ingresos corresponden al 
Transportador, por ser quien asume el 100% de la operación con los costos, gastos y riesgos que ello 
implica. Por esto, según se dice, no resulta lógica la interpretación de la Superintendencia de 
Transporte, ya que la Cooperativa actúa como principal y no como agente, pues si ello fuera así, la 

97 Contenido en CD en folio 12672. 
98 Carpeta 63, folio 12434 del expediente, USB, punto 1.9, pág. 15 a 34. 
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realidad económica del contrato debería mostrar que los porcentajes de participación en los ingresos 
del mismos deberían estar invertidos, el 96% para la Cooperativa y el 4% para el transportador. 

En relación con este argumento, teniendo en cuenta lo enunciado previamente, es claro para este 
Despacho que la prestación del servicio público de transporte se realizó a través de empresas que no 
se encontraban habilitadas, adicionalmente, es claro que:   

- El Transportador era el responsable directo de la prestación del servicio.
- La Cooperativa era la encargada de establecer los respectivos precios en la prestación del
servicio de manera directa o indirecta. Tanto, que la facturación de los servicios estaba a cargo de la
Cooperativa, de acuerdo con lo estipulado en la cláusula decimosexta de dichos contratos, que refiere
lo siguiente:

�³�&�/�È�8�6�8�/�$���'�e�&�,�0�$���6�(�;�7�$�����&�2�1�9�(�1�,�2���'�(���0�$�1�'�$�7�2�����3�D�U�D���H�I�H�F�W�R�V���G�H���O�D���H�[�S�H�G�L�F�L�y�Q���G�H���O�D��
factura y del recaudo, se acuerda lo siguiente: la factura será expedida por la COOPERATIVA 
DE TRANSPORTE VELOTAX, quien actuará como mandatario del TRANSPORTISTA para 
facturar y recaudar la parte correspondiente a los ingresos del TRANSPORTISTA, y a nombre 
propio los ingresos que a ella le correspondan, de acuerdo con los porcentajes estipulados en 
�H�V�W�H���&�R�Q�Y�H�Q�L�R���´ (Subrayado fuera del texto) 

Según la cláusula la Cooperativa actúa en calidad de mandatario de las cinco compañías involucradas, 
sin embargo, estas no podían prestar el respectivo servicio de transporte, toda vez que no se 
encontraban habilitadas. En consecuencia, la Cooperativa actuaba en calidad de principal, es decir la 
Cooperativa es quien asumía los riesgos de la operación, así como es quien contrataba los servicios 
con los clientes, además de ser la encargada de fijar los precios. 

En concepto 2018-�������� �G�H�O�� �&�7�&�3�� �³�5�H�F�R�Q�R�F�L�P�L�H�Q�W�R�� �G�H�� �,�Q�J�U�H�V�R�V�´���� �V�H�� �H�V�W�D�E�O�H�F�L�y�� �T�X�H�� �Hl servicio de 
transporte y de mensajería expresa debe ser prestado por empresas operadoras debidamente habilitadas 
por parte de la entidad gubernamental competente y este no se trata de un simple negocio de 
intermediación entre las partes; la empresa dedicada al servicio de transporte y mensajería expresa 
deberá medir el ingreso por la totalidad del valor cobrado a sus clientes y un costo o gasto por el valor 
pagado al tercero propietario del vehículo (si es que el servicio es prestado por vehículos de terceros). 

Las razones de medir el ingreso por la totalidad de lo cobrado a los clientes y no por el diferencial entre 
el valor cobrado al cliente y el valor pagado al propietario del vehículo, se encuentran enmarcados dentro 
del parágrafo 23.4 de NIIF para PYMES, que menciona: 

Una entidad incluirá en los ingresos de actividades ordinarias solamente las entradas brutas de 
beneficios económicos recibidos y por recibir por parte de la entidad, actuando por cuenta propia. 
Una entidad excluirá de los ingresos de actividades ordinarias todos los importes recibidos por 
cuenta de terceras partes tales como impuestos sobre las ventas, impuestos sobre productos o 
servicios o impuestos sobre el valor añadido. En una relación de agencia, una entidad (el agente) 
incluirá en los ingresos de actividades ordinarias solo el importe de su comisión. Los importes 
recibidos por cuenta del principal no son ingresos de actividades ordinarias de la entidad.  

En una relación de agencia los ingresos se registran únicamente por lo que corresponda al intermediario 
en la negociación, las entradas de beneficios económicos incluyen los importes recibidos por cuenta 
del tercero. En estos casos, sólo la parte de la entrada que representa la comisión para el agente se 
incluye en los ingresos de actividades ordinarias. 

Ahora, para determinar si se actúa como principal (registro de la totalidad de los ingresos) o si se actúa 
como agente (ingreso la comisión por intermediación) depende de los hechos y circunstancias de tipo 
contractual, legal y de responsabilidad frente a la prestación del servicio, de lo anterior se desprende 
que se actúa como principal (y no como agente) cuando el operador se encuentra expuesto a los riesgos 
y ventajas significativos asociados con la prestación del servicio. 
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Entre las características que, solas o combinadas, indican que se actúa como principal encontramos: 

o La empresa de transporte y mensajería expresa tiene la obligación fundamental de proporcionar
servicios al cliente, o de cumplir con el pedido; por ejemplo, haciéndose responsable de la aceptabilidad
de los servicios solicitados por el cliente.
o La empresa de transporte y mensajería expresa es la responsable principal del cumplimiento de
proporcionar el servicio especificado al cliente; por ejemplo, haciéndose responsable de entregar la
correspondencia o la encomienda en las condiciones contractuales pactadas (adaptada de la NIF 15
párrafo B37 (a)).
o La empresa de transporte y mensajería expresa, a discreción, puede establecer los precios, tanto
de manera directa como indirecta, por ejemplo, brindando servicios adicionales.
o La empresa de transporte y mensajería expresa asume el riesgo de crédito del cliente.

Es de mencionar que en cumplimiento de las normas especiales del sector transporte, cuando se 
suscriben estos convenios de colaboración empresarial entre compañías efectivamente habilitadas, 
cada una reconoce su respectiva participación y reporta efectivamente su operación ante esta 
Superintendencia. Sin embargo, cuando los requisitos se incumplen, quien debe asumir dicha 
responsabilidad es la compañía habilitada, la cual permitió que se desarrollara el servicio de transporte 
bajo la delegación y habilitación que recibió de la Autoridad.  

Por otra parte, respecto del artículo 18 del E.T. es importante resaltar que la aplicación de esta norma 
tiene efectos únicamente a nivel fiscal; por lo tanto, no es aplicable respecto de las normas especiales 
que regulan el sector transporte. La estructura del artículo 18 del E.T. está planteada para que cada 
una de las partes (compañías) que formen parte del convenio de colaboración, paguen los impuestos 
en relación con su participación; sin embargo, no dispone la forma en que se debe llevar la contabilidad, 
teniendo en cuenta las normas especiales para el sector transporte. 

Al respecto, debe tomarse como referencia la NIIF 15, el párrafo 36 establece q�X�H���³Una entidad es un 
agente si la obligación de desempeño de la entidad consiste en organizar el suministro del bien o servicio 
especificado por un tercero. Una entidad que es un agente no controla el bien o servicio especificado 
proporcionado por un terc�H�U�R���D�Q�W�H�V���G�H���T�X�H���G�L�F�K�R���E�L�H�Q���R���V�H�U�Y�L�F�L�R���V�H�D���W�U�D�Q�V�I�H�U�L�G�R���D�O���F�O�L�H�Q�W�H�´�� 

Teniendo en cuenta los conceptos anteriores, el transporte público tanto de pasajeros, como de carga, 
debe ser prestado por las empresas transportadoras debidamente habilitadas por parte de la entidad 
�J�X�E�H�U�Q�D�P�H�Q�W�D�O���F�R�P�S�H�W�H�Q�W�H���\���Q�R���V�H���W�U�D�W�D���G�H���X�Q���³acuerdo contractual mediante el cual dos o más partes 
emprenden una actividad económica que se somete a control conjunto�´���H�Q�W�U�H���O�D���H�P�S�U�H�V�D���W�U�D�Q�V�S�R�U�W�D�G�R�U�D��
y el propietario del vehículo en el cual se desarrolla el transporte. 

�3�R�U���O�R���D�Q�W�H�U�L�R�U�����Q�R���S�R�G�U�i���D�S�O�L�F�D�U�V�H���O�D���V�H�F�F�L�y�Q���������G�H���O�D�V���1�,�,�)���S�D�U�D���O�D�V���3�<�0�(�6���³�1�H�J�R�F�L�R�V���&�R�Q�M�X�Q�W�R�V�´���S�D�U�D��
�H�V�W�H�� �W�L�S�R�� �G�H�� �D�F�W�L�Y�L�G�D�G���� �V�L�Q�R���T�X�H�� �G�H�E�H�U�i�� �D�S�O�L�F�D�U�� �O�R���Q�R�U�P�D�G�R�� �H�Q�� �O�D�� �V�H�F�F�L�y�Q�� ������ �³�L�Q�J�U�H�V�R�V�� �G�H�� �D�F�W�L�Y�L�G�D�G�H�V��
�R�U�G�L�Q�D�U�L�D�V�´ 

Ahora bien, si la información disponible permite concluir que la entidad actúa como principal y no como 
agente, la empresa de transporte deberá reconocer el 100% de los ingresos en sus estados financieros 
y los pagos a los propietarios de los vehículos se reconocerían como un gasto (costo de ventas). Así, se 
evidencia que la Cooperativa actúa como principal, teniendo en cuenta lo siguiente:  

�¾ La cooperativa tiene autoridad para tomar decisiones relacionadas con los contratos.
�¾ Los propietarios de los vehículos no tienen ninguna autoridad frente a la suscripción de los
contratos.
�¾ La exposición a los riesgos y beneficios derivados del contrato, recaen en la cooperativa y no en
los titulares de los vehículos.
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Aunado a lo anterior, la Sala de Consulta y Servicio Civil del H. Consejo de Estado en sentencia del 25 
de agosto de 201499, respecto de las empresas transportadoras en las cuales su flota de vehículos está 
conformada total o parcialmente por equipos de propiedad de terceros, indicó lo siguiente:  

���«�����H�Q���H�O���F�D�V�R���G�H���O�D�V���H�P�S�U�H�V�D�V���W�U�D�Q�V�S�R�U�W�D�G�R�U�D�V���F�X�\�D���I�O�R�W�D���G�H���Y�H�K�t�F�X�O�R�V���H�V�W�p���F�R�Q�I�R�U�P�D�G�D���W�R�W�D�O���R��
parcialmente por equipos de propiedad de terceros, vinculados o afiliados a dichas empresas, en 
ningún caso se puede considerar que dichos terceros, dueños o poseedores de los vehículos, 
prestan el servicio público de transporte en forma directa o indirecta, pues, como ya se indicó, 
dicho servicio solam�H�Q�W�H�� �S�X�H�G�H�� �V�H�U�� �S�U�H�V�W�D�G�R�� �S�R�U�� �O�D�� �U�H�V�S�H�F�W�L�Y�D�� �³�H�P�S�U�H�V�D�´�� �X�� �³�R�S�H�U�D�G�R�U�� �G�H��
�W�U�D�Q�V�S�R�U�W�H�´���G�H�E�L�G�D�P�H�Q�W�H���K�D�E�L�O�L�W�D�G�R�� 

Por todo lo expuesto, es posible afirmar que el acto administrativo No. 1408 del 5 de mayo de 2022 
expedido por la Superintendencia de Transporte se encuentra debidamente sustentado en virtud de la 
normatividad vigente y aplicable al caso concreto, por ello, no le asiste razón a los investigados cuando 
argumentan que dicho acto está viciado de nulidad por falsa motivación, por error en la valoración 
probatoria.  

iii. Los Investigados señalan que en caso de asistirle razón a esta Entidad en cuanto a la forma en que
deben registrarse los ingresos en la contabilidad de la Cooperativa, no se podría imponer alguna
sanción en contra de los Administradores y Revisor Fiscal, en la medida que bajo la aplicación del
principio de la presunción de la �E�X�H�Q�D���I�H���� �I�X�Q�G�D�P�H�Q�W�R���G�H���O�D���L�Q�V�W�L�W�X�F�L�y�Q���G�H�O���³error como eximente de
responsabilidad�´�����G�D�G�R���T�X�H���H�[�L�V�W�H���V�X�I�L�F�L�H�Q�W�H���H�Y�L�G�H�Q�F�L�D���W�p�F�Q�L�F�D���T�X�H���U�H�V�S�D�O�G�D���H�O���F�U�L�W�H�U�L�R���X�W�L�O�L�]�D�G�R���S�R�U���O�D
Cooperativa para efectuar el registro de los ingresos en sus Estados Financieros en la forma como lo
�K�L�]�R���� �O�R�� �F�X�D�O�� �F�U�H�D�� �H�Q�� �V�X�� �I�D�Y�R�U�� �X�Q�D�� �³�G�X�G�D�� �U�D�]�R�Q�D�E�O�H�´�� �T�X�H�� �O�H�� �H�[�L�P�H�� �G�H�� �U�H�V�S�R�Q�V�D�E�L�O�L�G�D�G, pues si su
interpretación normativa no fuera correcta, ella constituye tan solo un error de valoración por su parte.

Para el efecto, exponen que el Consej�R�� �G�H�� �(�V�W�D�G�R�� �K�D�� �V�H�x�D�O�D�G�R�� �T�X�H�� �³no es admisible una 
responsabilidad tributaria objetiva. Es decir, que no será válido que la autoridad tributaria, en ejercicio 
de la potestad sancionadora, imponga una sanción al contribuyente solo por la constatación del 
resultado censurable previsto en la norma que regula la infracción. Por lo mismo, no es posible para la 
Superintendencia insistir en un presunto incumplimiento, pues ello sería equivalente a aplicar un 
sistema de responsabilidad objetiva, el cual también esta proscrito de nuestro orden constitucional y 
legal�´�� 

De acuerdo con lo anterior, los Investigados señalan que el error de interpretación de la ley bajo razón 
fundada constituye un eximente de responsabilidad que impide a la administración imponer sanción 
cuando ha comprobado que ha existido diligencia en el administrado en su deber de aplicar la norma 
bajo un entendimiento razonable de la misma, tal como lo ha aplicado la Cooperativa de Trasportes 
Velotax. 

En relación con lo argumentado es preciso señalar que la Corte Constitucional en sentencia C-545 de 
2007, señaló lo siguiente respecto de la responsabilidad objetiva 

De conformidad con el artículo 29 constitucional, �³Toda persona se presume inocente mientras 
no se la haya declarado judicialmente culpable�.́ La introducción del elemento de culpabilidad 
como condicionamiento de la imposición de la sanción constituye la declaración inequívoca de 
que el régimen sancionatorio colombiano proscribe la responsabilidad objetiva como fuente de 
responsabilidad personal. 

La exigencia de que en materia sancionatoria deba tenerse en cuenta siempre la conducta del 
justiciable implica que la imposición de la sanción sólo es posible si el sujeto activo ha cometido 
la falta con dolo o culpa, esto es, con conocimiento y voluntad positiva en la obtención de los 
resultados de su comportamiento, o con simple conocimiento del mismo, pero en inobservancia 
de un deber de cuidado o diligencia. 

99 Radicado No. 11001-03-06-000-2014-00024-00, consejero Ponente: Augusto Hernández Becerra 
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En otros términos, para imponer la sanción penal, disciplinaria o administrativa no basta con que 
el actor ejecute el comportamiento reprochable: es requisito sine qua non que la autoridad 
sancionatoria verifique las condiciones en que se produjo la falta y examine el grado de 
conocimiento y voluntad que intervinieron en la configuración del comportamiento. Por ello la 
Corte ha dicho que la culpa es supuesta �³ineludible y necesario de la responsabilidad y de la 
imposición de la pena lo que significa que la actividad punitiva del estado tiene lugar tan sólo 
sobre la base de la responsabilidad subjetiva de aquellos sobre quienes recaiga�.́ En esta línea, 
la corriente contemporánea del derecho sancionatorio ha propugnado la consolidación de la 
culpabilidad como elemento protagónico del derecho de la sanción, llegando incluso a elevarla a 
rango de principio fundante constitucional de tal disciplina. 

Sobre esto es preciso señalar que esta Superintendencia no aplica un régimen de responsabilidad 
objetiva, por el contrario, respetando la Constitución y la Ley adelanta todas las actuaciones tendientes 
a determinar la responsabilidad de los sujetos Investigados en atención a las conductas desplegadas 
por cada uno en relación con los hechos que presuntamente constituyen la infracción a la norma. Por 
lo tanto, la actuación sancionatoria se ceñirá a los principios de buena fe, diligencia y cumplimiento de 
los deberes por parte de los administradores.  

8.3.5. Respecto de la nulidad por falsa motivación �± principio de necesidad de la prueba y derecho al 
debido proceso 

Frente al cargo quinto (Inconsistencias en la administración del fondo de reposición), los Investigados 
presentaron los siguientes argumentos: 

- Principio de necesidad de la prueba:

Para la defensa, el cargo quinto, en relación con las inconsistencias en la administración del fondo de 
reposición, se encuentra formulado de tal forma que va en contravía del principio de la necesidad de la 
prueba, cuando en el derecho administrativo sancionatorio las conclusiones deben producirse teniendo 
como fundamento las pruebas aportadas a petición de parte o en ejercicio de la facultad oficiosa de la 
autoridad administrativa. Lo anterior, teniendo en cuenta que, en la formulación de cargo, se estableció 
�T�X�H���³se evidenció que presuntamente los saldos del fondo de reposición registrados en la contabilidad, 
�O�R�V���F�H�U�W�L�I�L�F�D�G�R�V���\���O�R�V���U�H�S�R�U�W�D�G�R�V���H�Q���F�H�U�W�L�I�L�F�D�F�L�R�Q�H�V���E�D�Q�F�D�U�L�D�V�����Q�R���F�R�L�Q�F�L�G�H�Q�´���� 

También se dice que, a renglón seguido, la Superintendencia indica que sólo le fue posible corroborar 
el saldo para cada cuenta bancaria registrada en la contabilidad y se limita a citar la respuesta de 
Velotax, concluyendo que la información reportada por la cooperativa no se encuentra incluida dentro 
de los anexos y que, por lo tanto, no pudo ser verificada. Se expone que la observancia a este principio 
evita que se adopten decisiones arbitrarias y contrarias al adecuado ejercicio del derecho.  

Como soporte de lo argumentado se remitieron los siguientes documentos como prueba: 

- Saldo del fondo reposición registrados en contabilidad al 31 de octubre de 2020.
- Saldo de fondo reposición certificados.
- Certificación bancaria que contiene saldo del fondo reposición del Banco de Bogotá.
- Saldo fondo de reposición comprobante CDT �± Banco de Bogotá.
- Certificación bancaria que contiene saldo del fondo reposición de Scotiabank Colpatria,
- Saldo fondo de reposición Valores Bancolombia SA

De otro lado, se expone que al realizar un comparativo de los saldos del fondo de reposición registrados 
en la contabilidad conforme consta en el expediente, los certificados y los reportados en certificaciones 
bancarias coinciden en un 99.99%, existiendo una diferencia de muy baja importancia sobre la que ni 
siquiera la entidad financiera genera extractos, motivo por el cual el cargo formulado por la 
Superintendencia debe ser desestimado. 

�$���V�X���Y�H�]�����V�H���V�H�x�D�O�D���T�X�H���H�Q���O�D���I�R�U�P�X�O�D�F�L�y�Q���G�H�O���F�D�U�J�R���W�D�P�E�L�p�Q���V�H���H�V�W�D�E�O�H�F�H���T�X�H���G�H���P�D�Q�H�U�D���³�S�U�H�V�X�Q�W�D�´��
no se ha realizado devolución o traslado de los recursos del fondo de reposición de vehículos que no 
se encuentran vinculados a la Cooperativa en el marco del Decreto 575 de 2020, de modo que se 
presentaron 481 solicitudes y un saldo pendiente de devolución que corresponde a 130 vehículos. 
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En cuanto a las presuntas inconsistencias por devoluciones o traslados que no se encontraban 
debidamente soportados, se remitió la siguiente información: 

- Se adjuntan los 5 (cinco) registros de solicitud de traslado con el comprobante de egreso.

- El registro repetido se presentó debido al alto volumen de documentos remitidos (más de 1.200
documentos en pdf), sin que ello constituya un hecho doloso o culposo por parte de la
administración de Velotax.

- En cuanto a las solicitudes en Word, le solicitamos a la Superintendencia informar a cuáles
hace referencia con el propósito de verificar la información, toda vez que seguramente
correspondió a un error en el envío.

Finalmente señalan que sancionar a los administradores de la Cooperativa por las circunstancias 
descritas, resultaría desproporcionado y constituiría un pleno abuso de autoridad. 

Una vez analizada la información aportada se tiene lo siguiente: 

Se pudo evidenciar que de acuerdo con los saldos certificados y el detalle de la cuenta 191015 
Fideicomiso Fondo de Reposición, no presentan diferencias materiales.  

 Además de acuerdo con los extractos bancarios para cada una de las cuentas relacionadas en la 
cuenta de Fideicomiso de reposición, efectivamente dicho saldo coincide con la certificación aportada 
por la Cooperativa. 

b. Por otro lado, de acuerdo con los demás hallazgos planteados por esta Superintendencia se tiene
que:

�³���������� �6�H�� �H�Y�L�G�H�Q�F�L�y�� �T�X�H��presuntamente no se ha realizado la devolución o traslado, según 
corresponda, de los recursos del fondo de reposición de vehículos que no se encuentran 
vinculados a la Cooperativa. Así del análisis de la información se evidenció respecto del retiro de 
hasta el 85% de los recursos aportados al programa de reposición, en el marco del Decreto 575 
de 2020, que hasta el 31 de octubre de 2020 se realizaron 481 solicitudes, con una suma total 
de $4.154.681.212, de los cuales, a la fecha de entrega de la información se habían devuelto 

��������������������������������������������������



 

RESOLUCIÓN No. DE Hoja No. 

�³�3�R�U���O�D���F�X�D�O���V�H���G�H�F�L�G�H���X�Q�D���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�y�Q���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�´ 

47 

$3.431.869.376, lo que quiere decir que hay un saldo pendiente por devolución de $722.811.836 
�T�X�H���F�R�U�U�H�V�S�R�Q�G�H���D�����������Y�H�K�t�F�X�O�R�V�´���� 

Respecto de las solicitudes de devolución del fondo de reposición: 

�³���«�����$�G�H�P�i�V���G�H���O�D�V���G�H�Y�R�O�X�F�L�R�Q�H�V���R���W�U�D�Vlados anteriormente realizados por la cooperativa que 
no se encontraban debidamente soportados, se encontraron 5 registros de solicitud de traslado 
sin comprobante de egreso,1 solicitud se encuentra repetida dos veces, y 4 solicitudes que 
incluyen comprobantes que se encuentran en formato Word, lo que resulta ser extraño porque lo 
comprobantes de pago generalmente no deben manejarse en formatos que están habilitados 
para modificacione�V�´�� 

Al punto, los investigados allegaron anexos correspondientes, para lo cual se tiene que el anexo 13 
contiene la respectiva solicitud de devolución y soportes de dicha devolución de recursos en efectivo, 
entregado a la señora Nury del Pilar Guzman Bermúdez, correspondiente al vehículo TKK-319; sin 
embargo con relación a los soportes allegados de Elicerio Rojas Leguizamón, propietario del vehículo 
de placas SPM-608  y Luis Abraham Ospina Carrillo, propietario del vehículo de placas THK-991; se 
realizó un cruce de cuentas de acuerdo con el respectivo comprobante aportado, para lo cual no se 
observa la respectiva solicitud de devolución del fondo (no fue aportada por la cooperativa) así como 
tampoco la respectiva aceptación por parte de los propietarios de los vehículos relacionados 
anteriormente a ejecutar dicho cruce de cuentas. 

Por lo anterior, si bien es cierto que se evidencia que los saldos del fondo de reposición no presentan 
inconsistencias, frente a los hallazgos de la devolución de recursos del fondo se presenta incertidumbre 
respecto de los soportes allegados por la Cooperativa, puesto que no presentan un detalle completo 
desde la solicitud de devolución, hasta el respectivo pago ejecutado.  

En tal sentido allegaron comprobantes contables de cruces de cuentas; sin embargo, no adjuntan las 
respectivas solicitudes de devolución de cada propietario, así como la respectiva aceptación de cruce 
de cuentas o recibo de caja en caso de los pagos en efectivo. Además, para esta Autoridad llama la 
atención que se realicen estos cruces de cuentas más allá de la autonomía de la voluntad con la cual 
se desempeñan las personas en sus relaciones jurídicas, porque en caso de que esta práctica fuera 
impositiva se estaría desconociendo las decisiones del Gobierno nacional tendientes a generar 
recursos para el sector transportador y con estos apuntar a la reactivación económica. Los recursos de 
los diferentes fondos de reposición, por su específica destinación, y no obstante la autorización dada 
para su retiro, no pueden convertirse ahora en la garantía de pago de los préstamos efectuados.  

- Principio de irretroactividad de la Ley

Dicen los investigados, en relación con la afirmación realizada por la Superintendencia de Transporte 
en el acto de apertura, en cuanto a que el Reglamento de la Cooperativa no cumple con los criterios 
contenidos en la Resolución 5412 de 2019, que se omitió el hecho de que el reglamento fue formalizado 
dos años antes, es decir en 2017. 

Así, debe tenerse en cuenta que la Cooperativa para el año 2019, ya había adelantado trámites de 
aprobación y solicitud de créditos con base en el reglamento suscrito en el año 2017, pero la 
Superintendencia pretende sancionar a la Cooperativa haciendo retroactiva la ley. 

En relación con este aspecto, es preciso señalar que las empresas de transporte están en la obligación 
de acatar la normatividad y, en ese sentido, ajustarse a los cambios o ajustes que se realicen frente a 
las mismas. En virtud de esto, no es dable que los Investigados justifiquen la presentación de un 
Reglamento del Fondo de Reposición que no cumple con los requisitos señalados en la normatividad 
vigente. Por lo tanto, la Superintendencia en ningún caso hace retroactiva la ley, lo que exige en 
ejercicio de sus funciones de inspección, vigilancia y control, es que los reglamentos se ajusten a la 
normatividad vigente, siendo esto lo deseable en todos los casos ante la dinámica del derecho.  

Ahora bien, en relación con la información aportada para verificar lo registrado en la contabilidad y lo 
aportado por la Cooperativa como consolidado del fondo de reposición se tiene que se presentó un 
documento en Excel con los movimientos asociados con el Fondo de Reposición, en el que es posible 
verificar el monto total de los créditos otorgados desde el año 2017, correspondientes a 72 vehículos 
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con un monto total de $7.498.719.713. El saldo a 31 de octubre de 2020 fue de $3.777.276.271, en 
donde a la fecha 25 deudores habían cancelado la deuda total, dejando 47 con la deuda activa. 

Además de esto se anexan 63 actas de aprobación de dichos créditos registrados, en los que se 
verifican las características y condiciones bajo las cuales se imparten las autorizaciones, con las 
siguientes garantías: 

a) Pagaré en blanco con carta de instrucciones.
b) Prenda sobre el vehículo.
c) Firma de contrato de mutuo acuerdo.

También se incluye información acerca de la tasa de interés autorizada, plazo aprobado, instrucciones 
acerca del pago de cada cuota, el cual se cargará mes a mes directamente del producido del vehículo 
objeto del crédito y/o de cualquier otro a nombre del deudor. Comunica a su vez que, es tarea del comité 
de crédito documentar e instrumentar al departamento jurídico, para que este verifique el cumplimiento 
de la totalidad de las condiciones anotadas. 

Teniendo en cuenta esta información, es de resaltar que, de la información analizada, se encontró que 
existen 5 créditos que ascienden a la suma aproximada de $322.000.000 sobre los cuales para los 
años 2017, 2018, 2019 y 2020 no se recibió pago alguno de las cuotas mensuales. A su vez, se puede 
verificar que el recaudo anual de estas obligaciones no se cumple de manera estricta, lo que puede 
generar problemas de liquidez del fondo e implica que no se están cumpliendo en su totalidad las 
condiciones impuestas a la hora de la aprobación del otorgamiento de un crédito con cargo al Fondo 
de Reposición. 

Lo anterior, implica que no se ha actuado con diligencia en la medida en que no se han desplegado las 
acciones correspondientes para hacer cumplir los plazos pactados en el respectivo reglamento del 
fondo de reposición. 

8.3.6. Respecto de la ocurrencia del silencio administrativo positivo 

En relación con cargo tercero (ausencia de autorización por parte de la Superintendencia de Transporte 
para solemnizar las reformas estatutarias), exponen los Investigados que no existe infracción alguna 
sancionable, en la medida en que en tal evento operó el silencio administrativo positivo consagrado en 
el artículo 20 de la Ley 79 de 1988, según el cual la autoridad de inspección, vigilancia debe sancionar 
las reformas estatutarias dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de recepción del acta 
correspondiente, so pena de que opere el silencio administrativo positivo.  

Teniendo en cuenta lo anterior, explican que el 14 de febrero de 2020 el representante legal de la 
Cooperativa presentó ante la Superintendencia de Transporte comunicación con radicado No. 
20205320150632 del 17 de febrero del 2020, mediante la cual se presentó a consideración de la entidad 
el detalle del proyecto de reforma a ser presentado ante la Asamblea de Asociados a llevar a cabo el 
día 6 de marzo del 2020. No obstante, no se recibió respuesta a dicha comunicación.  

Ahora bien, exponen que la reforma estatutaria se inscribió en el registro mercantil el 3 de julio de 2020, 
con número 28241 del 3 de julio de 2020 del libro I del Registro de Entidades sin Ánimo de Lucro, 
inscripción con la cual se entendió solemnizada la mencionada reforma, pero después de que habían 
transcurrido más de tres meses desde la fecha en la cual la solicitud de autorización (solemnización) 
había sido formulada ante la Superintendencia de transporte, cuando ya había operado el silencio 
administrativo positivo. 

Al respecto, este Despacho procede a pronunciarse en el siguiente sentido: 

- La circular del 2013, expedida por esta Superintendencia establecía que para el caso de procedimiento
de autorización de reformas estatutarias previo al trámite de solemnización o inscripción en el registro
mercantil, debía solicitarse autorización, aportando los documentos correspondientes, esto es, el acta
de la Asamblea General de Asociados donde se evidenciara la aprobación de la reforma estatutaria.
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Lo anterior guarda relación con lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley 79 de 1988 y el artículo 85 de la 
Ley 222 de 1995.  

- En el radicado en cita se evidenció que se presentó el proyecto de reforma estatutaria, el cual sería
puesto a consideración del máximo órgano cooperativo. Sin embargo, este documento no cumplía los
requisitos establecidos para considerarse que era el acta de aprobación de la reforma estatutaria.

Adicionalmente, en el oficio el representante legal de la Cooperativa manifestó �³remito para su 
información el proyecto de REFORMA PARCIAL DE LOS ESTATUTOS ���«���´. Con ello, es claro que el 
documento per se no contenía la solicitud de autorización previa, aun cuando se citó la Circular 30 de 
2014. Por lo cual, la naturaleza de este correspondía a un documento meramente informativo.  

- Frente al silencio administrativo positivo invocado por los investigados, el Consejo de Estado en
sentencia con radicado 73001233300020140021901 del 25 de abril de 2018, señaló que para que se
configure se deben cumplir los tres requisitos que se enlistan a continuación y, a falta de uno de estos,
se aplicará la regla general, la cual es el silencio administrativo negativo:

�³���«���� �W�U�D�W�i�Q�G�R�V�H�� �G�H�O�� �S�R�V�L�W�L�Y�R���� �H�O�� �&�R�Q�V�H�M�R�� �G�H�� �(�V�W�D�G�R�� �H�[�S�O�L�F�y�� �T�X�H�� �H�O�� �D�F�W�R�� �S�U�H�V�X�Q�W�R���K�D�F�H�� �T�X�H�� �H�O��
administrado vea satisfecha su pretensión como si la autoridad la hubiera resuelto de manera favorable, 
y a su vez la Administración pierde competencia para decidir. 

Así las cosas, para que se configure este fenómeno se deben cumplir tres requisitos: 

i. Que la ley le haya dado a la Administración un plazo dentro del cual deba resolver la petición;

ii. Que la ley contemple de manera expresa que el incumplimiento del plazo tiene efectos de silencio
positivo y

iii. Que la autoridad que estaba en la obligación de resolver no lo haya hecho dentro del plazo legal.
Por último, es bueno precisar que dentro del plazo legal no solo se debe emitir la decisión, sino también
�V�X���U�H�V�S�H�F�W�L�Y�D���Q�R�W�L�I�L�F�D�F�L�y�Q���H�Q���G�H�E�L�G�D���I�R�U�P�D�´��

Teniendo en cuenta lo anterior, esta Entidad considera que no se cumplen con la totalidad de los 
requisitos enlistados, ya que no se evidenció que la ley especial, esto es la Ley 222 de 1995, tratándose 
de sometimiento a control, contemple de manera expresa que el incumplimiento del plazo tiene efectos 
de silencio positivo.  

Adicionalmente, debe señalarse que el silencio administrativo que contempla el artículo 20 de la Ley 
79 de 1988, opera dentro de los dos (2) meses siguientes a la fecha de recepción del acta 
correspondiente, situación que no se cumplió en el presente caso, toda vez que el 17 de febrero de 
2020 con radicado 2020532015063246100, el representante legal de la Cooperativa remitió a la 
Superintendencia de Transporte el proyecto de reforma parcial de los Estatutos sociales y no el acta 
de aprobación de la respectiva reforma estatutaria. 

Sin embargo, en atención a que la Cooperativa se encontraba sometida a control101, la 
Superintendencia de Transporte debía emitir autorización de forma previa a la solemnización y registro 
de la reforma estatutaria, en los términos del numeral 2 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995. Si bien 
para el caso de las Cooperativas no se exige el requisito de solemnización, es decir la escritura pública, 
debe tenerse en cuenta que para el registro de la reforma no se acató lo dispuesto en la norma 
referenciada.  

De tal modo, el acta 84 del 6 de marzo de 2020 de la asamblea general de asociados, fue inscrita ante 
la Cámara de Comercio de Ibagué el 3 de julio de 2020, actuando en contra de las disposiciones legales. 

Al respecto, es preciso reiterar que de acuerdo con el artículo 37 de la Ley 79 de 1988, el representante 
legal de la cooperativa es el ejecutor de las decisiones de la asamblea general y del consejo de 
administración, lo cual le impone el deber de realizar todos los actos necesarios para que las decisiones 

100 Folios 9903 al 9912 del expediente.  
101 Resolución No. 58725 del 27 de octubre de 2016, obrante a Folios 6354 a 6358 del expediente. 
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de dichos órganos cumplan con los requisitos establecidos en las normas para que sean eficaces, 
validos, oponibles y demás consecuencias jurídicas que puedan derivarse de ellos.102 

De tal forma que, se evidencia con toda claridad que el representante legal actuó desconociendo la 
regla prevista en la norma especial para efectos de la modificación de estatutos, y no cumplió con la 
obligación de solicitar autorización previa a la Superintendencia de Transporte a efectos de registrar la 
misma, la cual no resultaba reemplazada por un mero trámite de radicación a título informativo.  

Es que, además de todo lo anterior, se insiste en que la medida de sometimiento a control genera unos 
trámites adicionales de cara a la Autoridad, los cuales no se compadecen de ninguna manera con la 
situación prevista en el artículo 20 de la Ley 79 de 1988. Y aunque así fuera -que no lo es- no se 
observa que el Representante Legal hubiese adelantado el procedimiento para invocar el silencio 
administrativo positivo, el cual se encuentra previsto en los artículos 85 y 15 de la Ley 1437 de 2011. 
De haberlo hecho, desde ese preciso momento tendría claridad jurídica la situación. 

8.3.7. Nulidad por violación del debido proceso �± principio de confianza legítima 

Respecto del cargo primero (celebración de contratos de colaboración con empresas que no se 
encontraban debidamente habilitadas para prestar servicios de transporte), cargo tercero (ausencia de 
autorización por parte de la Superintendencia de Transporte para solemnizar las reformas estatutarias), 
cargo cuarto (inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros) y 
cargo quinto (inconsistencias en la administración del fondo de reposición), señalan que es contraria a 
los principios de la buena fe y la confianza legitima.  

Dicho argumento se sustenta en la contradicción e incoherencia entre los actos previos realizados por 
la Superintendencia de Transporte frente a la Cooperativa, los cuales han dotado a la Cooperativa de 
Transportes Velotax Limitada y a sus órganos de administración de una confianza fundada de estar 
obrando con apego a la ley. 

- En relación con la celebración de contratos con empresas que no se encontraban debidamente
habilitadas, se presenta una violación al principio de confianza legitima, según se dice, dado que a pesar
de que la Superintendencia de Transporte tenía conocimiento de dichos contratos, tanto que fueron
incluidos dentro del plan de recuperación y mejoramiento presentado en virtud de la medida de
sometimiento a control, en ningún de los informes de avance del plan de recuperación, la Resolución de
sometimiento, su prorroga y ampliación, ni en ninguna actuación realizada en los últimos seis años se
enunció el presunto incumplimiento en torno a la realización de dichos actos.

Aunado a lo anterior, se señaló que, en consulta elevada a la Superintendencia de Transporte se 
manifestó que para la celebración de dichos contratos no se requería autorización previa, dado que los 
mismos se realizaban en el marco del giro ordinario de los negocios. Adicionalmente, mediante oficio 
No. 20203000117241 del 26 de febrero de 2020, esta Entidad certificó el cumplimiento en el 100% del 
plan de recuperación y mejoramiento, en el cual únicamente glosó el termino de vigencia de los contratos 
de colaboración; por considerar que los mismos afectaban el balance financiero en los gastos operativos 
de la Cooperativa. La Cooperativa rindió las explicaciones a lugar y la Superintendencia informó un nivel 
de cumplimiento del 100% en esta actividad. 

- Frente a las inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados
Financieros, señalan que durante los últimos siete años y a pesar de que la Superintendencia examina
los Estados Financieros de la Cooperativa año a año, y conoce en detalle los contratos de colaboración
empresarial que ha suscrito la misma Cooperativa, desde el año 2016, jamás se había advertido dicha
irregularidad, ni tampoco se había recomendado, sugerido o conminado a la Cooperativa de Transportes
Velotax Limitada, a sus administradores, ni al revisor fiscal, para revisar la forma en que se reflejaba
contablemente los ingresos derivados de la existencia de los contratos suscritos.

De la misma manera, exponen que resulta igualmente reprochable y contrario al principio de buena fe 
de orden constitucional, que la Superintendencia, en su condición de entidad de supervisión, vigilancia 

102 En concordancia con lo preceptuado en el numeral 2 del artículo 23 la Ley 222 de 1995.  
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y control, imparta instrucciones a sus vigiladas, las cuales como es natural son acogidas, y en forma 
posterior, desconociendo sus mismas instrucciones, genere cargos por actos precisamente derivados 
de la aplicación de sus mismas instrucciones. 

Tal es el caso de la supuesta inconsistencia advertida por la Superintendencia en el pliego de cargos, 
numeral 3.23, en el cual se señaló una diferencia material en los Estados Financieros comparativos para 
los años 2019 y 2020. Sobre el particular, se expone que la supuesta diferencia proviene de la aplicación 
de la metodología de presentación de estados financieros ordenada por la Superintendencia mediante 
oficio 20203000255491 del 13 de mayo del 2020, en el cual se solicitó que los valores tanto activos, 
como pasivos, del rubro fondo de reposición se presenten totales sin llevar a cabo el neteo.  

Informan que para el año 2021, se presentaron los estados financieros comparativos 2019- 2020, bajo 
la metodología ordenada por la Superintendencia mediante Oficio 20203000255491 del 13 de mayo del 
2020. Como resultado de lo anterior, se produce una aparente diferencia en la cuenta de los activos para 
los periodos 2019 y 2020, que no es real, pues si se detallan las cuentas que lo componen estas 
coinciden en su totalidad, de modo que no se presenta diferencia material alguna que obligue a re 
expresar los estados financieros. 

- Frente a la ausencia de autorización previa para solemnizar y registrar la reforma estatutaria se señala
que el Representante Legal de la Cooperativa presentó ante la Superintendencia de Transporte
comunicación con radicado No. 20205320150632 del 17 de febrero, mediante la cual presentaba a
consideración de dicha entidad el detalle del proyecto de reforma a ser presentado ante la Asamblea de
Asociados a llevar a cabo el día 6 de marzo del 2020.

Para iniciar, este Despacho considera oportuno citar lo señalado por la Corte Constitucional en Sentencia 
C-131 de 2004, en relación con el principio de confianza legitima:

En esencia, la confianza legítima consiste en que el ciudadano debe poder evolucionar en un 
medio jurídico estable y previsible, en cual pueda confiar. Para Müller, este vocablo significa, en 
términos muy generales, que ciertas expectativas, que son suscitadas por un sujeto de derecho 
en razón de un determinado comportamiento en relación con otro, o ante la comunidad jurídica en 
su conjunto, y que producen determinados efectos jurídicos; y si se trata de autoridades públicas, 
consiste en que la obligación para las mismas de preservar un comportamiento consecuente, no 
contradictorio frente a los particulares, surgido en un acto o acciones anteriores, incluso ilegales, 
salvo interés público imperioso contrario. Se trata, por tanto, que el particular debe ser protegido 
frente a cambios bruscos e inesperados efectuados por las autoridades públicas. En tal sentido, 
no se trata de amparar situaciones en las cuales el administrado sea titular de un derecho 
adquirido, ya que su posición jurídica es susceptible de ser modificada por la Administración, es 
decir, se trata de una mera expectativa en que una determinada situación de hecho o regulación 
jurídica no serán modificadas intempestivamente. De allí que el Estado se encuentre, en estos 
casos, ante la obligación de proporcionarle al afectado un plazo razonable, así como los medios, 
para adaptarse a la nueva situación. 

De acuerdo con lo expuesto por la Corte Constitucional, debe entenderse que el principio de confianza 
legitima crea una mera expectativa y no un derecho adquirido, por lo cual, puede ser modificada una 
situación de hecho o jurídico particular, siempre que no se realice de forma arbitraria por parte de la 
Administración. 

Ahora bien, en relación con los argumentos presentados por el apoderado de los Investigados se tiene 
que (i) en relación con la celebración de los contratos con empresas no habilitadas, es cierto que la 
Superintendencia no manifestó dicha irregularidad; no obstante, el hecho que se reprocha, dentro del 
término legal para hacerlo, es la diligencia de los administradores de la Cooperativa y el cumplimiento 
de los deberes legalmente asignados, en relación con la obligación de velar porque todos los actos se 
ajusten a la ley y los estatutos.  
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Por lo tanto, es de resaltarse que no existió procedimiento administrativo previo que se haya desarrollado 
en el mismo sentido, con el cual la Entidad hubiera omitido señalar las irregularidades. Ni tampoco puede 
concluirse que, por recibir información contable y cooperativa, y por el hecho de hacer seguimiento de 
los planes y acciones de mejora con el fin de superar aquellas situaciones que dieron lugar a la medida 
de sometimiento a control, esta Entidad renunció o perdió competencia para adelantar las 
investigaciones que sean necesarias y, en el evento que así proceda, busque el cumplimiento riguroso 
de la normatividad por vía del ejercicio sancionatorio administrativo. Al punto, la defensa no señala 
ninguna regla procesal o sustancial que así lo estipule y este Despacho tampoco conoce que exista 
norma alguna en ese sentido.   

Respecto de la diferencia material en los Estados Financieros comparativos para los años 2019 y 2020, 
esta Entidad reconoce en su Resolución de Apertura la directriz emitida respecto de la contabilización 
de los recursos del fondo de reposición, y es por eso por lo que, precisamente, lo que se reprocha es la 
no revelación en los Estados Financieros sobre los cambios realizados y las razones a las que 
obedecieron dichas modificaciones, lo cual constituye un incumplimiento a las normas contables.  

De otra parte, finalmente, como se enunció previamente, no puede argumentarse que con la radicación 
realizada por el Representante Legal de la Cooperativa del proyecto de reforma estatutaria se entendía 
surtida la autorización previa para registrar la respectiva acta ante la Cámara de Comercio, trayendo a 
colación instituciones jurídicas que resultan extrañas dentro de la medida de sometimiento a control 
como lo es el silencio administrativo positivo y, así las cosas, es inadmisible que se señale que se generó 
un tipo de confianza legitima que excusa la omisión que se investiga.  

8.3.8. Obligación de autorización previa para enajenar bienes en vigencia del sometimiento a control 

Respecto del cargo segundo, en cuanto a la venta de inmuebles sin autorización previa por parte de esta 
Autoridad, se señaló que operó la caducidad, adicionalmente, el apoderado señaló que a la Cooperativa 
no le aplicaba la prohibición establecida en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, por cuanto las 
operaciones correspondían al giro ordinario de los negocios y, por lo tanto, no requería autorización 
previa de esta Entidad. A este respecto, señala que también se presenta violación al principio de 
legalidad y nulidad por violación al debido proceso.  

Frente a este argumento debe tenerse en cuenta que la discusión en torno a sí las operaciones tuvo 
lugar dentro del giro ordinario de los negocios de la Cooperativa se dirimió en la Resolución 17809103, 
mediante la cual se resolvió sobre el reconocimiento de los presupuestos de ineficacia de las 
enajenaciones y constitución de garantías realizadas por la Cooperativa de Transportes Velotax 
Limitada, en vigencia de la medida de sometimiento a control.  

En dicho acto administrativo se estableció que: 

De lo expuesto, este Despacho advierte que las enajenaciones de bienes o la constitución de 
garantías no corresponden a operaciones que se realicen de forma habitual para el cumplimiento 
del objeto social, y, por ende, que correspondan a operaciones del giro ordinario de los negocios. 
Asimismo, se observó que, si bien dichos negocios tuvieron un fin lícito, son operaciones que no 
hacen parte de manera habitual de los negocios de la cooperativa y ocurrieron cuando Velotax 
estaba sometida a control. 

En ese sentido, para la realización de actos jurídicos sobre los bienes propios de la cooperativa 
se debieron solicitar autorizaciones previas a la Superintendencia de Transporte, tal y como lo 
señala el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, so pena que estos actos sean ineficaces de pleno 
�G�H�U�H�F�K�R�������«��. (Subrayado fuera del texto) 

Por lo tanto, es preciso señalar que la situación ya fue decidida por la administración mediante un acto 
administrativo que se encuentra en firme y que goza de presunción de legalidad. Por lo cual este 

103 Folios 12218 al 12236 
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Despacho no encuentra que se presente violación al principio de legalidad y nulidad por violación al 
debido proceso, por la precisa situación que se estudia.  

8.3.9. Ausencia de lesividad 

Respecto del cargo segundo, se argumentó por parte de la defensa que hay ausencia de lesividad, por 
cuanto el bien jurídicamente tutelado por el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, que establece la obligación 
de solicitar autorización previa para enajenar inmuebles, en virtud del sometimiento a control, es de orden 
económico. En tal sentido, debe tenerse en cuenta lo que expuso esta Entidad en Resolución 17809 del 
27 de diciembre de 2021, mediante la cual se resolvió sobre el reconocimiento de los presupuestos de 
ineficacia en torno a las enajenaciones efectuadas por la Cooperativa, en relación con que las 
enajenaciones no generaron perjuicio a la organización. 

En primer lugar, es preciso señalar que la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, en 
Sentencia del 13 de mayo de 2009, señaló respecto del principio de lesividad lo siguiente:  

El principio de lesividad de la conducta punible surgió como un criterio de limitación del poder 
punitivo dentro del moderno Estado de Derecho, en el entendido de que constituye una obligación 
ineludible para las autoridades tolerar toda actitud o comportamiento que de manera significativa 
no dañe o ponga en peligro a otras personas, individual o colectivamente consideradas, respecto 
de los bienes y derechos que el ordenamiento jurídico penal está llamado como última medida a 
proteger. 

Este principio, propio del derecho penal ilustrado, no sólo está íntimamente ligado a otros de la 
misma índole (como los de necesidad, proporcionalidad, mínima intervención, separación entre 
derecho y moral, subsidiariedad y naturaleza fragmentaria), sino que también le otorga un sentido 
crítico a la teoría del bien jurídico, e incluso habilita en el derecho penal la misión de amparo 
exclusivo de los mismos, tal como lo ha sostenido en forma casi que unánime la doctrina, al igual 
que de manera pacífica la jurisprudencia constitucional y la de la Sala en múltiples providencias. 

Continúa señalando que: 

Por otro lado, el principio de lesividad encuentra paralelo en la doctrina de los países de habla 
inglesa con el llamado principio del daño (o harm principle), según el cual el derecho penal carece 
de legitimidad si se castigan conductas que no implican lesiones para personas distintas a uno 
mismo o que sólo encierran la prevención de una simple inmoralidad 

���«���� �$�K�R�U�D�� �E�L�H�Q���� �F�R�P�R�� �H�O�� �D�S�D�U�D�W�R�� �S�X�Q�L�W�L�Y�R��sólo puede operar en tanto medie la afectación 
significativa o relevante de un bien jurídico que sea susceptible de protección por parte del derecho 
penal, ya sea por lesión directa o efectiva puesta en peligro del mismo, no sobra recordar que el 
concepto de bien jurídico no corresponde a la noción de objeto material como elemento del tipo. 

De lo anterior, puede evidenciarse que la exoneración de la responsabilidad por ausencia de lesividad 
aplica únicamente en el derecho penal, nada se ha dicho sobre su aplicación en el derecho 
administrativo. Por lo tanto, debe tenerse en cuenta que esta Superintendencia reprocha la actuación de 
los administradores en desconocimiento a la ley, al no solicitar autorización previa para la realización de 
operaciones que implicaron la enajenación de inmuebles por fuera del giro ordinario de los negocios, en 
vigencia del sometimiento a control, y no los resultados de esas operaciones en la situación financiera 
de la Cooperativa que, como ya se dijo y se reconoció en resoluciones anteriores, no se observa que las 
enajenaciones de los inmuebles hubiesen generado perjuicio a la organización.  

8.3.10. Obligación de autorización previa para solemnizar y registrar la reforma estatutaria 

Los Investigados señalan que de acuerdo con la Circular 30 de 2013, emitida por la Superintendencia 
de Transporte, se creó una confianza legitima en la medida que, según su interpretación, las únicas 
reformas estatutarias que debían someterse a autorización previa por parte de esta Entidad eran 
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aquellas que requerían ser elevadas a escritura pública. No obstante, y a pesar de señalar no estar 
obligados al trámite de autorización, el Representante Legal actuó con transparencia y remitió el proyecto 
de reforma a los estatutos. 

Sin embargo, este argumento presentado en los alegatos de conclusión es contrario de lo manifestado 
previamente en el escrito de descargos en el cual se señaló que sí bien la reforma requería autorización 
previa para su solemnización y registro, la Superintendencia fue informada sobre la voluntad de realizar 
la reforma estatutaria, poniendo de presente el cumplimiento de la circular y remitiendo para tales 
propósitos el proyecto de reforma con la cual se evidencia la buena fe en el actuar por parte de la 
Cooperativa, según se señaló.  

En ese sentido, las afirmaciones realizadas por la defensa en su última intervención pretenden 
desconocer la obligación contenida en el artículo 85 de la Ley 222 de 1995, con llamamientos a una 
ambigüedad en la Circular cuando la misma no existe, al punto que en los descargos ya se había 
reconocido por el investigado que se estaba en la obligación de solicitar autorización previa para la 
inscripción de la respectiva reforma ante la Cámara de Comercio. Por ende, no es de recibo por parte 
de este Despacho la violación al principio de confianza legitima que se alega. Es que, al igual de lo dicho 
en otros apartes, la medida de sometimiento a control cambia ciertas reglas dentro de la relación 
supervisados / autoridad y, precisamente, estas son las que no se tuvieron en cuenta.   

8.3.11. Nulidad por abuso de poder 

Se argumenta por parte de la defensa que en la presente actuación existe nulidad por abuso de poder, 
por cuanto la Superintendencia de Transporte funda presuntas infracciones que no existen dado que no 
hay normas sustantivas que soporten el deber legal que ahora se le exige a los administradores o porque 
los actos que se investigan se ejecutaron bajo una presunción de legitimidad basada en el mismo 
proceder de la Superintendencia o, tal y como se señaló, ya operó la caducidad para algunos de los 
cargos formulados en el acto de apertura. 

Al respecto es preciso aclarar el alcance del presente proceso administrativo sancionatorio, el cual tiene 
por objeto determinar la responsabilidad del representante legal de la cooperativa, el revisor fiscal y 
miembros del consejo de administración de la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada, por el 
incumplimiento a los deberes de administradores y las prohibiciones y deberes propios del sometimiento 
a control. Es decir, con este proceso se pretende establecer la responsabilidad individual que le asiste a 
cada persona por el ejercicio del cargo que tiene dentro de la Cooperativa y no trata sobre temas propios 
de la pertinencia de la medida de sometimiento a control impuesta a la persona jurídica.  

Por lo tanto, el argumento esgrimido por la defensa resulta infundado por todo el análisis que acaba de 
verse y, en alguna medida, porque no guarda relación directa con los hechos discutidos en la presente 
actuación administrativa. 

Así las cosas, teniendo en cuenta lo expuesto, este Despacho en cuanto a argumento presentado, 
encuentra suficientemente probada la responsabilidad por parte de los Investigados, motivo por el cual 
se impondrán las correspondientes sanciones. 

NOVENO: Como consecuencia de todo lo anterior este Despacho procederá a pronunciarse sobre la 
responsabilidad de los investigados como se pasa a explicar. 

Se previó en la Ley 1437 de 2011 que �³�>�H�@�O�� �D�F�W�R�� �D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R�� �T�X�H�� �S�R�Q�J�D�� �I�L�Q�� �D�O�� �S�U�R�F�H�G�L�P�L�H�Q�W�R��
�D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�R���G�H���F�D�U�i�F�W�H�U���V�D�Q�F�L�R�Q�D�W�R�U�L�R���G�H�E�H�U�i���F�R�Q�W�H�Q�H�U�����«�����O�D���G�H�F�L�V�L�y�Q���I�L�Q�D�O���G�H���D�U�F�K�L�Y�R���R���V�D�Q�F�L�y�Q���\���O�D��
�F�R�U�U�H�V�S�R�Q�G�L�H�Q�W�H���I�X�Q�G�D�P�H�Q�W�D�F�L�y�Q�´.104 

104 Cfr. Ley 1437 de 2011 artículo 49 numeral 4  
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Al respecto, para los cargos investigados se ha identificado (i) la imputación fáctica y (ii) la imputación 
jurídica, verificando la congruencia de estas con la resolución de apertura.105 Y, con base en las pruebas 
recaudadas en la investigación se procede a: 

EXONERAR 

Por no encontrarse probado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 de la Ley 79 de 1988, 
23 de la Ley 222 de 1995, 207 y 208 del Código de Comercio, secciones 15, 23.3 y 23.4 de las NIIF 
para Pymes, así como lo dispuesto en las NIC 1, NIC 8 y NIC 10, en concordancia con los numerales 
4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, se exonera por el CARGO CUARTO a los siguientes 
miembros del consejo de administración:  

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual del 

Consejo de 
Administración 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Rafael Aguilera 
González 

C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Stella Rodríguez 
González C.C. 28.814.503Miembro Principal del Consejo 

de Administración Si 

Julio Cesar Beltrán 
Garzón C.C. 93.386.132

Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

María Teresa 
Sepúlveda 

C.C. 43.737.653Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Henry Molano C.C. 79.721.339
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Nelly Calle Torres C.C. 39.694.393
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

RESPONSABILIZAR 

9.1. Por la celebración de contratos de colaboración con empresas que no se encontraban debidamente 
habilitadas para prestar servicios de transporte, de conformidad con lo expuesto en el presente acto 
administrativo y la situación fáctica y jurídica indicada en la Resolución No. 1408 del 5 de mayo de 
2022: 

105 este respecto, la Corte Constitucional y el Tribunal Administrativo han resaltado la importancia del Principio de Congruencia entre los hechos 
concretamente reprochados en la apertura y los hechos reprochados en el acto final: 
�/�D���&�R�U�W�H���&�R�Q�V�W�L�W�X�F�L�R�Q�D�O���K�D���H�[�S�O�L�F�D�G�R���T�X�H���H�O���S�U�L�Q�F�L�S�L�R���G�H���F�R�Q�J�U�X�H�Q�F�L�D���³�H�V��uno de los elementos constitutivos del derecho fundamental al debido proceso 
consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, en la medida que impide determinadas decisiones porque su justificación no surge del proceso 
por no responder en lo que en él se pidió, debatió, o probó. En este orden, se erige con tal importancia el principio de congruencia que su desconocimiento 
es constitutivo de las antes denominadas vías de hecho, hoy causales de procedibilidad de la acción de tutela contra providencia�V���M�X�G�L�F�L�D�O�H�V���´���&�I�U�����+�����&�R�U�W�H��
Constitucional. Sentencia T-714 de 2013. M.P. José Ignacio Pretelt Chaljub.El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, respecto de que en las 
investigaciones por prácticas restrictivas de la competencia, indicó que se debe actu�D�U���³���«�����H�[�F�O�X�V�L�Y�D�P�H�Q�W�H���F�R�Q�W�U�D���O�D�V���S�U�X�H�E�D�V���\���P�R�W�L�Y�D�F�L�R�Q�H�V���T�X�H���V�L�U�Y�L�H�U�R�Q��
de base para la expedición del acto en mención, de allí que no deba referirse a temas y pruebas no contemplados en la resolución, puesto que no puede 
pretender ejercer defensa sobre act�X�D�F�L�R�Q�H�V���R���L�P�S�X�W�D�F�L�R�Q�H�V���T�X�H���Q�R���V�H���K�D�Q���I�R�U�P�X�O�D�G�R�����R���S�U�X�H�E�D�V���V�R�E�U�H���O�D�V���F�X�i�O�H�V���Q�R���V�H���K�D�Q���E�D�V�D�G�R���O�D���D�F�X�V�D�F�L�R�Q�H�V�´�����&�I�U����
H. Tribunal Administrativo de Cundinamarca. Sección segunda, Subsección A, expediente No. AT-2014-0016-01 del 23 de febrero de 2015. Otras 
au�W�R�U�L�G�D�G�H�V���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�V���W�D�P�E�L�p�Q���K�D�Q���V�H�x�D�O�D�G�R���T�X�H���³�³�>�«�@���F�R�P�R���V�H���K�D���V�R�V�W�H�Q�L�G�R�����H�Q���O�D�V���L�Q�Y�H�V�W�L�J�D�F�L�R�Q�H�V���D�G�P�L�Q�L�V�W�U�D�W�L�Y�D�V���V�D�Q�F�L�R�Qatorias el eje central es 
la formulación de cargos por cuanto, es en ese momento en el cual se delimita la conducta reprochada �±imputación fáctica-, las normas presuntamente 
vulneradas �±imputación normativa- y el alcance del procedimiento, garantizándose de esta forma el debido proceso y el derecho de defensa al investigado, 
por cuanto en ese instante procesal es en el cual va a saber �D���F�L�H�Q�F�L�D���F�L�H�U�W�D���G�H���T�X�p���V�H���O�H���D�F�X�V�D���\���G�H���T�X�p���V�L�W�X�D�F�L�R�Q�H�V���G�H�E�H���G�H�I�H�Q�G�H�U�V�H�����>�«�@���G�H���H�Q�F�R�Q�W�U�D�U�V�H��
en una investigación que no se cumplió con el principio de tipificación, el cual garantiza el debido proceso y derecho de defensa que le asiste al investigado, 
el operador administrativo está en la obligación de reestablecer los derechos fundamentales precitados, a través de la decisión �T�X�H���H�V�W�D�E�O�H�]�F�D���S�U�R�F�H�G�H�Q�W�H�´����
Cfr. Superintendencia de Industria y Comercio Resoluciones 40564 de 2012 y 1516 de 2017 

��������������������������������������������������
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Por encontrase verificado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 5 de la Ley 336 de 1996, 149 
de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del artículo 
85 de la Ley 222 de 1995, al celebrar contratos para la prestación del servicio público de transporte con 
empresas que no se encontraban debidamente habilitadas, se declara responsable a:  

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual 
del Consejo de 
Administración 

Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237 Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Juan Javier Amaya 
Grimaldo C.C. 14.711.208

Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914 Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

9.2. Por la venta de inmuebles sin la previa autorización de la Superintendencia de Transporte en 
vigencia de la medida de sometimiento a control, de conformidad con lo expuesto en el presente 
acto administrativo y la situación fáctica y jurídica indicada en la Resolución No. 1408 del 5 de mayo 
de 2022: 

Por encontrase verificado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 de la Ley 79 de 1988, 23 
de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, 
se declara responsable a:  

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual 
del Consejo de 
Administración 

Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Julio Cesar Beltrán C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Rafael Aguilera C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

9.3. Por la ausencia de autorización por parte de la Superintendencia de Transporte para solemnizar la 
reforma estatutaria, de conformidad con lo expuesto en el presente acto administrativo y la situación 
fáctica y jurídica indicada en la Resolución No. 1408 del 5 de mayo de 2022: 

Por encontrase verificado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 de la Ley 79 de 1988, 
23 y numeral 2 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del 
artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al no solicitar autorización previa de la Superintendencia de 
Transporte para solemnizar la reforma estatutaria, se declara responsable a: 

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178 Representante Legal 

9.4. Por las inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros, de 
conformidad con lo expuesto en el presente acto administrativo y la situación fáctica y jurídica indicada 
en la Resolución No. 1408 del 5 de mayo de 2022:  

��������������������������������������������������
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Por encontrase verificado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 de la Ley 79 de 1988, 
23 de la Ley 222 de 1995, 207 y 208 del Código de Comercio, secciones 15, 23.3 y 23.4 de las NIIF 
para Pymes, así como lo dispuesto en las NIC 1, NIC 8 y NIC 10, en concordancia con los numerales 
4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al aprobar y dictaminar, respectivamente, información 
financiera que presenta errores materiales e inconsistencias en la revelación de información, se declara 
responsable a: 

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178 Representante Legal 
José Eiler Ruíz Vargas C.C. 14.242.414 Revisor Fiscal 

9.5. Por las inconsistencias en la administración del fondo de reposición, de conformidad con lo expuesto 
en el presente acto administrativo y la situación fáctica y jurídica indicada en la Resolución No. 1408 
del 5 de mayo de 2022: 

Por encontrase verificado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 de la Ley 79 de 1988, 
23 de la Ley 222 de 1995, el artículo 7 de la Ley 105 de 1993 modificado por los artículos 1 del Decreto 
575 de 2020 y 2 de la Ley 2198 de 2022, en concordancia con los numerales 4 y 5 del artículo 85 de la 
Ley 222 de 1995 y la Resolución 5412 de 2019, por las inconsistencias en la administración del fondo 
de reposición, se declara responsable a: 

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual 
del Consejo de 
Administración 

Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 
José Eiler Ruíz Vargas C.C. 14.242.414Revisor Fiscal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237 Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914 Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Stella Rodríguez 
González C.C. 28.814.503

Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Henry Molano C.C. 79.721.339Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208
Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Rafael Aguilera 
González C.C. 79.040.261

Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

María Teresa 
Sepúlveda 

C.C. 43.737.653Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

Julio Cesar Beltrán 
Garzón C.C. 93.386.132

Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Nelly Calle Torres C.C. 39.694.393Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

DÉCIMO: SANCIONES PROCEDENTES 

De conformidad con lo previsto en el numeral 5 del artículo 85 y numeral 3 del artículo 86 de la Ley 222 
de 1995, la sanción aplicable, previamente establecida en la resolución de apertura es la siguiente: 

�³�$�5�7�,�&�8�/�2�����������&�2�1�7�5�2�/�� El control consiste en la atribución de la Superintendencia de Sociedades 
para ordenar los correctivos necesarios para subsanar una situación crítica de orden jurídico, contable, 
económico o administrativo de cualquier sociedad comercial no vigilada por otra superintendencia, 
cuando así lo determine el Superintendente de Sociedades mediante acto administrativo de carácter 
particular. 

��������������������������������������������������
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���«�� 

5. Conminar bajo apremio de multas a los administradores para que se abstengan de realizar actos
contrarios a la ley, los estatutos, las decisiones del máximo órgano social o junta directiva, o que
deterioren la prenda común de los acreedores u ordenar la suspensión de los mismos.

ARTICULO 86. OTRAS FUNCIONES. Además, la Superintendencia de Sociedades cumplirá las 
siguientes funciones: 

���«�� 

3. Imponer sanciones o multas, sucesivas o no, hasta de doscientos salarios mínimos legales
mensuales, cualquiera sea el caso, a quienes incumplan sus órdenes, la ley o los estatutos.�´

Por su parte el artículo 50 de la Ley 1437 de 2011 prevé que �³���«�����O�D���J�U�D�Y�H�G�D�G���G�H���O�D�V���I�D�O�W�D�V���\���H�O���U�L�J�R�U���G�H��
las sanciones por infracciones administrativas se graduarán atendiendo a los siguientes criterios, en 
cuanto resultaren aplicables: 1. Daño o peligro generado a los intereses jurídicos tutelados.  2. Beneficio 
económico obtenido por el infractor para sí o a favor de un tercero.  3. Reincidencia en la comisión de 
la infracción. 4. Resistencia, negativa u obstrucción a la acción investigadora o de supervisión.  5. 
Utilización de medios fraudulentos o utilización de persona interpuesta para ocultar la infracción u 
ocultar sus efectos.  6. Grado de prudencia y diligencia con que se hayan atendido los deberes o se 
hayan aplicado las normas legales pertinentes.  7. Renuencia o desacato en el cumplimiento de las 
órdenes impartidas por la autoridad competente.  8. Reconocimiento o aceptación expresa de la 
�L�Q�I�U�D�F�F�L�y�Q���D�Q�W�H�V���G�H�O���G�H�F�U�H�W�R���G�H���S�U�X�H�E�D�V�´����

Teniendo en cuenta lo dicho, viendo que las conductas de los investigados se encuentran inmersas en 
las causales subrayadas del precitado artículo del C.P.A.C.A., sobre todo por desatender 
específicamente, en algunos casos, las consecuencias jurídicas derivadas de la medida de 
sometimiento a control, y en otros, por no cumplir con la rigurosidad debida la ley, los Estatutos y en sí, 
desarrollar conductas activas y/u omisivas que distan de la prudencia y diligencia que se debe tener 
por cuenta de los cargos de administración que tienen los investigados dentro de la estructura 
organizacional de la Cooperativa, se realizará la siguiente graduación de las sanciones, sin que resulte 
necesario replicar toda la parte considerativa en este aparte la cual se tiene por reproducida.  

En la graduación que se presenta se tienen en cuenta criterios de proporcionalidad, razonabilidad y la 
época en la que sucedieron los hechos -por eso la diferencia en el valor de las Uvt�¶s)-, así como los 
análisis realizados en la parte considerativa de la presente resolución, en la que se reconocen en parte 
algunos planteamientos de la defensa, pero también la ausencia de aceptación expresa de las 
diferentes infracciones; todo lo anterior, dentro del marco jurídico que normaliza la sanción a imponer 
en el presente asunto, cual es, el establecido en la normatividad societaria de referencia. También se 
hará énfasis en los cargos que desempeñan cada uno de los investigados dentro de la Cooperativa, 
pues es lo cierto que de estos se derivan sus deberes y responsabilidades.  

Para el caso que nos ocupa, la graduación corresponde a la siguiente: 

10.1. Frente al CARGO PRIMERO se impone sanción de multa a título individual. Esta sanción se 
impone teniendo en cuenta los criterios de graduación de los numerales 6) y 7) del Artículo 50 de 
CPACA, teniendo en cuenta que se llevaron a cabo operaciones de transporte durante 24 meses con 
empresas que no se encontraban debidamente habilitadas para prestar el servicio público de transporte, 
y que lo que se busca por el legislador es garantizar que en ningún momento se ejecute la actividad 
transportadora sin el título habilitante el cual es sinónimo de seguridad y el lleno de los requisitos legales. 

ESPACIO EN BLANCO 

��������������������������������������������������
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Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019106, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone para el CARGO 
PRIMERO será de: 

a) Ciento ochenta y una Unidades de Valor Tributario (181 Uvt); equivalentes a SEIS MILLONES MIL
DOSCIENTOS TREINTA Y SEIS PESOS M/CTE ($6.001.236)107, equivalentes a 7,68166074 salarios
mínimos legales vigentes para el año 2018, por las razones expuestas en la parte motiva del presente
acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE.

b) Noventa y una Unidades de Valor Tributario (91 Uvt); equivalentes a TRES MILLONES
DIECISIETE MIL CIENTO NOVENTA Y SEIS PESOS M/CTE ($3.017.196), equivalentes a
3,862050427 salarios mínimos legales vigentes para el año 2018, por las razones expuestas en la parte
motiva del presente acto administrativo, en contra de cada uno de los miembros del consejo de
administración relacionados en la tabla contenida en el numeral 9.1 que precede.

10.2. Frente al CARGO SEGUNDO se impone sanción de multa a título individual. Esta sanción se 
impone atendiendo los criterios de graduación de los numerales 6) y 7) del Artículo 50 de CPACA, 
teniendo en cuenta que se llevó a cabo venta de inmuebles sin la previa autorización de la 
Superintendencia de Transporte en vigencia de la medida de sometimiento a control.  

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019108, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone para el CARGO 
SEGUNDO será de: 

a) Doscientos dos (202) Unidades de Valor Tributario109; equivalentes a SEIS MILLONES DIEZ MIL
CIENTO SEIS PESOS M/CTE ($6.010.106), equivalentes a 8,717183863110 salarios mínimos legales
vigentes para el año 2016, por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto
administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE.

b) Ciento un (101) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a TRES MILLONES CINCO MIL
CINCUENTA Y TRES PESOS M/CTE ($3.005.053)111, equivalentes a 4,358591931 salarios mínimos
legales vigentes para el año 2016, por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto
administrativo, en contra de cada uno de los miembros del consejo de administración
relacionados en la tabla contenida en el numeral 9.2 que precede.

106 �³�$�5�7�Ë�&�8�/�2�����������&�È�/�&�8�/�2���'�(���9�$�/�2�5�(�6���(�1���8�9�7�����$���S�D�U�W�L�U���G�H�O�������G�H���H�Q�H�U�R���G�H���������������W�R�G�R�V���O�R�V���F�R�E�U�R�V�����V�D�Q�F�L�R�Q�H�V�����P�X�O�W�D�V�����W�D�V�D�V�����W�D�U�L�I�D�V y estampillas, 
actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual legal vigente (smmlv), deberán ser calculados con base en su equivalencia 
en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, las actualizaciones de estos valores también se harán con base en el valor de la UVT 
vigente. 
PARÁGRAFO. Los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, que se encuentren ejecutoriados con anterioridad al 1 de enero de 2020 se 
�P�D�Q�W�H�Q�G�U�i�Q���G�H�W�H�U�P�L�Q�D�G�R�V���H�Q���V�P�P�O�Y���´ 
107 La Resolución número 63 del 14 de noviembre de 2017 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario 
(UVT) aplicable para el año 2018 en la suma de TREINTA Y TRES MIL CIENTO CINCUENTA Y SEIS PESOS M/CTE ($33. 156.oo). 

Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 02269 de 2017 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2018, 
equivale a la suma de SETECIENTOS OCHENTA Y UN MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y DOS PESOS M/CTE ($781. 242.oo). 

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

108 �³�$�5�7�Ë�&�8�/�2�����������&�È�/�&�8�/�2���'�(���9�$�/�2�5�(�6���(�1���8�9�7�����$���S�D�U�W�L�U���G�H�O�������G�H���H�Q�H�U�R���G�H���������������W�R�G�R�V los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, 
actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual legal vigente (smmlv), deberán ser calculados con base en su equivalencia 
en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, las actualizaciones de estos valores también se harán con base en el valor de la UVT 
vigente. 
PARÁGRAFO. Los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, que se encuentren ejecutoriados con anterioridad al 1 de enero de 2020 se 
�P�D�Q�W�H�Q�G�U�i�Q���G�H�W�H�U�P�L�Q�D�G�R�V���H�Q���V�P�P�O�Y���´ 
109 La RESOLUCIÓN NÚMERO 000115 de 2015 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2016 en la suma de VEINTINUEVE MIL SETECIENTOS CINCUENTA Y TRES PESOS M/CTE ($29.753) 
110 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 02552 de 2015 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2016, 
equivale a la suma de SEISCIENTOS OCHENTA Y NUEVE MIL CUATROCIENTOS CINCUENTA Y CINCO PESOS M/CTE ($689. 455.oo). 

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
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10.3. Frente al CARGO TERCERO se impone sanción de multa a título individual. Esta sanción se 
impone teniendo en cuenta los criterios de graduación de los numerales 6) y 7) del Artículo 50 de 
CPACA, teniendo en cuenta que no existió autorización por parte de la Superintendencia de Transporte 
para solemnizar la reforma estatutaria que finalmente se tramitó. 

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019112, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone para el CARGO 
TERCERO será de: 

Ciento setenta (170) Unidades de Valor Tributario113; equivalentes a SEIS MILLONES CINCUENTA Y 
TRES MIL CIENTO NOVENTA PESOS M/CTE ($6.053.190), equivalentes a 6,895841094114 salarios 
mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE. 

10.4. Frente al CARGO CUARTO se impone sanción de multa a título individual. Esta sanción se 
impone teniendo en cuenta los criterios de graduación de los numerales 6) y 7) del Artículo 50 de 
CPACA, por las inconsistencias en la información contable y en la revelación de Estados Financieros. 

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019115, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone para el CARGO 
CUARTO será de:  

a) Ciento sesenta y seis (166) Unidades de Valor Tributario116; equivalentes a SEIS MILLONES
VEINTISIETE MIL CIENTO VEINTIOCHO PESOS M/CTE ($6.027.128), equivalentes a 6,633963145117

salarios mínimos legales vigentes para el año 2021, por las razones expuestas en la parte motiva del
presente acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE.

b) Ciento sesenta y seis (166) Unidades de Valor Tributario118; equivalentes a SEIS MILLONES
VEINTISIETE MIL CIENTO VEINTIOCHO PESOS M/CTE ($6.027.128), equivalentes a 6,633963145119

112 �³�$�5�7�Ë�&�8�/�2�����������&�È�/�&�8�/�2���'�(���9�$�/�2�5�(�6���(�1��UVT. A partir del 1 de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, 
actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual legal vigente (smmlv), deberán ser calculados con base en su equivalencia 
en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, las actualizaciones de estos valores también se harán con base en el valor de la UVT 
vigente. 
PARÁGRAFO. Los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, que se encuentren ejecutoriados con anterioridad al 1 de enero de 2020 se 
�P�D�Q�W�H�Q�G�U�i�Q���G�H�W�H�U�P�L�Q�D�G�R�V���H�Q���V�P�P�O�Y���´ 
113 Resolución 000084 de 28 de noviembre de 2019 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2020 en la suma de TREINTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS SIETE PESOS M/CTE $35.607 
114 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 02360 de 2019 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2020, 
equivale a la suma de OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS TRES PESOS M/CTE ($877. 803.oo).  
Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

115 �³�$�5�7ÍCULO 49. CÁLCULO DE VALORES EN UVT. A partir del 1 de enero de 2020, todos los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, 
actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual legal vigente (smmlv), deberán ser calculados con base en su equivalencia 
en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, las actualizaciones de estos valores también se harán con base en el valor de la UVT 
vigente. 
PARÁGRAFO. Los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, que se encuentren ejecutoriados con anterioridad al 1 de enero de 2020 se 
�P�D�Q�W�H�Q�G�U�i�Q���G�H�W�H�U�P�L�Q�D�G�R�V���H�Q���V�P�P�O�Y���´ 

116 La Resolución 000111 de 11 de diciembre de 2020 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2021 en la suma de TREINTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS OCHO PESOS M/CTE ($36.308). 

117 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 01785 de 2020el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2021, 
equivale a la suma de NOVECIENTOS OCHO MIL QUINIENTOS VEINTISÉIS PESOS M/CTE ($908. 526.oo). 

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

118 La Resolución 000111 de 11 de diciembre de 2020 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2021 en la suma de TREINTA Y SEIS MIL TRESCIENTOS OCHO PESOS M/CTE ($36.308). 

119 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 01785 de 2020el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2021, 
equivale a la suma de NOVECIENTOS OCHO MIL QUINIENTOS VEINTISÉIS PESOS M/CTE ($908. 526.oo). 

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
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salarios mínimos legales vigentes para el año 2021, por las razones expuestas en la parte motiva del 
presente acto administrativo, en contra del Revisor Fiscal JOSÉ EILER RUÍZ VARGAS. 

10.5. Frente al CARGO QUINTO se impone sanción de multa a título individual. Esta sanción se impone 
teniendo en cuenta los criterios de graduación de los numerales 6) y 7) del Artículo 50 de CPACA, por 
las inconsistencias en la administración del fondo de reposición.  

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019120, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone para el CARGO 
QUINTO será de: 

a) Ciento setenta (170) Unidades de Valor Tributario121; equivalentes a SEIS MILLONES
CINCUENTA Y TRES MIL CIENTO NOVENTA PESOS M/CTE ($6.053.190), equivalentes a
6,895841094122 salarios mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la
parte motiva del presente acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR
VALLE.

b) Ciento setenta (170) Unidades de Valor Tributario123; equivalentes a SEIS MILLONES
CINCUENTA Y TRES MIL CIENTO NOVENTA PESOS M/CTE ($6.053.190), equivalentes a
6,895841094124 salarios mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la
parte motiva del presente acto administrativo, en contra del Revisor Fiscal JOSÉ EILER RUÍZ
VARGAS.

c) Ochenta y cinco (85) Unidades de Valor Tributario125; equivalentes a TRES MILLONES
VEINTISÉIS MIL QUINIENTOS NOVENTA Y CINCO PESOS M/CTE ($3.026.595), equivalentes a
(3,447920547)126 salarios mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la
parte motiva del presente acto administrativo, en contra de cada uno de los miembros del consejo
de administración relacionados en la tabla contenida en el numeral 9.5 que precede.

ESPACIO EN BLANCO 

120 �³�$�5�7�Ë�&�8�/�2�����������&�È�/�&�8�/�2���'�(���9�$�/�2�5�(�6���(�1���8�9�7�����$���S�D�U�W�L�U���G�H�O�������G�H���H�Q�H�U�R���G�H���������������W�R�G�R�V���O�R�V���F�R�E�U�R�V�����V�D�Q�F�L�R�Q�H�V�����P�X�O�W�D�V�����W�D�V�D�V�����W�D�U�L�I�D�V y estampillas, 
actualmente denominados y establecidos con base en el salario mínimo mensual legal vigente (smmlv), deberán ser calculados con base en su equivalencia 
en términos de la Unidad de Valor Tributario (UVT). En adelante, las actualizaciones de estos valores también se harán con base en el valor de la UVT 
vigente. 
PARÁGRAFO. Los cobros, sanciones, multas, tasas, tarifas y estampillas, que se encuentren ejecutoriados con anterioridad al 1 de enero de 2020 se 
�P�D�Q�W�H�Q�G�U�i�Q���G�H�W�H�U�P�L�Q�D�G�R�V���H�Q���V�P�P�O�Y���´ 

121 Resolución 000084 de 28 de noviembre de 2019 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2020 en la suma de TREINTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS SIETE PESOS M/CTE ($35.607) 

122 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 02360 de 2019 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2020, 
equivale a la suma de OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS TRES PESOS M/CTE ($877. 803.oo).  

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

123 Resolución 000084 de 28 de noviembre de 2019 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2020 en la suma de TREINTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS SIETE PESOS M/CTE ($35.607) 

124 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 02360 de 2019 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2020, 
equivale a la suma de OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS TRES PESOS M/CTE ($877. 803.oo).  

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 

125 Resolución 000084 de 28 de noviembre de 2019 de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales (DIAN), fijó la Unidad de Valor Tributario (UVT) 
aplicable para el año 2020 en la suma de TREINTA Y CINCO MIL SEISCIENTOS SIETE PESOS M/CTE ($35.607) 

126 Adicionalmente, de acuerdo con el Decreto 02360 de 2019 el Salario Mínimo Mensual Vigente para la época de finalización de los hechos, esto es 2020, 
equivale a la suma de OCHOCIENTOS SETENTA Y SIETE MIL OCHOCIENTOS TRES PESOS M/CTE ($877. 803.oo).  

Ahora bien, el numeral 5 del artículo 85 y numeral tercero del artículo 86 de la ley 222 de 1995 prevé sanciones hasta de 200 salarios mínimos legales 
mensuales vigentes. 
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10.2. PAGO DE LA MULTA POR CADA UNO DE LOS INVESTIGADOS SANCIONADOS 

Respecto de la función que cumple esta actuación administrativa de carácter sancionatorio, el Consejo 
�G�H�� �(�V�W�D�G�R�� �K�D�� �V�H�x�D�O�D�G�R�� �T�X�H�� �³[e]l fundamento de la potestad sancionatoria administrativa está en el 
deber de obediencia al ordenamiento jurídico que la Constitución Política en sus artículos 4 inciso 
segundo, y 95 impone a todos los ciudadanos�´���� 

Entonces, la función es reafirmar la vigencia de la normatividad existente y el deber de obediencia de 
todos los ciudadanos, particularmente el infractor. Es por esa misma razón que las sanciones, tanto las 
no-pecuniarias como las pecuniarias, deben ser asumidas por el infractor mismo: 

(i) En relación con las sanciones no-pecuniarias, de Perogrullo se nota que no es posible que un tercero
�³�S�D�J�X�H�´���D���Q�R�P�E�U�H���G�H�O���V�D�Q�F�L�R�Q�D�G�R�����/�R���D�Q�W�H�U�L�R�U�����S�R�U�T�X�H���S�R�U���H�M�H�P�S�O�R���O�D���S�U�R�K�L�E�L�F�L�y�Q���G�H���H�M�H�U�F�H�U���H�O���F�R�P�H�U�F�L�R
-entendido como una inhabilidad-, o la cancelación o suspensión de la habilitación, entre otras, es una
limitación que se impone para la persona misma, sin que sea transferible a otros que no han sido
sancionados.

(ii) Sobre las sanciones pecuniarias, la Corte Constitucional ha explicado que su función no es
enriquecer al Estado y no debe ser vista como una acreencia civil que puede ser satisfecha por
cualquier persona.  Por el contrario, el pago de las sanciones debe ser hecho por el infractor:

�³�/�D���P�X�O�W�D���H�V�����S�X�H�V�����X�Q�D���V�D�Q�F�L�y�Q���F�X�\�R���P�R�Q�R�S�R�O�L�R���L�P�S�R�V�L�W�L�Y�R���H�V�W�i���H�Q���P�D�Q�R�V���G�H�O���(�V�W�D�G�R�����T�X�H���O�D���D�S�O�L�F�D���F�R�Q��
el fin de forzar, ante la intimidación de su aplicación, al infractor a fin de que no vuelva a desobedecer las 
�G�H�W�H�U�P�L�Q�D�F�L�R�Q�H�V���O�H�J�D�O�H�V�����«�����$�W�H�Q�G�L�H�Q�G�R���D���O�D naturaleza sancionatoria de la multa, la jurisprudencia ha 
�H�Q�W�H�Q�G�L�G�R���T�X�H���D�T�X�H�O�O�D���Q�R���F�R�Q�I�L�J�X�U�D���X�Q�D���µ�G�H�X�G�D�¶���H�Q���H�O���P�L�V�P�R���V�H�Q�W�L�G�R���H�Q���T�X�H���O�R���V�R�Q���O�R�V���F�U�p�G�L�W�R�V���F�L�Y�L�O�H�V��������
���«�������<���H�V���T�X�H���Q�R���H�[�L�V�W�H���U�D�]�y�Q���D�O�J�X�Q�D���S�D�U�D���F�R�Q�V�L�G�H�U�D�U���T�X�H�����F�R�P�R���H�Q���D�P�E�R�V���F�D�V�R�V���H�O���P�H�G�L�R���O�L�E�Hratorio de 
�O�D���R�E�O�L�J�D�F�L�y�Q���H�V���H�O���G�L�Q�H�U�R�����O�D���Q�D�W�X�U�D�O�H�]�D���M�X�U�t�G�L�F�D���G�H���O�R�V���F�U�p�G�L�W�R�V���V�H�D���O�D���P�L�V�P�D�������«�����V�X���I�L�Q�D�O�L�G�D�G���Q�R���H�V���H�O��
�H�Q�U�L�T�X�H�F�L�P�L�H�Q�W�R���G�H�O���H�U�D�U�L�R�����V�L�Q�R���O�D���U�H�S�U�H�V�L�y�Q���G�H���O�D���F�R�Q�G�X�F�W�D���V�R�F�L�D�O�P�H�Q�W�H���U�H�S�U�R�F�K�D�E�O�H�´���� 

�³�&�R�P�R�� �F�R�Q�V�H�F�X�H�Q�F�L�D���G�H���V�X�� �t�Q�G�R�O�H���V�D�Q�F�L�R�Q�D�W�R�U�L�D���� �O�D multa no es apta de modificarse o extinguirse por 
�P�X�F�K�D�V���G�H���O�D�V���I�R�U�P�D�V���H�Q���T�X�H���O�R���K�D�F�H�Q���O�R�V���F�U�p�G�L�W�R�V���F�L�Y�L�O�H�V�����«�������1�R���H�V�W�i���H�Q���S�R�G�H�U���G�H�O���V�X�M�H�W�R���S�D�V�L�Y�R���O�D��
transacción del monto de la misma o la posibilidad de negociar su imposición, así como no podría éste -
pese a una eventual aquiescencia del Estado- ceder su crédito a un particular distinto, pues la finalidad 
�G�H���O�D���P�X�O�W�D���H�V���O�D���G�H���F�D�V�W�L�J�D�U���D�O���L�Q�I�U�D�F�W�R�U���G�H���O�D���O�H�\�������«�����(�Q���I�L�Q�����S�D�U�D���O�D���M�X�U�L�V�S�U�X�G�H�Q�F�L�D���K�D���V�L�G�R���F�O�D�U�R���T�X�H���H�O��
carácter crediticio de la multa no la con�Y�L�H�U�W�H���H�Q���X�Q�D���G�H�X�G�D�´��   

Con fundamento en la jurisprudencia citada, las sanciones acá impuestas deben ser satisfechas en 
exclusiva por las personas naturales sancionadas, entendiéndose que quedan libres de apremio los 
recursos que pertenecen a la Cooperativa de Transportes Velotax Limitada. 

En mérito de lo expuesto el Superintendente de Transporte, 

RESUELVE 

ARTÍCULO PRIMERO: RECONOCER personería al abogado Helmut Mauricio Gallego Sánchez 
identificado con la cédula de ciudadanía 79.367.815 de Bogotá, D.C. y portador de la Tarjeta Profesional 
No. 67.811 del Consejo Superior de la Judicatura, para que actúe como apoderado de Rafael Aguilera 
González con C.C. 79.040.261, en los precisos términos y para los efectos del poder especial conferido. 

ARTÍCULO SEGUNDO: Declarar RESPONSABLE y en consecuencia SANCIONAR a: 

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual 
del Consejo de 
Administración 

Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237 Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 
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Juan Javier Amaya 
Grimaldo C.C. 14.711.208

Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914 Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Del CARGO PRIMERO por incurrir en la vulneración a las disposiciones contenidas en los artículos 5 
de la Ley 336 de 1996, 149 de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los 
numerales 4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al celebrar contratos para la prestación del 
servicio público de transporte con empresas que no se encontraban debidamente habilitadas.  

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone corresponde a: 

Ciento ochenta y una Unidades de Valor Tributario (181 Uvt); equivalentes a SEIS MILLONES MIL 
DOSCIENTOS TREINTA Y SEIS PESOS M/CTE ($6.001.236), equivalentes a 7,68166074 salarios 
mínimos legales vigentes para el año 2018, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE. 

Noventa y una Unidades de Valor Tributario (91 Uvt); equivalentes a TRES MILLONES DIECISIETE 
MIL CIENTO NOVENTA Y SEIS PESOS M/CTE ($3.017.196), equivalentes a 3,862050427 salarios 
mínimos legales vigentes para el año 2018, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
acto administrativo, en contra de cada uno de los miembros del consejo de administración 
relacionados en la tabla que antecede.   

ARTÍCULO TERCERO: Declarar RESPONSABLE y en consecuencia SANCIONAR a: 

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual 
del Consejo de 
Administración 

Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Julio Cesar Beltrán C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Rafael Aguilera C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Del CARGO SEGUNDO por incurrir en la vulneración a las disposiciones contenidas en los artículos 
149 de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los numerales 4 y 5 del 
artículo 85 de la Ley 222 de 1995 por la venta de inmuebles sin la previa autorización de la 
Superintendencia de Transporte en vigencia de la medida de sometimiento a control. 

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone corresponde a: 

Doscientos dos (202) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a SEIS MILLONES DIEZ MIL CIENTO 
SEIS PESOS M/CTE ($6.010.106), equivalentes a 8,717183863 salarios mínimos legales vigentes para 
el año 2016, por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto administrativo, en contra 
del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE. 
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Ciento un (101) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a TRES MILLONES CINCO MIL 
CINCUENTA Y TRES PESOS M/CTE ($3.005.053), equivalentes a 4,358591931 salarios mínimos 
legales vigentes para el año 2016, por las razones expuestas en la parte motiva del presente acto 
administrativo, en contra de cada uno de los miembros del consejo de administración 
relacionados en la tabla que antecede. 

ARTÍCULO CUARTO: Declarar RESPONSABLE y en consecuencia SANCIONAR a: 

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178 Representante Legal 

Del CARGO TERCERO por incurrir en la vulneración a las disposiciones señaladas en los artículos 149 
de la Ley 79 de 1988, 23 y numeral 2 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, en concordancia con los 
numerales 4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al no solicitar autorización previa de la 
Superintendencia de Transporte para solemnizar la reforma estatutaria que tramitó.  

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone corresponde a: 

Ciento setenta (170) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a SEIS MILLONES CINCUENTA Y 
TRES MIL CIENTO NOVENTA PESOS M/CTE ($6.053.190), equivalentes a 6,895841094 salarios 
mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE. 

ARTÍCULO QUINTO: Declarar RESPONSABLE y en consecuencia SANCIONAR a: 

Nombre Identificación Cargo 
Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178 Representante Legal 
José Eiler Ruíz Vargas C.C. 14.242.414 Revisor Fiscal 

Del CARGO CUARTO por incurrir en la vulneración a las disposiciones contenidas en los artículos 149 
de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, 207 y 208 del Código de Comercio, secciones 15, 23.3 
y 23.4 de las NIIF para Pymes, así como lo dispuesto en las NIC 1, NIC 8 y NIC 10, en concordancia 
con los numerales 4 y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995, al aprobar y dictaminar, respectivamente, 
información financiera que presenta errores materiales e inconsistencias en la revelación de 
información. 

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone corresponde a: 

Ciento sesenta y seis (166) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a SEIS MILLONES 
VEINTISIETE MIL CIENTO VEINTIOCHO PESOS M/CTE ($6.027.128), equivalentes a 6,633963145 
salarios mínimos legales vigentes para el año 2021, por las razones expuestas en la parte motiva del 
presente acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE.  

Ciento sesenta y seis (166) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a SEIS MILLONES 
VEINTISIETE MIL CIENTO VEINTIOCHO PESOS M/CTE ($6.027.128), equivalentes a 6,633963145 
salarios mínimos legales vigentes para el año 2021, por las razones expuestas en la parte motiva del 
presente acto administrativo, en contra del Revisor Fiscal JOSÉ EILER RUÍZ VARGAS. 

ARTÍCULO SEXTO: Declarar RESPONSABLE y en consecuencia SANCIONAR a: 
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Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual 
del Consejo de 
Administración 

Rodrigo Aguilar Valle C.C. 19.145.178Representante Legal 
José Eiler Ruíz Vargas C.C. 14.242.414Revisor Fiscal 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237 Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914 Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Stella Rodríguez 
González C.C. 28.814.503

Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Henry Molano C.C. 79.721.339Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Rafael Aguilera 
González C.C. 79.040.261

Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

María Teresa 
Sepúlveda 

C.C. 43.737.653Miembro Principal del Consejo de 
Administración 

Si 

Julio Cesar Beltrán 
Garzón C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo de 

Administración Si 

Nelly Calle Torres C.C. 39.694.393
Miembro Principal del Consejo de 
Administración Si 

Del CARGO QUINTO por encontrase verificado el incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 
de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, el artículo 7 de la Ley 105 de 1993 modificado por los 
artículos 1 del Decreto 575 de 2020 y 2 de la Ley 2198 de 2022, en concordancia con los numerales 4 
y 5 del artículo 85 de la Ley 222 de 1995 y la Resolución 5412 de 2019, por las inconsistencias en la 
administración del fondo de reposición. 

Así las cosas, de conformidad con lo previsto en el artículo 49 de la Ley 1955 de 2019, el valor de la 
MULTA individual a título de sanción que por medio de esta Resolución se impone corresponde a: 

Ciento setenta (170) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a SEIS MILLONES CINCUENTA Y 
TRES MIL CIENTO NOVENTA PESOS M/CTE ($6.053.190), equivalentes a 6,895841094 salarios 
mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
acto administrativo, en contra del Representante Legal RODRIGO AGUILAR VALLE. 

Ciento setenta (170) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a SEIS MILLONES CINCUENTA Y 
TRES MIL CIENTO NOVENTA PESOS M/CTE ($6.053.190), equivalentes a 6,895841094 salarios 
mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la parte motiva del presente 
acto administrativo, en contra del Revisor Fiscal JOSÉ EILER RUÍZ VARGAS. 

Ochenta y cinco (85) Unidades de Valor Tributario; equivalentes a TRES MILLONES VEINTISÉIS MIL 
QUINIENTOS NOVENTA Y CINCO PESOS M/CTE ($3.026.595), equivalentes a (3,447920547) 
salarios mínimos legales vigentes para el año 2020, por las razones expuestas en la parte motiva del 
presente acto administrativo, en contra de cada uno de los miembros del consejo de 
administración relacionados en la tabla que antecede.    

ARTÍCULO SÉPTIMO: Para efectos del pago de la multa los sancionados deberán dentro de los cinco 
(5) días hábiles siguientes a la fecha en que quede en firme esta providencia, de conformidad con lo
establecido en el artículo 87 del Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso
Administrativo, comunicarse a las líneas telefónicas (57-1) 2693370 y línea gratuita nacional  01 8000
915 615, donde le será generado el recibo de pago con código de barras en el cual se detallará el valor
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a cancelar. El pago deberá realizarse en el BANCO DE OCCIDENTE a favor de la 
SUPERINTENDENCIA DE TRANSPORTE en la cuenta corriente 223-03504-9.  

PARÁGRAFO PRIMERO: Efectuado el pago de la multa, la empresa sancionada deberá allegar al 
Grupo Financiero y Cobro Control de Tasa de Vigilancia, vía fax, correo certificado o a través de 
cualquier otro medio idóneo, copia legible del recibo de consignación indicando investigación 
administrativa Delegatura de Tránsito, nombre y Nit de la empresa y número de la resolución de fallo. 

PARÁGRAFO SEGUNDO: Vencido el plazo de acreditación del pago sin que este se haya demostrado, 
se procederá a su cobro persuasivo y/o coactivo por parte del Grupo de Cobro Persuasivo y Jurisdicción 
Coactiva de la Superintendencia de Transporte, teniendo en cuenta que la presente resolución presta 
mérito ejecutivo de acuerdo con lo previsto en el artículo 99 de la Ley 1437 de 2011. 

ARTÍCULO OCTAVO: EXONERAR DE RESPONSABILIDAD a los miembros del consejo de 
administración referidos en la siguiente tabla, respecto del cargo cuarto, por no encontrarse probado el 
incumplimiento de lo señalado en los artículos 149 de la Ley 79 de 1988, 23 de la Ley 222 de 1995, 
207 y 208 del Código de Comercio, secciones 15, 23.3 y 23.4 de las NIIF para Pymes, así como lo 
dispuesto en las NIC 1, NIC 8 y NIC 10, en concordancia con los numerales 4 y 5 del artículo 85 de la 
Ley 222 de 1995, en lo que a ellos corresponde. 

Nombre Identificación Cargo 
Miembro actual del 

Consejo de 
Administración 

Jairo Pinilla Pérez C.C. 6.034.237Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Juan Javier Amaya C.C. 14.211.208
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Jaime Alvarado Parra C.C. 3.280.914Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

Rafael Aguilera 
González C.C. 79.040.261Miembro Principal del Consejo 

de Administración Si 

Stella Rodríguez 
González C.C. 28.814.503

Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Julio Cesar Beltrán 
Garzón 

C.C. 93.386.132Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

María Teresa 
Sepúlveda C.C. 43.737.653Miembro Principal del Consejo 

de Administración Si 

Henry Molano C.C. 79.721.339
Miembro Principal del Consejo 
de Administración Si 

Nelly Calle Torres C.C. 39.694.393Miembro Principal del Consejo 
de Administración 

Si 

ARTÍCULO NOVENO: NOTIFICAR el contenido de la presente Resolución a través de la Secretaría 
General de la Superintendencia de Transporte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Decreto 
491 de 2020 y el artículo 66 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, al apoderado especial de los investigados, doctor Helmut Mauricio Gallego 
Sánchez.  

PARÁGRAFO. Contra la presente Resolución procede el Recurso de Reposición ante el 
Superintendente de Transporte, dentro de los diez (10) días hábiles siguientes a su notificación, 
conforme al artículo 74 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo. 

ARTÍCULO DÉCIMO: COMUNICAR el contenido de la presente Resolución a través de la Secretaría 
General de la Superintendencia de Transporte, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del Decreto 
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491 de 2020 y el artículo 66 y siguientes del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo, a los señores Edgar de Jesús Cardona Corrales, Arley Alvarado Rodríguez, 
Luis Javier Nieto Jaramillo, Raúl Cortes, Javier Alvarado Grosso y Aniceto Hurtado. 

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO: Una vez surtida la respectiva notificación y comunicación remítase 
copia de esta para que obre dentro del expediente. 

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO: Una vez en firme la presente Resolución en los términos del artículo 
87 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo remítase copia al 
Grupo de Cobro Persuasivo y Jurisdicción Coactiva de la Superintendencia de Transporte. 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 

Wilmer Arley Salazar Arias  
Superintendente de Transporte 

Notificar: 

Apoderado:  
Dr. Helmut Mauricio Gallego Sánchez 
m.gutierrez@gallegolawyers.com
h.gallego@gallegolawyers.com
gerencia.general@velotax.com.co

Investigados: 
Rodrigo Aguilar Valle 
José Eiler Ruíz Vargas 
Jairo Pinilla Pérez 
Juan Javier Amaya 
Jaime Alvarado Parra 
Rafael Aguilera González 
Stella Rodríguez González 
Julio Cesar Beltrán Garzón 
María Teresa Sepúlveda 
Henry Molano 
Nelly Calle Torres 
gerencia.general@velotax.com.co 
Dirección: CR 6 N 21 �± 34 
Ibagué, Tolima 

Comunicar: 

Edgar De Jesús Cardona Corrales 
Arley Alvarado Rodríguez 
Aniceto Hurtado Torres 
Raúl Cortes Yazo 
Javier Alvarado Grosoo 
epm.asesores2014@gmail.com  

Luis Javier Nieto Jaramillo 
lujanija@yahoo.com 
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